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ADVERTENCIA: 
 
Como se indica en su misma carátula, el presente Informe de la Comisión Nacional para la 
Reforma de la Política de Drogas tiene un carácter abierto y provisional al ser su objetivo el 
sentar un punto de partida básico para el diálogo franco, plural e informado entre las 
instituciones públicas y los diferentes actores sociales del país en torno al problema de las 
drogas en Guatemala. 
 
De este modo, los hallazgos, conclusiones, análisis y puntos de vista formulados en este 
Informe están sujetos, por tanto, al análisis crítico, la retroalimentación y el enriquecimiento 
mediante datos, informaciones e insumos técnicos que puedan aportar los diferentes actores 
gubernamentales y sociales interesados en pronunciarse, proponer e incidir en el proceso de 
reforma de la política de drogas establecido por el Gobierno de la República a través de la 
Comisión Nacional para la Reforma de la Política de Drogas. 
 
El Informe final y definitivo de la Comisión Nacional sobre el problema de las drogas en 
Guatemala será entregado al Señor Presidente de la República durante el mes de diciembre, 
incluyendo también en ese momento las recomendaciones de mediano y largo plazo para la 
reforma de la política nacional de drogas. 
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I. Presentación 
 
El 31 de enero de 2014 el Presidente de la República, Otto Fernando Pérez Molina, instaló 
públicamente la Comisión Nacional para la Reforma de la Política de Drogas (en adelante “la 
Comisión”), con la misión de que ésta formule al Presidente propuestas de “políticas públicas 
sobre las drogas que tengan una naturaleza integral, multidisciplinaria y respetuosa de los 
derechos humanos y las libertades fundamentales, orientadas a la reducción de la oferta y la 
demanda de drogas, control de drogas, lavado de activos, extinción de dominio, narcotráfico y 
actividades criminales conexas, estructura institucional y normativa en materia de drogas, 
política exterior y política de drogas, género y drogas, así como extradición y cooperación 
judicial” (Artículo 2 del Acuerdo Gubernativo 296-2013). 
 
En esta línea, y en el marco del cumplimiento de su mandato institucional, la Comisión ha 
elaborado el presente Informe sobre el problema de las drogas en Guatemala, el cual aborda de 
manera analítica y crítica los distintos ámbitos arriba enunciados y otros temas de relevancia 
para la comprensión de la magnitud, complejidad e impacto del problema de las drogas en 
nuestro país.  
 
De acuerdo al plan de trabajo de la Comisión, presentado y aprobado por el Presidente de la 
República el 19 de marzo de 2014, este Informe se ofrece como el producto de la fase de 
diagnóstico desarrollada por la Comisión desde finales del mes de marzo hasta la presente 
fecha, con el propósito claro y deliberado de constituir un punto de partida básico para el 
desarrollo de un proceso de diálogo y debate informado, plural y democrático a nivel nacional, 
en pos del objetivo principal de fundamentar la toma de decisiones del Organismo Ejecutivo y 
de otros Organismos del Estado de Guatemala en ruta a la reforma de la política nacional de 
drogas.  
 
En tal sentido, y para finalizar, es importante remarcar que el presente Informe -en tanto punto 
de partida del diálogo nacional sobre el problema de las drogas, teniendo por ello mismo en 
este momento un carácter preliminar y no definitivo- aspira a recibir la atención e interés de los 
diferentes actores gubernamentales y no gubernamentales involucrados en su abordaje, con el 
objetivo de que pueda ser retroalimentado críticamente en sus enfoques, contenidos, hallazgos 
y datos de referencia. Como resultado eventual del proceso de diálogo y debate a desarrollar 
en las próximas semanas, un Informe final sobre el problema de las drogas en Guatemala será 
entregado al Presidente de la República en el mes de diciembre de 2014.  
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II. Introducción 
 

1. Naturaleza, alcance y objetivo del Informe 
 
Desde hace muchos años atrás el problema de las drogas ha sido reconocido efectivamente 
como un problema global, y no solamente nacional o regional, especialmente en el marco de la 
Organización de las Naciones Unidas (ONU) y sus diferentes órganos.  Los diferentes informes 
anuales preparados por la Oficina de las Naciones Unidas contra las Drogas y el Delito desde 
finales del siglo anterior son muestra expresa de ello.1 
 
Sin embargo, cabe aclarar, el presente Informe -que ha sido preparado durante los últimos 
meses por la Comisión Nacional para la Reforma de la Política de Drogas en cumplimiento de su 
mandato institucional- está delimitado geográficamente al diagnóstico y análisis del problema 
de las drogas en el territorio guatemalteco, aun y cuando en algunas de sus secciones se hacen 
ocasionalmente referencias a varias de sus conexiones con otros países del hemisferio 
americano y, especialmente, en la región mesoamericana.  
 
La construcción del Informe, vale la pena subrayarlo, se apoyó en criterios definidos de manera 
directa y consensuada entre los miembros de la Comisión, contando además con las 
observaciones y los aportes críticos de los Asesores Externos. El Informe aborda de manera 
sintética diversos tópicos del problema de las drogas a nivel nacional: la producción de cultivos 
ilícitos; el consumo de estupefacientes; el entramado normativo e institucional; la evolución del 
narcotráfico en nuestro país durante las últimas décadas; las capacidades y necesidades 
existentes en el sector salud para la atención de las personas usuarias de drogas; la situación de 
la oferta y demanda de drogas durante los últimos años, entre otros temas de relevancia.  
 
En esta línea, el presente Informe se ofrece como un producto clave para el inicio del proceso 
de diálogo y debate informado, plural y democrático que, con el objetivo ulterior de 
fundamentar la toma de decisiones del Organismo Ejecutivo y de otros Organismos del Estado 
de Guatemala en ruta a la reforma de la política nacional de drogas, se desarrollará durante los 
próximos meses.  Tras la finalización de dicho proceso de diálogo y debate, un Informe final 
sobre el problema de las drogas en Guatemala será entregado por la Comisión al Presidente de 
la República en el mes de diciembre de 2014.  
 
Respecto a la metodología de elaboración de este Informe, la misma consistió básicamente en 
el desarrollo de reuniones conjuntas de trabajo que, entre los meses de febrero y mayo de este 
año, fueron celebradas entre los miembros de la Comisión con funcionarios de diferentes 
instituciones públicas que cumplen roles diversos en materia de drogas, específicamente del 
Ministerio de Gobernación (MINGOB), del Ministerio de la Defensa Nacional (MINDEF), de la 
Secretaría Ejecutiva de la Comisión Contra las Adicciones y el Tráfico Ilícito de Drogas 
(SECCATID) y de la Secretaría de Inteligencia Estratégica del Estado (SIE). La Comisión también 
desarrolló un importante intercambio de información y puntos de vista analíticos con 

                                                
1
 Disponibles en: http://www.unodc.org/wdr2014/en/previous-reports.html  

http://www.unodc.org/wdr2014/en/previous-reports.html
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funcionarios de la Sección de Análisis Antinarcótico y Aplicación de la Ley (SAAL) de la Embajada 
del Gobierno de los Estados Unidos de América en Guatemala.  
 
Estas reuniones tuvieron como resultado principal que los miembros de la Comisión pudiesen 
conocer de manera directa e indagar críticamente sobre las visiones institucionales, los 
programas y proyectos que se implementan en la actualidad, así como los resultados concretos 
que han venido siendo alcanzados por las entidades referidas en el abordaje del problema de 
las drogas.    
 
Adicionalmente, cabe remarcarlo, el presente Informe se benefició especialmente de los 
aportes sustantivos de información y análisis proporcionados particularmente por tres distintos 
estudios sobre el problema de las drogas en Guatemala, preparados específicamente en apoyo 
al trabajo de la Comisión, a saber: 1) el estudio elaborado por la Oficina en Guatemala de la 
Organización Panamericana de la Salud/Organización Mundial de la Salud en torno al estado y 
capacidades de la institucionalidad del sector salud en Guatemala para el abordaje de los 
problemas de salud pública relativos al uso de sustancias psicoactivas; 2) el estudio elaborado 
por el Woodrow Wilson International Center for Scholars en torno a la aplicación de las leyes 
sobre drogas en Guatemala; y 3) el estudio elaborado por el Woodrow Wilson International 
Center for Scholars respecto a la oferta y la demanda de drogas en Guatemala.  
 

2. Limitaciones para el análisis y el diseño de una política de drogas en Guatemala 
 
En la búsqueda de insumos, datos y análisis para la comprensión del problema de las drogas en 
Guatemala, la Comisión ha encontrado algunos vacíos y desafíos relevantes a nivel institucional, 
tres de los cuales se considera conveniente y oportuno señalar ahora con claridad y precisión 
en este Informe, a fin de que pueda ponderarse de manera razonable el alcance y los límites del 
esfuerzo realizado hasta ahora por la Comisión, así como enfatizar la necesidad de que se 
pongan en marcha en el corto y mediano plazo algunas medidas institucionales tendientes a 
paliarlos o contrarrestarlos, de modo que se pueda más adelante profundizar y enriquecer los 
conocimientos actuales sobre el problema de las drogas en nuestro país y basar en evidencia la 
toma de decisiones sobre la política nacional de drogas. 
 
El primer límite u obstáculo para un adecuado diseño de una política de drogas para nuestro 
país es la ausencia de una clara y precisa definición del problema. En el esfuerzo de la Comisión 
por entender la estructura de las acciones públicas que intentan abordar y solucionar los 
efectos perniciosos de las drogas en Guatemala, se apreciaron dificultades y ambigüedades de 
los funcionarios entrevistados a la hora de dar explicaciones. En general, no parecía saberse 
cuál o cuáles son los problemas principales para una región de tránsito ilícito como la nuestra y 
no existía una entidad que diese un diagnóstico claro a nivel global ni que aglutinara a las 
demás en ese proceso.  
 
A la falta de liderazgo institucional en materia de política de drogas, que tiene como 
consecuencia esa indefinición, se le pueden señalar muchas razones pero vale la pena recalcar 
el inadecuado diseño institucional como una de las más relevantes. La Comisión Contra las 
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Adicciones y el Tráfico Ilícito de Drogas (CATTID), así como su órgano ejecutivo: la Secretaría 
Ejecutiva de la Comisión Contra las Adicciones y el Tráfico Ilícito de Drogas (SECCATID), que 
constituyen los órganos claves para liderar y coordinar el proceso de definición e 
implementación de las políticas nacionales de drogas, se encuentran actualmente en una 
situación de debilidad institucional que las vuelve inefectivas.  
 
Por un lado, son órganos situados directamente bajo la Vicepresidencia de la República, lo cual 
les limita por un lado al peso político e institucional efectivo que esta figura tiene 
variablemente en cada Gobierno, pero además les hace competir directa y simultáneamente 
con muchos otros órganos y temas de agenda pública bajo esta figura2 que generalmente 
suelen recibir una mayor atención, prioridad y apoyo. Por otro lado, el presupuesto de la 
SECCATID puede considerarse también muy bajo a la luz de los roles y las responsabilidades 
institucionales que debe cumplir (en promedio, la ejecución presupuestaria de la SECCATID 
durante los últimos diez años ha oscilado entre Q 3 a 4 millones por año). Sin duda, el poco 
músculo financiero que históricamente ha tenido la SECCATID hace irrelevantes las buenas 
intenciones que puedan tener los funcionarios que dirigen la institución. 
 
Esta crítica, pese a que la mayor responsabilidad recae sobre la entidad mencionada, no es 
empero atribuible únicamente a la SECCATID, sino también al conjunto de instituciones públicas 
que ejercen roles y competencias frente al problema de las drogas y actividades conexas, en las 
cuales también existen dificultades de diferente índole que afectan el cumplimiento de sus 
fines institucionales y de la coordinación interinstitucional que el abordaje del problema de las 
drogas requiere. 
 
El segundo límite encontrado, y especialmente preocupante, es el carácter deficitario de los 
sistemas de información en materia de drogas; o, dicho de otra manera, los escasos e 
imprecisos datos y estadísticas sobre el problema de las drogas en Guatemala. Así, por ejemplo, 
a pesar de que existe formalmente un Observatorio Nacional de Drogas, el mismo está 
funcionando en una fase incipiente y a pesar de contar con un presupuesto específico, no posee 
los recursos humanos suficientes ni ha logrado consolidar la cooperación interinstitucional 
necesaria para centralizar y gestionar información actualizada en los diferentes ámbitos del 
problema de las drogas (especialmente la que proviene de las instituciones de seguridad).3 Sin 
embargo, de nuevo, este problema es extensivo a todas las instituciones involucradas en el 

                                                
2
 Hoy en día, por ejemplo, la Vicepresidencia de la República de Guatemala tiene bajo su responsabilidad temas 

tan diversos como nutrición, niñez, ciencia y tecnología y vivienda. Pero también hay temas como el contrabando, 
el lavado de activos y la violencia y explotación sexual.   https://vicepresidencia.gob.gt/vice/Vicepresidencia.vice.  
3
 Entrevista de la Comisión con funcionarios de SECCATID, celebrada el 28 de marzo de 2014. Por otra parte, esta 

situación también es reconocida en documentos como la Encuesta para la Evaluación y Guatemala. Documento 
narrativo, disponibles en http://www.cicad.oas.org/MEM/Distribution/DocsEsp.asp. Ambos documentos fueron 
elaborados por SECCATID en el marco de la Sexta ronda de evaluación del Mecanismo de Evaluación Multilateral, 
la cual se encuentra actualmente en desarrollo. Los informes oficiales de rondas anteriores de evaluación del 
progreso del control de drogas en el marco del Mecanismo Evaluación Multilateral se encuentran en 
http://cicad.oas.org/Main/Template.asp?File=/mem/reports/informespais/gt_spa.asp    

https://vicepresidencia.gob.gt/vice/Vicepresidencia.vice
http://www.cicad.oas.org/MEM/Distribution/DocsEsp.asp
http://cicad.oas.org/Main/Template.asp?File=/mem/reports/informespais/gt_spa.asp
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abordaje del problema de las drogas, existiendo dificultades de diferente índole que afectan la 
existencia, calidad, disponibilidad y análisis de los datos e informaciones recolectadas.4 
 
Aunque explicable en virtud de la naturaleza de las distintas misiones institucionales pero 
vinculado a la falta de coordinación interinstitucional en la materia, los diferentes órganos 
estatales producen y manejan datos y estadísticas que llegan incluso a fundamentar opiniones 
de las instituciones públicas no sólo diversas sino incluso opuestas o contradictorias entre sí. Se 
daña  así la confiabilidad y certeza de su uso en el análisis y toma de decisiones, especialmente 
dentro del Organismo Ejecutivo, pudiendo así a veces llevar a implementar políticas infundadas 
e ineficaces. En esta línea, el propio proceso de análisis que lleva a cabo esta Comisión en 
algunas dimensiones específicas del problema de las drogas en el país (por ejemplo, en lo 
relativo a la producción de cultivos ilícitos;5 o en lo relativo a la conexión o relación existente 
entre la narcoactividad y la violencia homicida),6 se expone también al riesgo de basarse en 
supuestos e hipótesis para las cuales no existe siempre evidencia empírica plena o suficiente. 
 
Por último, hay que señalar también la existencia -en algunas instituciones públicas- de 
funcionarios y directivos que se niegan a aceptar que en áreas importantes de la política de 
drogas se han venido tomando y se siguen tomando hoy en día decisiones sin conocimiento 
profundo sobre lo que está sucediendo en nuestro país y sin preocupación por el monitoreo y la 
evaluación del impacto de tales decisiones, otorgándole en la práctica a la evidencia anecdótica 
un peso injustificado en la fundamentación de las políticas de drogas. Dado el peso que el 
paradigma prohibicionista estricto ha tenido durante décadas en nuestro país y la ausencia 
general de un liderazgo innovador, en la mayoría de las instituciones públicas prevalece la 
inercia del discurso y práctica del enfoque represivo que deriva de los compromisos 
internacionales de nuestro país establecidos décadas atrás, o acordados también en el marco 
de la cooperación internacional bilateral con diversos países, principalmente con los Estados 
Unidos de América. En tal sentido, se visualiza como una tarea urgente la necesidad de 
comenzar a gestar una nueva cultura institucional y apoyar la emergencia de nuevos liderazgos 
que respalden y se comprometan plenamente con el proceso de reforma de nuestra política 

                                                
4
 Para el caso específico de la convivencia e inseguridad ciudadana, véase por ejemplo el siguiente informe de 2013 

en el marco del Sistema Regional de Indicadores Estandarizados de Convivencia y Seguridad Ciudadana: 
http://www.seguridadyregion.com/images/stories/PaisesSocios/docsGuatemala/diagnstico%20guatemala.pdf    
5
 Sobre la producción de drogas en el territorio nacional, existe una diferencia enorme entre los datos del 

Ministerio de Gobernación (MINGOB) y los datos de la Sección de Antinarcóticos y Aplicación de la Ley (SAAL) de la 
Embajada de los Estados Unidos de América en Guatemala. Así, el MINGOB reporta que existen miles de hectáreas 
de cultivo de la amapola en el departamento de San Marcos, pero los estudios técnicamente más sofisticados de 
las agencias especializadas del gobierno de los Estados Unidos de América dan cuenta únicamente de cientos de 
hectáreas, por lo cual Guatemala no entraría en la “lista negra” de países productores de estupefacientes. 
6 Por ejemplo, aunque desde el Gobierno del Presidente Colom  se ha argumentado desde el Organismo Ejecutivo 

que la narcoactividad es una de las principales causas de la violencia homicida en el país, no existe hoy en día la 
evidencia empírica que respalde tal argumento o que lo matice o precise (aunque, ciertamente, tampoco se puede 
refutar tal argumento solamente por la ausencia de los datos y estadísticas que permitan un análisis tal). Para una 
opinión más detallada al respecto, véase el artículo de Carlos Mendoza disponible en 
http://www.plazapublica.com.gt/content/cual-es-la-relacion-entre-violencia-homicida-y-narcoactividad-en-
guatemala-parte-i  

http://www.seguridadyregion.com/images/stories/PaisesSocios/docsGuatemala/diagnstico%20guatemala.pdf
http://www.plazapublica.com.gt/content/cual-es-la-relacion-entre-violencia-homicida-y-narcoactividad-en-guatemala-parte-i
http://www.plazapublica.com.gt/content/cual-es-la-relacion-entre-violencia-homicida-y-narcoactividad-en-guatemala-parte-i
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nacional de drogas, especialmente en lo relacionado con la generación de conocimiento y el 
monitoreo y la evaluación de las medidas trazadas. 
 
Ciertamente, estos desafíos referidos no son típicos ni exclusivos de nuestro país. Existen en 
todo el hemisferio y, especialmente, en los países latinoamericanos y caribeños, lo cual ha 
llevado recientemente en el marco de la CICAD a que se discutan y aborden de manera 
prioritaria.7 Como impulsor de la reforma de la política global de drogas, y a la luz de lo 
expuesto en los párrafos anteriores, nuestro país también debe comprometerse a tomar pasos 
decididos e inmediatos en la materia, para lo cual la Comisión formula al final de este mismo 
Informe algunas recomendaciones iniciales de corto plazo.   
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

                                                
7
 Véase http://www.cicad.oas.org/apps/EventDocuments.aspx?IE=CO0732&Lang=SPA&Date=12-11-13  

http://www.cicad.oas.org/apps/EventDocuments.aspx?IE=CO0732&Lang=SPA&Date=12-11-13
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III. El contexto reciente de la reforma de la política de drogas 
 
Dicho de manera concreta, la reforma de la política de drogas tiene como referente central de 
crítica al modelo denominado generalmente como prohibicionismo o régimen prohibicionista 
de las drogas, el cual puede definirse como “la posición en la que el Estado prohíbe parcial o 
totalmente la producción, tráfico, posesión y consumo de drogas y los penaliza”.8 En tal 
sentido, cabe indicar que se trata de un fenómeno relativamente reciente en la historia de la 
humanidad, pues el paradigma prohibicionista comenzó a gestarse a nivel mundial hace poco 
más de cien años atrás, generando sobre el problema de las drogas “un tratamiento represivo 
mínimo común en todo el mundo” así como un sistema de control “que por primera vez en la 
historia” estableció “una forma única de control aplicable a todas las sociedades”.9 
 
Desde las posiciones reformistas se han lanzado copiosas críticas al régimen prohibicionista y 
sus efectos directos e indirectos en diferentes áreas de la política, la economía, la salud, la 
cultura, la justicia y la sociedad. La siguiente declaración sintetiza en buena medida las 
objeciones y críticas centrales al prohibicionismo puro o estricto10 como modelo o paradigma 
para el abordaje del problema de las drogas: “Los inmensos recursos destinados a la 
criminalización y a medidas represivas orientadas a los productores, traficantes y consumidores 
de drogas ilegales, han fracasado en reducir eficazmente la oferta o el consumo. Las aparentes 
victorias en eliminar una fuente o una organización de tráfico son negadas casi 
instantáneamente por la emergencia de otras fuentes y traficantes. Los esfuerzos represivos 
dirigidos a los consumidores impiden las medidas de salud pública para reducir el VIH/SIDA, las 
muertes por sobredosis, y otras consecuencias perjudiciales del uso de drogas. Los gastos 
gubernamentales en infructuosas estrategias de reducción de la oferta y en encarcelamiento 
reemplazan a las inversiones más costo-efectivas y basadas en la evidencia orientadas a la 
reducción de la demanda y de los daños”.11  
 
Ahora bien, contra lo que puede parecer por su actual nivel de apogeo, la reforma de la política 
de drogas no es en realidad un tema sumamente reciente o novedoso. Las objeciones y 
señalamientos críticos hacia las políticas prohibicionistas estrictas frente al problema de las 
drogas se remontan al menos hacia la década de los ochenta en el ámbito internacional, 
particularmente desde la óptica del mundo académico y de las organizaciones de la sociedad 
civil involucradas en las distintas facetas o dimensiones del problema.12  

                                                
8
 Cfr. Ortíz Millán, G. (2010: 35). 

9
 Cfr. Thoumi, F. (2009: 43).  

10
 Es importante distinguir desde ya entre prohibicionismo “puro” o “estricto”, modelo de política de drogas que se 

enfoca en el uso de políticas represivas hacia los individuos que produzcan, trafiquen y consuman drogas, y los 
modelos mixtos en los que se combina el uso de políticas represivas contra los productores y traficantes de drogas 
junto con medidas de prevención y tratamiento a los consumidores.   
11

 Comisión Global de Políticas de Drogas (2011: 2). 
12

 De acuerdo a Jelsma (2003: 6), el movimiento pro-despenalizador y antiprohibicionista comenzó a gestarse en la 
década de los ochenta bajo el liderazgo principal de los países europeos (acompañados de Australia y de Canadá), 
aunque no sería sino hasta 1993 cuando empezarían a verse signos manifiestos de tendencia antiprohibicionistas, 
específicamente de la tendencia europea de “reducción del daño”. Véase también al respecto Mathieu y Niño 
(eds.), 2013: 21-64. 
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En el ámbito latinoamericano, sin embargo, fue aproximadamente hace un lustro que la política 
de drogas comenzó a transformarse progresivamente en un asunto relevante y prioritario para 
la opinión pública y la agenda política de varios Gobiernos de la región. El punto de partida 
principal, sin duda, lo constituyó el llamamiento “hacia un cambio de paradigma”13 realizado en 
febrero del año 2009 por la Comisión Latinoamericana sobre Drogas y Democracia -liderada, 
entre otros, por los ex-presidentes Fernando Henrique Cardoso de Brasil, César Gaviria de 
Colombia y Ernesto Zedillo de México. Más concretamente, la Comisión Latinoamericana llamó 
a rectificar la estrategia de “guerra a las drogas” que se ha venido aplicando durante más de 
tres décadas en la región y abogó por abrir el debate intergubernamental en la materia rumbo 
a un nuevo paradigma fundamentado en tres principios básicos: Tratar el consumo de drogas 
como una cuestión de salud pública; Reducir el consumo mediante acciones de información y 
prevención; y Focalizar la represión sobre el crimen organizado.14 
 
El llamado de la Comisión Latinoamericana tuvo un amplio eco en la opinión pública 
internacional, principalmente en los círculos académicos, empresariales y de sociedad civil 
organizada en torno a impulsar el debate y reforma de la política de drogas, ya no sólo a nivel 
nacional (como venía ocurriendo en algunos países como Argentina) sino a nivel regional.15  
 
En esta línea, fue conformada posteriormente la Comisión Global de Políticas de Drogas,16 la 
cual tiene el propósito de promover en el ámbito internacional la discusión científica e 
informada sobre las maneras humanas y efectivas para reducir el daño causado por las drogas a 
las personas y las sociedades. En junio de 2011 la Comisión Global presentó su primer informe 
en la materia y, de manera particular, subrayó el fracaso de la guerra global contra las drogas, 
alentó a los Gobiernos a experimentar con modelos de regulación legal de las drogas y ofrecer 
servicios de salud y tratamiento a quienes lo necesiten, además de remarcar la necesidad de 
una transformación del régimen prohibicionista, de revisar e interpretar las convenciones 
internacionales en la materia así como los listados actuales de clasificación de las drogas.17 
 
En vinculación con lo anteriormente expuesto, es necesario indicar también que no fue sino 
hasta inicios del año 2012 cuando la reforma de la política de drogas entró en escena 
abiertamente dentro de los espacios gubernamentales e intergubernamentales. 
Concretamente, en febrero de 2012 el Presidente Otto Pérez Molina hizo un llamamiento 
público a nivel internacional, inicialmente en el ámbito centroamericano y luego en el ámbito 
regional, para comenzar a dialogar y debatir entre los Gobiernos del hemisferio americano 
sobre la política de drogas vigente y sus resultados y efectos en las diferentes fases del negocio 
de la droga, así como entre los denominados “países productores”, “países en tránsito”, y 
“países consumidores”.  
 

                                                
13

 Comisión Latinoamericana sobre Drogas y Democracia (2009). 
14

 Ibídem: 11. 
15

 Por ejemplo, en 2009 inició en Buenos Aires, Argentina, una serie de Conferencias Latinoamericanas sobre 
Política de Drogas, cuya quinta edición se celebrará a inicios de septiembre de 2014 en San José, Costa Rica.  
16

 http://www.globalcommissionondrugs.org  
17

 Comisión Global de Políticas de Drogas (2011). 

http://www.globalcommissionondrugs.org/
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Tras una reacción inicial débil y ambigua en términos generales, la propuesta del Presidente 
Pérez Molina fue obteniendo progresivamente mayor respaldo político por parte de otros 
países de la región (como Colombia, México y Costa Rica, entre otros), lo cual condujo a que en 
la Cumbre de las Américas -celebrada en Cartagena de Indias en abril 2012- el Presidente 
Santos de Colombia solicitara oficialmente a la Organización de Estados Americanos (OEA) -en 
nombre de todos los Jefes de Estado y de Gobierno participantes- la realización de estudios 
sobre el problema de las drogas en el hemisferio. 
 
Tras un largo proceso de elaboración, los dos estudios realizados serían entregados y 
presentados oficialmente en mayo de 2013 por el Secretario General de la OEA, José Miguel 
Insulza, a saber: El problema de las drogas en las Américas18  y Escenarios para el problema de 
las drogas en las Américas 2013-2015.19  
 
Por su importancia, cabe anotar aquí de manera sintética, que el primer informe reconoció la 
complejidad y multidimensionalidad del problema de las drogas, centrándose en el diagnóstico 
y análisis del cultivo, la producción, la distribución o tránsito, la violencia asociada, la 
comercialización o venta y el consumo de estupefacientes en el continente. Este informe 
también examinó diferentes alternativas legales y regulatorias del problema de las drogas, 
concluyendo que éste “es un tema hemisférico que se expresa en un proceso único el cual, sin 
embargo, admite tratamientos distintos en cada una de sus fases y en los países en los cuales 
ellas tienen lugar …  no existe una relación indisoluble entre el problema de las drogas y la 
situación de inseguridad en que viven muchos ciudadanos de las Américas, aunque ésta es 
diferente para cada país o grupo de países y que la inseguridad afecta más a aquellas 
sociedades en las cuales el Estado no esté en condiciones de entregar respuestas eficaces. 
Enfatizamos, igualmente, la necesidad de enfrentar el consumo de drogas con un enfoque de 
salud pública. Finalmente concluimos también que el problema de las drogas debe ser 
abordado de manera diferenciada y flexible entre nuestros países, en función de la forma como 
éste los afecta en particular” (OEA, 2013a: 9). 
 
El hito político fundamental, sin embargo, ocurrió a inicios de junio de 2013 en nuestro país 
cuando se celebró en Antigua Guatemala la XLIII Asamblea General de la OEA que generó como 
resultado la Declaración de Antigua Guatemala “Por una política integral frente al problema 
mundial de las drogas en las Américas”, aprobada el 6 de junio de 2013 por los Estados 
Miembros.  
 
Como un rasgo notable de esta Declaración, la cual constituyó el inicio oficial del diálogo y 
debate intergubernamental en la región, debe destacarse el compromiso de los Estados del 
hemisferio a “la búsqueda de soluciones efectivas al problema mundial de las drogas bajo un 
enfoque integral, fortalecido, equilibrado y multidisciplinario, con pleno respeto a los derechos 
humanos y libertades fundamentales, que incorpore la salud pública, educación, e inclusión 
social, junto a acciones preventivas para hacer frente a la delincuencia organizada transnacional 

                                                
18

 Organización de Estados Americanos (2013a).  
19

 Organización de Estados Americanos (2013b). 
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y el fortalecimiento de las instituciones democráticas, así como el impulso del desarrollo local y 
nacional”. [(AG/DEC. 73 (XLIII-O/13)] 
   
De igual manera, la Declaración reconoció el principio de responsabilidad común y compartida 
en el abordaje del problema de las drogas; que el uso indebido de drogas debe ser concebido 
como un problema de salud pública; que las políticas de drogas deben tener un componente 
transversal de derechos humanos así como un enfoque de género; y que es importante 
implementar plenamente -y no sólo en lo que corresponde a las políticas de justicia penal- las 
convenciones internacionales de fiscalización de drogas. Asimismo, en la Declaración se acordó 
el inicio de un proceso de consultas sobre la Declaración y los informes de la OEA en diferentes 
instancias regionales y a nivel nacional según las decisiones de cada Estado Miembro.  
 
Tras la Declaración de Antigua, en efecto, el diálogo y debate regional ha proseguido hasta la 
fecha, destacándose en particular la IV Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública 
de las América (MISPA), que se celebró en Medellín, Colombia, el 21 y 22 de noviembre de 
2013;20 el LIV Período Ordinario de Sesiones de la Comisión Interamericana para el Control del 
Abuso de Drogas (CICAD), desarrollado en Bogotá, Colombia, del 11 al 13 de diciembre de 
2013;21 y el LV Período Ordinario de Sesiones de la CICAD, celebrado en Washington D.C., 
Estados Unidos de América, del 29 de abril al 1 de mayo de 2014.22 Semanas después, pero no 
en el marco de la OEA sino de la Comunidad de Estados Latinoamericanos y Caribeños (CELAC), 
se celebró el 13 y 14 de mayo de 2014 en Antigua Guatemala la Primera Reunión de Ministros 
de Seguridad Pública, en la cual se abordó de manera específica el problema de las drogas 
desde la perspectiva de las instituciones de seguridad.  
 
Más recientemente, fue aprobada el 5 de junio de 2014 en el en el marco de la XLIV Asamblea 
General de la OEA la resolución “La promoción y protección de los derechos humanos en la 
búsqueda de nuevos enfoques y soluciones efectivas, en el desarrollo e implementación de 
políticas para atender el problema mundial de las drogas en las Américas”,23 en la cual los 
Estados Miembros de la OEA subrayaron que las políticas de drogas deben realizarse con el 
pleno respeto de los derechos humanos, las leyes nacionales y el derecho internacional.  
 
Por otra parte, ahora en el plano global, cabe destacar la LVII Reunión de la Comisión de 
Estupefacientes sostenida en Viena, Austria, del 13 al 21 de marzo de 2014, pues en el marco 
del segmento de alto nivel fue aprobada una Declaración Ministerial Conjunta en cuyo décimo 
párrafo se reconoció “que muchos desafíos del problema mundial de las drogas han persistido y 
que nuevos han emergido en algunas partes del mundo”, subrayando “la necesidad de tomar 
estas nuevas tendencias en consideración para la implementación de la Declaración Política y 
del Plan de Acción”.24  

                                                
20

 http://www.oas.org/dsp/espanol/cpo_mispa4_preparatoria.asp  
21

 http://www.cicad.oas.org/apps/EventDocuments.aspx?IE=CO0732&Lang=SPA&Date=12-11-13  
22

 http://www.cicad.oas.org/apps/EventDocuments.aspx?IE=US00BC&Lang=SPA&Date=04-29-14  
23

 Disponible en: http://drugpolicydebateradar.wordpress.com/2014/06/15/resolucion-44-asamblea-general-de-
la-oeaderechos-humanos-y-politica-de-drogas/  
24

 http://www.unodc.org/documents/ungass2016//L15e_V1401384_11march.pdf  

http://www.oas.org/dsp/espanol/cpo_mispa4_preparatoria.asp
http://www.cicad.oas.org/apps/EventDocuments.aspx?IE=CO0732&Lang=SPA&Date=12-11-13
http://www.cicad.oas.org/apps/EventDocuments.aspx?IE=US00BC&Lang=SPA&Date=04-29-14
http://drugpolicydebateradar.wordpress.com/2014/06/15/resolucion-44-asamblea-general-de-la-oeaderechos-humanos-y-politica-de-drogas/
http://drugpolicydebateradar.wordpress.com/2014/06/15/resolucion-44-asamblea-general-de-la-oeaderechos-humanos-y-politica-de-drogas/
http://www.unodc.org/documents/ungass2016/L15e_V1401384_11march.pdf
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Y, de igual manera, debe remarcarse en ese mismo contexto la publicación por parte de la 
Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (ONUDD) de un importante 
documento que clarifica la posición de este órgano sobre las convenciones internacionales de 
fiscalización de drogas, enfatizando en particular que las obligaciones derivadas de las 
convenciones no obligan a los Estados a implantar un régimen prohibicionista de las drogas, ni a 
tratar a los usuarios de drogas como criminales que deben ser sancionados penalmente, ni a 
vulnerar los derechos humanos de las personas en la lucha contra las drogas, ni a que se 
imponga la pena de muerte a delitos relacionados con drogas, ni a descalificar o restringir la 
búsqueda e implementación de medidas alternativas como la reducción de daños.25 
 
Por último, en cuanto a los próximos eventos de alto nivel en los que proseguirá la discusión y 
debate regional en la materia, debe referirse la Asamblea General Extraordinaria de la OEA 
prevista a desarrollarse el 19 de septiembre de 2014 en la Ciudad de Guatemala, así como los 
dos próximos Períodos Ordinarios de Sesiones de la CICAD en noviembre de 2014 y abril de 
2015, en los cuales Guatemala estará ejerciendo la Presidencia de dicho órgano. 
 
En cuanto al debate global, es importante anotar también que está prevista a celebrarse 
durante el primer trimestre de 2016 una Sesión Especial de la Asamblea General de la 
Organización de las Naciones Unidas sobre el problema mundial de las drogas,26 la cual fue 
solicitada en septiembre de 2012 por los Presidentes Pérez Molina de Guatemala, Santos de 
Colombia y Calderón de México. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

                                                
25

https://www.unodc.org/documents/hlr//Drug_policy_provisions_from_the_international_drug_control_Convent
ions.pdf  
26

 http://www.unodc.org/ungass2016/  

https://www.unodc.org/documents/hlr/Drug_policy_provisions_from_the_international_drug_control_Conventions.pdf
https://www.unodc.org/documents/hlr/Drug_policy_provisions_from_the_international_drug_control_Conventions.pdf
http://www.unodc.org/ungass2016/
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IV. Modelos de políticas de drogas a nivel global 
 
Dicho de manera sencilla, las políticas públicas son las respuestas que un Estado define e 
implementa a través de sus instituciones para abordar determinadas situaciones sociales 
consideradas como problemáticas. Ciertamente, aunque semejantes en sus aspectos generales, 
las políticas públicas varían de país a país. Las circunstancias poblacionales, geográficas, 
políticas y culturales son siempre particulares a cada contexto y eso queda reflejado en la 
definición de los problemas públicos, la interpretación de los mismos y las soluciones o 
intervenciones a implementar.  
 
Este carácter contingente de las políticas públicas se manifiesta no sólo en los problemas 
económicos, sociales, ambientales, etc., sino también en lo relativo al problema de las drogas. 
Al estudiar con detenimiento distintas políticas y programas nacionales se aprecia una 
combinación de estrategias, planes y actividades que son siempre particulares al tiempo y las 
circunstancias del país concreto en el que se desarrollan.  
 
Por otra parte, las acciones que afectan de una manera u otra a las personas que se involucran 
directa o indirectamente en la producción, tráfico, venta y consumo de drogas son múltiples, 
diversas y a veces contradictorias u opuestas entre sí, como resultado de los diferentes 
enfoques y prioridades institucionales que caracterizan y animan la gestión pública. Esas 
acciones provienen, por ejemplo, de las instituciones de salud, de atención social, de seguridad, 
de justicia, de defensa y diplomacia, entre otras, las cuales no necesariamente actúan con 
arreglo a una visión unitaria, articulada e integral del problema, lo cual constituye justamente 
uno de los cometidos de la política pública.  
 
En tal sentido, a efecto de establecer directrices útiles para la formulación de políticas públicas 
pueden generarse categorías que agrupen enfoques y tendencias más o menos congruentes. La 
identificación y discusión de “modelos”, como suele llamárseles al conjunto de enfoques o 
lineamientos de política pública que marcan las acciones de los Estados frente a los problemas 
públicos, resulta así clave para poder realizar un análisis comparativo de las respuestas que a 
nivel internacional -en lo que le interesa al presente Informe- se implementan en la actualidad 
frente al problema de las drogas. 
 
Dichos modelos generales de políticas de drogas a nivel internacional son cuatro, a saber: 1) el 
modelo prohibicionista puro o estricto; 2) el modelo mixto de represión focalizada y reducción 
de daños; 3) el modelo de legalización parcial y fuertemente regulada; y 4) el modelo de 
regulación total y legislación no específica. En la práctica, ciertamente, algunos países poseen 
componentes de más de un solo modelo, especialmente aquellos que tienen sistemas 
políticamente descentralizados y autónomos, como ocurre en los Estados Unidos de América. 
Pasaremos ahora a describir en sus rasgos y aspectos esenciales cada uno de estos modelos. 
 
El modelo prohibicionista puro o estricto asume que los daños que producen las drogas a los 
individuos que la consumen y a las personas que conviven con esos individuos son tan grandes 
que el Estado debe hacer un esfuerzo importante por evitar que dichas sustancias lleguen a los 
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ciudadanos. En esta línea, las acciones que se desarrollan dentro de este modelo llevan 
implícito el siguiente enfoque: la mejor forma de evitar que la ingestión de sustancias 
psicoactivas ilegales acontezca es que se reprima de forma agresiva y permanente a los 
individuos que produzcan, trafiquen y compren drogas ilegales. El efecto esperado de este tipo 
de enfoque es una reducción sustancial del hábito y una minimización de las consecuencias 
sociales negativas que derivan del negocio de las drogas en sus diferentes fases. Es por eso que, 
en el modelo prohibicionista, las penas (generalmente severas, y vulnerando así el principio de 
proporcionalidad penal) pretenden actuar como disuasivo al crear un costo de entrada muy alto 
para cualquiera de las fases del negocio.  
 
Al margen de este factor coactivo, no hay o no suele haber en los países que aplican 
predominantemente este modelo programas de prevención educativa de consumo entre 
poblaciones vulnerables. Las políticas de tratamiento, al mismo tiempo, son forzosas. Y en 
algunos casos las autoridades ni siquiera necesitan demostrar adicción; con haber dado positivo 
en un análisis de sangre (Malasia) o ser sospechoso de consumo (Singapur), puede obligarse a 
un individuo a programas intensivos de desintoxicación (Donatelli, 2011). No son extrañas, 
además, las penas de prisión para consumidores reincidentes.   
 
Entre los casos de cero tolerancia a las drogas, Arabia Saudí contempla la pena de muerte por 
ahorcamiento. El listado de sustancias prohibidas está ampliado al alcohol y a ciertos 
medicamentos que son legales en la mayoría de países. La pena máxima es aplicada también 
para delitos similares en Singapur, Malasia y China (International Harm Reduction Association, 
2010: 18-29). 
 
Por otra parte, los países que más fuertemente -pero no de manera exclusiva- abrazan este 
modelo no destacan en las listas de los más democráticos del mundo.27 Las libertades civiles 
son suprimidas por bien de lo que las autoridades entienden y propugnan como orden social. Al 
mismo tiempo, es muy difícil encontrar un caso de prohibicionismo puro en sociedades libres. 
Los Estados Unidos de América, pese a tener actitudes muy agresivas hacia los mercados 
ilegales de drogas, especialmente con respecto a su política exterior dirigida a los países 
productores y de tránsito ilícito de drogas en Latinoamérica, lo cual encaja con la definición de 
prohibicionismo puro o estricto aportada en este Informe, no se podría considerar empero 
como un país de prohibicionismo puro o estricto, una vez que se analizan las políticas internas 
con respecto a salud, seguridad y -más recientemente- los diversos sistemas estatales de 
regulación de la marihuana para usos médicos y recreativos.  
 
Pese a la longevidad de este modelo, y su aplicación en muchos países durante largos espacios 
de tiempo, no existe empero un lugar en el mundo que esté libre de drogas y adicción. Desde 
muchos años atrás el modelo prohibicionista puro ha venido siendo cuestionado por los 
principales expertos internacionales en políticas de drogas y el consenso apunta hacia la 
necesidad de la reforma o abandono de este modelo (London School of Economics, 2014). Los 

                                                
27

 Ver las puntuaciones en el Polity IV (http://www.systemicpeace.org/polity/polity4.htm) de países como Arabia 
Saudí, Malasia, Vietnam, China, Singapur e Irán.  

http://www.systemicpeace.org/polity/polity4.htm
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altos costos asociados a esta clase de lineamientos y las violaciones a los derechos humanos en 
forma de las penas severas y desproporcionadas que conllevan, sumado a la falta de efectividad 
en la consecución de resultados esperados, hacen de éste modelo uno claramente a evitar en el 
panorama actual.  
 
Por su parte, el modelo mixto de represión focalizada con reducción de daños asume, al 
contrario que el prohibicionismo puro, que el problema de las drogas tiene que ser manejado, 
pues no puede ser erradicado o eliminado. Es por eso que combina dos líneas de acción 
sustancialmente diferentes a las medidas anteriormente descritas para el caso del 
prohibicionismo puro o estricto.   
 
El primer lineamiento, enmarcado en el ámbito de seguridad, va orientado a reprimir -de 
manera semejante al estilo prohibicionista puro o estricto- a productores y traficantes aunque 
con dos variantes: por un lado, las penas son más benignas (no existe pena de muerte para 
estos delitos, por ejemplo) y, por otro lado, las fuerzas y cuerpos de seguridad del Estado se 
enfocan en reducir los eventos violentos asociados a la actividad ilegal. Esto último implica una 
laxitud informal reconocida por miembros de la policía que se enfocan en grandes estructuras 
del narcotráfico, haciendo incidencia en las más violentas y permitiendo hasta cierto punto 
comportamientos ilegales pero socialmente menos dañinos. Estas acciones generan incentivos 
para los delincuentes que optan por estrategias de perfil bajo. Es así como países desarrollados 
política y económicamente (como España y el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte) 
poseen bajas tasas de criminalidad al mismo tiempo que encabezan las listas de consumo 
(UNODC, 2010a: 83). En estos casos señalados, la asociación entre drogas y violencia no existe. 
Pese a no haber un reconocimiento oficial (Kleiman, 2011) parece bastante claro que la 
concentración de esfuerzos es la forma de operar de los encargados de seguridad, al margen de 
lo que la ley les obligaría a perseguir.  
 
En cuanto al lineamiento de salud pública, el consumo y la adicción se entienden como 
enfermedades y no como hechos criminales. Las políticas de tratamiento voluntario son muy 
comunes, así como los programas que pretenden evitar contagios entre los consumidores de 
drogas (la heroína, especialmente). Destacan ejemplos como las famosas narcosalas (conocidas 
técnicamente como “salas de consumo supervisado”) que proveen a los consumidores de 
drogas de consumo intravenoso en un ambiente saneado, análisis de pureza de drogas y 
asistencia psicológica (como ocurre en Suecia y España).  
 
Este modelo es aplicado en un buen número de países europeos, en los cuales además se 
considera el consumo como una práctica permitida y está descriminalizada o despenalizada la 
portación de pequeñas cantidades de drogas (en algunos casos se aplican multas, pero nunca 
penas de prisión). Portugal, por ejemplo, inició hace catorce años un programa que 
despenalizaba toda acción del consumidor en todas las drogas, incluso existiendo reiteración. 
Después de más de una década de implementación, este programa es considerado hoy en día 
exitoso (Hugues & Stevens, 2010).  
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Por otra parte, bajo este modelo se implementan y financian campañas de prevención del uso 
de drogas. Lejos de basarse en el miedo al castigo, estas campañas se enfocan en enseñar a la 
población, especialmente a los jóvenes, las consecuencias perniciosas del consumo de 
estupefacientes. Es difícil establecer una evaluación de esta clase de acciones y su efectividad 
ha sido repetidamente puesta en duda,28 pero ciertamente marcan un tono distinto en el 
abordaje del problema de las drogas al no criminalizar a los consumidores y adictos.  
 
Debe señalarse, por último, que los países de mayor calidad democrática han ido migrando en 
los  últimos años hacia este modelo con mejores resultados que los alcanzados por los países 
que aplican el modelo prohibicionista puro. Los objetivos de reducción de daños directos a la 
salud y daños indirectos en forma de criminalidad asociada, se han cumplido en gran medida. 
Quedan pendientes programas más exitosos de prevención y encontrar también vías eficaces 
de tratamiento para los consumidores crónicos y problemáticos, especialmente en drogas como 
el crack. 

 
Pasando ahora al modelo de legalización parcial y fuertemente regulada, éste consiste 
fundamentalmente en asumir las políticas del modelo anterior en las drogas denominadas 
como “drogas duras” e implementar a la vez un conjunto de acciones distintas con las “drogas 
blandas” como la marihuana y derivados. Los casos más significativos de aplicación de este 
modelo ensayan o experimentan hoy en día un tipo de política que implica anuencia por parte 
de las autoridades hacia cierto comportamiento entre lo legal y lo ilegal.  
 
El caso específico de Holanda, en donde se da licencia a unos locales a vender marihuana en 
dosis controladas, es especialmente contradictorio. Todo lo que pasa en la puerta de atrás del 
local es ilegal. La policía, consciente de esto, permite que productos que han sido producidos 
ilegalmente y transportados ilegalmente entren en el establecimiento y sean suministrados 
legalmente, sujeto todo a restricciones (de cantidades e incluso nacionalidad) muy específicas,  
por el dueño del local (Caulkins, Hawken & Kleiman, 2011: 23-24).  
 
En Uruguay se comenzó a aplicar recientemente otra política muy novedosa que ensaya un tipo 
de legalización de la marihuana, intentando a través de un sistema de controles evitar evitar los 
daños asociados a dicha sustancia. Es un caso evidente de fuertes regulaciones, donde debe 
existir un registro de consumidores que son abastecidos por el Estado, quien es a la vez 
productor y distribuidor monopolista de la marihuana. La única forma en que se permite al 
ciudadano tomar control sobre la sustancia es a través de la creación de una asociación, una 
especie de club de consumidores, en donde pueden cultivar y consumir un número limitado de 
plantas. Aún es pronto para hacer una evaluación sobre la efectividad de la nueva política 
uruguaya sobre la marihuana, pero sin duda es una orientación original dentro del modelo que 
nos ocupa y, en el marco del actual debate regional sobre la política de drogas, la más 
innovadora hasta la fecha.  

                                                
28

 “Incluso los mejores programas de prevención tienen únicamente efectos modestos sobre el comportamiento 
real, y muchos programas no tienen ningún efecto sobre el uso de drogas (en oposición al conocimiento sobre 
drogas)” (Caulkins, Hawken & Kleiman, 2011: 75). 
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Por otra parte, también en fecha reciente, se presentan otros casos concretos de aplicación de 
este modelo en los estados de Colorado y Washington en los Estados Unidos de América. En 
estos lugares se aprobó el uso recreativo de la marihuana, pudiendo los individuos mayores de 
veintiún años comprar, portar y consumir estas sustancias en ambientes íntimos. Locales 
privados, con autorización previa, pueden proveer de cantidades controladas de marihuana a 
los consumidores. Sin embargo, el problema de la legislación en estos estados es que riñe con 
las normativas federales y también internacionales (al menos, en el marco de una 
interpretación rígida y ortodoxa de las convenciones internacionales de fiscalización de las 
drogas).  
 
Tras varios años de la experiencia de Holanda y con los ensayos recientes en Uruguay y los 
Estados Unidos de América, los resultados son relativamente prometedores. No existe un 
aumento preocupante del consumo y los efectos secundarios a la seguridad son prácticamente 
inexistentes (lo cual es previsible, teniendo en cuenta que la marihuana no está asociada a 
comportamientos violentos).  

 
Por último, veamos ahora el modelo de legalización total y regulación no específica. En realidad, 
tendríamos que remontarnos al siglo XIX para encontrar algo parecido a este modelo. El 
modelo prohibicionista puro comenzó a ser predominante a principios del siglo XX y acabó por 
consensuarse y consolidarse a nivel mundial durante las décadas siguientes.  
 
El problema con un estudio pormenorizado de los efectos de políticas pre-prohibicionistas es la 
capacidad de generar y analizar datos pertinentes y fiables. Como ocurre siempre que nos 
remontamos en el tiempo más de cincuenta años, nos encontramos en este caso con 
información imperfecta que dificulta el estudio a la luz de lo que pasa en nuestros días. 
 
Adicionalmente, el segundo problema al momento de establecer comparaciones útiles es que 
las circunstancias históricas han cambiado. En el siglo XIX existía ya un mercado internacional 
de droga, pero no alcanzaba las dimensiones actuales. Los posibles efectos perniciosos que en 
nuestro mundo tendría una virtual legalización total se veían compensados en épocas pasadas, 
claman los opositores a este modelo, por el tímido desarrollo del mercado global de drogas 
(Caulkins, Hawken & Kleiman, 2011: 22). 
 
En esta línea, la mejor referencia para el análisis comparativo sería el mercado actual del 
alcohol. Pese a generar muchos de los mismos problemas asociados al uso de drogas ilícitas 
(violencia, adicción, daños médicos, sobredosis, etc.), el alcohol es producido por empresas 
legales sin mayores especificaciones legales que una tasa impositiva mayor y ciertas 
restricciones de venta. Muchos han señalado el daño que el alcohol hace a las sociedades, 
entendiendo el hecho de que sea legal como un mal menor inevitable por los comportamientos 
culturales enraizados, y temen el efecto multiplicador que esto tendría un escenario de 
legalización de drogas duras (Caulkins, Hawken & Kleiman, 2011: 38-40). 
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Pese a que el modelo prohibicionista puro o estricto es cada vez más criticado, el modelo de 
legalización total -el otro extremo en el conjunto de modelos aquí descritos- no parece estar 
hoy en día en la agenda política de ningún país. Son múltiples los temores sobre los efectos que 
un barato y universal acceso a las drogas tendría en la productividad, la violencia y los costos a 
la salud.  
 
Será hasta la versión final de este Informe, tras ampliar y enriquecer los datos y puntos de vista 
al respecto con los diferentes actores gubernamentales y no gubernamentales que participen 
en la etapa de discusión y diálogo, que se presenten algunas reflexiones específicas para 
analizar e ilustrar el caso específico de Guatemala en relación a la taxonomía de modelos 
generales de políticas de drogas recientemente presentada. 
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V. Marco normativo e institucional de la política de drogas en Guatemala 
 

1. El carácter prohibicionista de la legislación de drogas 
 
Al igual que ha ocurrido en otros países del hemisferio americano, el prohibicionismo ha 
penetrado ampliamente dentro del sistema jurídico guatemalteco en lo que respecta a la 
comprensión y abordaje del problema de las drogas.  
 
En concreto, la normatividad internacional de cuño prohibicionista se introdujo en nuestra 
legislación nacional a través de la ratificación que hizo el Congreso de la República de la 
Convención para la Supresión del Tráfico Ilícito de Drogas Peligrosas (de 1936), suscrita por 
Guatemala el 5 de agosto de 1937. Dicha ratificación fue realizada el 2 de junio de 1938 
mediante el Decreto Legislativo 2278.  En tal sentido, cabe destacar que el aspecto novedoso y 
crucial de dicha Convención consistió en tipificar penalmente a nivel internacional todas las 
actividades relacionadas con el tráfico de drogas. Y fue justamente a partir de su ratificación en 
1937 que comenzó a sancionarse como delito el tráfico de drogas en Guatemala. 
 
Tras esa piedra angular, fueron colocadas otras más en el sistema jurídico nacional siempre en 
sintonía con los instrumentos que venían siendo impulsados a nivel internacional por el 
Gobierno de los Estados Unidos de América y otros países en aras de ampliar y fortalecer a nivel 
internacional el paradigma prohibicionista sobre las drogas, a saber:  
 

 Convención Única sobre estupefacientes, suscrita el 30 de marzo de 1961 y aprobada 
por Decreto número 1585 del Congreso de la República de Guatemala de fecha 27 de 
marzo de 1963 y ratificada con fecha 11 de octubre de 1967. 

 Convención Única sobre Estupefacientes enmendada por el Protocolo de 1972, suscrita 
el 25 de marzo de 1972 y aprobada por el Decreto número 76-75 del Congreso de la 
República de Guatemala, de fecha 23 de octubre de 1975 y ratificada con fecha 4 de 
noviembre de 1975. 

 Convención de las Naciones Unidas Contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y 
Sustancias Psicotrópicas de 1988, suscrita el 20 de diciembre de 1988 y aprobada por el 
Decreto número 69-90 del Congreso de la República de Guatemala, ratificada con fecha 
27 de diciembre de 1990. 

 Convenio sobre Sustancias Psicotrópicas de 1971, suscrito el 21 de febrero de 1971 y 
aprobado por los Decretos números 90-97, 98-97, 99-97 y 100-97 del Congreso de la 
República de Guatemala. 

 
Además de estos instrumentos internacionales, el Estado de Guatemala también ha suscrito a 
lo largo del tiempo otros instrumentos de carácter regional o que establecían compromisos 
bilaterales con algunos países específicos.29 

                                                
29

 Por ejemplo: Convenio Constitutivo de la Comisión Centroamericana para la Erradicación de Producción, Tráfico, 
Consumo y Uso Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas, suscrito con fecha 29 de octubre de 1993; 
Ratificación del Gobierno de Guatemala del Acuerdo entre los Gobiernos de Guatemala y Venezuela sobre 
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No obstante lo anterior, no fue sino hasta el año 1992 que nuestro ordenamiento jurídico 
nacional contó una ley específica en materia de drogas, a saber: el Decreto 48-92 del Congreso 
de la República de Guatemala, aprobado con fecha 23 de septiembre de 1992, el cual creó la 
Ley Contra la Narcoactividad.30  
 
Cabe señalar que, entre los considerandos de esta Ley se destaca la obligación del Estado de 
garantizar “la vida, la integridad y el desarrollo de la persona humana”, además de considerar 
“la salud de los habitantes como un bien público” y declarar “de interés social las acciones 
contra la drogadicción”.   
 
En esta línea, conviene destacar también el interés público que la Ley se propone defender al 
menos de manera declarativa, a saber: la salud pública. Así reza el Artículo 1: “En protección de 
la salud, se declara de interés público la adopción por parte del Estado de las medidas 
necesarias para prevenir, controlar, investigar, evitar y sancionar toda actividad relacionada con 
la producción, fabricación, uso, tenencia, tráfico y comercialización de los estupefacientes 
psicotrópicos y las demás drogas y fármacos susceptibles de producir alteraciones o 
transformaciones del sistema nervioso central y cuyo uso es capaz de provocar dependencia 
física o psíquica, incluidos en los convenios y tratados internacionales al respecto, ratificados 
por Guatemala y en cualquier otro instrumento jurídico internacional que sobre esta materia se 
apruebe”. Esto es muy importante de advertir: no es la seguridad, sino la salud pública, la que 
se declara expresamente como bien jurídico a ser protegido mediante la Ley.  
 
Por otra parte, debe notarse además el marcado rasgo prohibicionista que traza el citado texto 
y que comulga con lo ya expuesto sobre el prohibicionismo. En efecto, en dicho texto se tipifica 
penalmente “la producción, fabricación, uso, tenencia, tráfico y comercialización” de 
estupefacientes psicotrópicos y otros relacionados (la expresión “tráfico ilícito”, vale la pena 
referirlo, agrupa a todas estas actividades con excepción del “uso” -véase la definición de 
“tráfico ilícito” en el Artículo 2 de la Ley). Con ello pues, y también esto es importante 
subrayarlo, ni la tenencia ni el uso de drogas (o “consumo”, según la definición específica de 
este término en el citado Artículo 2) se encuentran libres de sanción penal en nuestro país de 
acuerdo a esta disposición legal. 
 

                                                                                                                                                       
Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas, de fecha 29 de agosto de 1991; Ratificación del gobierno de Guatemala 
del Convenio para combatir el uso indebido y la producción y el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias 
psicotrópicas entre Guatemala y Perú, de fecha 5 de diciembre de 1994; Convenio sobre prevención del uso 
indebido y represión del tráfico ilícito de estupefacientes y de sustancias psicotrópicas entre los Gobiernos de 
Guatemala y Argentina, suscrito con fecha 3 de junio de 1992; Convenio entre Guatemala y Ecuador sobre la 
cooperación para combatir el narcotráfico y la farmacodependencia, suscrito con fecha 2 de agosto de 1990 y 
ratificado con fecha 18 de agosto de 1992; y Acuerdo entre la Guatemala y los Estados Unidos Mexicanos sobre 
cooperación para combatir el narcotráfico y la farmacodependencia, suscrito con fecha 18 de agosto de 1989 y 
aprobado por el Decreto 237-91 del Congreso de la República de Guatemala, ratificado con fecha 30 de abril de 
1991. 
30

 La Ley Contra la Narcoactividad sufrió también algunas reformas posteriores mediante los Decretos Legislativos 
32-99, 17-2003 y 27-2012, especialmente en cuanto a aspectos procedimentales, no sustantivos. Previamente a 
esta Ley, los delitos específicos en materia de drogas fueron establecidos en el Código Penal de 1973. 
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Más exactamente, la Ley Contra la Narcoactividad sí establece que puede haber un “uso legal” 
de las drogas, es decir, un uso no sancionable penalmente. Sin embargo, este “uso legal” se 
enmarca dentro de las mismas excepciones establecidas en las convenciones internacionales 
sobre drogas suscritas y ratificadas por Guatemala, caracterizándose y limitándose el mismo a 
“cantidades estrictamente necesarias, exclusivamente por personas legalmente facultadas y 
bajo su estricta responsabilidad, para el tratamiento médico, los análisis toxicológicos y 
farmacológicos, la investigación científica y la elaboración de medicamentos” (Artículo 3). De 
este modo, al excluir la posibilidad de usos recreativos, sociales y religiosos de las drogas que 
proponen recientes enfoques post-prohibicionistas en defensa de la autonomía individual y del 
respeto hacia los derechos humanos, la Ley posibilita únicamente un uso legal de carácter 
prohibicionista que se permite efectivamente en nuestro país pero, de nuevo, limitado 
exclusivamente a fines de tratamiento médico e investigación científica.  
 
Por otra parte, a fin de propiciar un abordaje integral y coordinado del problema de las drogas a 
nivel nacional, la Ley creó asimismo una nueva institucionalidad, a saber: la Comisión Contra las 
Adicciones y el Tráfico Ilícito de Drogas (CCATID), la cual tiene como competencia el estudio y 
decisión sobre las políticas nacionales para la prevención y tratamientos de las adicciones, así 
como para la prevención de las acciones ilícitas vinculadas con el tráfico de drogas en todas sus 
formas y actividades conexas (Art. 71).  
 
Cabe señalar asimismo que la CCATID está integrada por (Art. 73): 
 

1) El Vicepresidente de la República, quien la preside;  
2) El Ministro de Gobernación, quien actúa como vicepresidente de la CCATID;  
3) El Ministro de la Defensa Nacional; 
4) El Ministro de Salud Pública y Asistencia Social; 
5) El Ministro de Educación; 
6) El Ministro de Agricultura, Ganadería y Alimentación; 
7) El Ministro de Relaciones Exteriores; 
8) El Ministro de Comunicaciones, Transporte y Obras Públicas; y 
9) El Jefe del Ministerio Público. 

 
Para el desarrollo de sus funciones, la CCATID cuenta con una Secretaría Ejecutiva -la ya 
referida SECCATID- que tiene como competencia principal la ejecución de las políticas 
diseñadas para la prevención y tratamiento de las adicciones, así como la realización de las 
convocatorias a las reuniones de la CATTID -que también pueden ser realizadas directamente 
por la Vicepresidencia de la República, según el Art. 5 del Reglamento de la SECCATID.31  
 

                                                
31

 Uno de los factores que parecen incidir en la inoperancia de la CCATID es que, en la práctica, depende mucho de 
la figura de la Vicepresidencia, incluso de su sola presencia en las reuniones, pues  aunque en el Art. 8 del 
Reglamento de SECCATID se establece que bastan al menos 5 miembros para que haya quórum para celebrar las 
reuniones, si la persona que ejerce la Vicepresidencia no puede asistir personalmente a la reunión, entonces ésta 
suele ser cancelada y aplazada indefinidamente. 
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Por otro lado, es importante destacar también que la responsabilidad de ejecutar las políticas 
de prevención y persecución de todas aquellas actividades ilícitas relacionadas con el tráfico de 
drogas en todas sus formas y actividades conexas, recae en el Ministerio de Gobernación con la 
colaboración del Ministerio de la Defensa Nacional (Art. 74). 
 

2. La desproporcionalidad de las penas establecidas en los delitos de drogas 
 
Cabe también destacar otro rasgo asociado al prohibicionismo de la Ley Contra la 
Narcoactividad (y presente también en la legislación interna de prácticamente todos los Estados 
latinoamericanos): la grave vulneración del principio de proporcionalidad penal -es decir, la 
garantía de la proporcionalidad entre los daños ocasionados con los delitos y de las penas 
establecidas por los legisladores-, lo cual se aprecia especialmente a través de la relación que 
existe, por un lado, entre las penas que impone esta Ley a las personas físicas que cometen o 
participan en delitos de narcoactividad y, por otro lado, las penas que se imponen a otros 
delitos que tienen una mayor gravedad e impacto social.32  
 
Sin embargo, cualquier política estatal que apela al uso del derecho penal (por ejemplo, las 
políticas de seguridad y las políticas de drogas) debe garantizar la aplicación del principio de 
proporcionalidad; en caso contrario, se incurriría en graves violaciones a los derechos humanos 
de los infractores (especialmente en relación a la libertad) y, con ello, a la esencia misma del 
Estado democrático de derecho. No es cuestión baladí, pues, examinar críticamente si una 
determinada legislación antidrogas -y, en este caso, la guatemalteca- tiene una naturaleza 
proporcional o desproporcional, pues en este último caso se impondría el deber y la necesidad 
de impulsar reformas sustantivas desde una perspectiva de respeto a los derechos humanos 
que le hagan respetuosa y garante del principio de proporcionalidad penal. Tan importante 
resulta hacer efectiva la garantía de la proporcionalidad en materia de la política de drogas, que 
incluso órganos internacionales como la Junta Internacional de Fiscalización de Estupefacientes 
(JIFE) y la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (ONUDD) han realizado 
llamamientos y declaraciones en ese sentido (Woodrow Wilson Center, 2014a). 
 
En esta línea, conviene aclarar también que la pregunta acerca de la proporcionalidad de los 
delitos de drogas está antecedida por la pregunta acerca de cuál es el bien jurídico que se 
pretende proteger con la tipificación penal y de cuál es el daño que se busca prevenir o 
sancionar: “… si las políticas de drogas pretenden enfrentar daños muy graves, entonces parece 
proporcionado que estas sean muy severas. Por el contrario, si las políticas de drogas buscan 

                                                
32

 En la búsqueda de políticas innovadoras en materia de justicia penal frente al problema de las drogas, ha sido 
argumentado recientemente que el principio de proporcionalidad en materia penal es “… una garantía sustantiva 
para las personas procesadas y condenadas por la ley penal. Se trata de una protección para quien juega el rol más 
débil dentro del proceso penal y que permite mantener la armonía entre la finalidad de proteger a las posibles 
víctimas mediante la prevención de la comisión de nuevos delitos y la finalidad de proteger a los posibles reos 
mediante la prevención de la imposición de castigos injustos y excesivos” (Cfr. Uprimny, Guzmán y Parra, 2012: 10 
y ss.).  
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prevenir o sancionar daños menores, entonces parece intuitivamente desproporcionado que 
recurran a penalizaciones tan estrictas”.33 
 
En tal sentido, el bien jurídico que suele ser propugnado en las leyes antidrogas -y nuestra Ley 
Contra la Narcoactividad, como lo mostramos arriba, también hace eco de ello- es la salud 
pública, aunque ciertamente alguien podría argumentar que más bien lo que se pretende 
mediante tales leyes es combatir el narcotráfico o la violencia derivada de las acciones de los 
grupos narcotraficantes, lo cual empero es un producto de la prohibición. Al acudir a la 
distinción crucial entre “problemas primarios” y “problemas secundarios” asociados a las 
drogas ilícitas, queda claro que la violencia derivada del tráfico de drogas no es “un resultado 
de las drogas en sí mismas, sino de las políticas prohibicionistas que tienden a generar 
incentivos importantes a la formación de mafias, que se inclinan a usar la violencia para 
mantener su poder en el negocio de las drogas”.34  
 
De este modo, la proporcionalidad de las políticas de drogas debe ser evaluada frente a su 
problema primario que, como se ha dicho, es la salud pública o, más precisamente, “los 
problemas de salud pública asociados directamente a los eventuales abusos de ciertas 
drogas”.35 En tal sentido, para formarse una primera idea acerca de la relación de nuestra Ley 
Contra la Narcoactividad con el principio de proporcionalidad penal (nótese que, en general, la 
pena mínima es de 4 meses de prisión  y la pena máxima  es de 30 años de prisión, e incluso la 
pena de muerte bajo circunstancias específicas), véase la siguiente tabla: 
 

Tabla 1: Penas establecidas a delitos en materia de drogas, 
Ley Contra la Narcoactividad36 

 

Delito Pena 

Tránsito internacional (Art. 35). Prisión de 12 a 20 años. Multa de Q 50,000.00 a 
1,000,000.00 

Siembra y cultivo (Art. 36). Prisión de 5 a 20 años. Multa de Q 10,000.00 a 100,000.00 

Fabricación o transformación 
(Art. 37). 

Prisión de 8 a 20 años. Multa de Q 50,000.00 a 
1,000,000.00 

Comercio, tráfico y 
almacenamiento ilícito (Art. 38). 

Prisión de 12 a 20 años. Multa de Q 50,000.00 a 
1,000,000.00 

Posesión para el consumo (Art. 
39).37 

Prisión de 4 meses a 2 años. Multa de Q 200.00 a 
10,000.00 

                                                
33

 Cfr. ibídem, 11. 
34

 Cfr. ibídem, 12. 
35

 Cfr. ibídem. 
36

 En cuanto a las penas establecidas en la Ley, como se señala en Woodrow Wilson Center (2014a), en los casos de 
buena conducta el juez puede otorgar la suspensión condicional de la pena de multa. También es posible la 
conmutabilidad de la pena mediante un pago de dinero en los delitos de siembra y cultivo, posesión para el 
consumo, expendio ilícito, receta o suministro, encubrimiento real y encubrimiento personal, mientras que en el 
caso de sentencias condenatorias menores a tres años de prisión, existiría la posibilidad de una suspensión 
condicional de cumplimiento de la pena.  
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Promoción y fomento (Art. 40). Prisión de 6 a 10 años. Multa de Q 10,000.00 a 100,000.00 

Facilitación de medios (Art. 41). Prisión de 5 a 10 años. Multa de Q 10,000.00 a 100,000.00 

Alteración (Art. 42). Prisión de 4 meses a 2 años. Multa de Q 200.00 a 
10,000.00 

Expendio ilícito (Art. 43). Prisión de 3 a 5 años. Multa de Q 2,000.00 a 10,000.00 

Receta o suministro (Art. 44). Prisión de 3 a 5 años. Multa de Q 200.00 a 10,000.00 

Transacciones e inversiones 
ilícitas (Art. 45). 

Prisión de 6 a 20 años. Multa de Q 50,000.00 a 
5,000,000.00 

Asociaciones delictivas (Art. 47). Prisión de 6 a 10 años. Multa de Q 1,500.00 a 3,000.00 

Procuración de impunidad o 
evasión (Art. 48). 

Prisión de 6 a 15 años. Multa de Q 50,000.00 a 
1,300,000.00 

Promoción o estímulo a la 
drogadicción (Art. 49). 

Prisión de 2 a 5 años. Multa de Q 5,000.00 a 100,000.00 

Encubrimiento real (Art. 50). Prisión de 3 a 5 años. Multa de Q 1,000.00 a 100,000.00 

Encubrimiento personal (Art. 51). Prisión de 2 a 5 años. Multa de Q 1,000.00 a 100,000.00 

Delitos calificados por el 
resultado (muerte de una o más 
personas). (Art. 52). 

Pena de muerte o treinta años de prisión, en caso de 
muerte; en caso de lesiones graves o muy graves, la pena 
es de 12 a 20 años de prisión. 

 
Ahora bien, ¿estas actividades ilícitas relacionadas con las drogas o sustancias psicoactivas son 
una amenaza tan grave para la salud pública, a tal punto que se deban imponer penas como las 
arriba señaladas? En realidad, la respuesta a esta cuestión no puede ser formulada 
justificadamente en sentido positivo,  pues “al transportar alguna cantidad de droga no se 
causa por ese solo hecho un daño concreto a la salud pública, ni a la salud individual de algún 
miembro de la comunidad, solo se genera el riesgo de que se pueda afectar de alguna forma la 
salud de algún consumidor, si este voluntariamente decide comprar y consumir esa sustancia 
psicoactiva. No debemos olvidar que los consumidores son quienes voluntariamente deciden 
acceder a esas sustancias. En esa medida, contribuir de alguna forma al cultivo, producción, 
distribución o tráfico de drogas no afecta en sí mismo un bien jurídico individual o colectivo de 
manera directa. Puede crear un riesgo o alentar conductas riesgosas, pero no implica un daño 
concreto. De acuerdo a lo anterior, no todos los daños o riesgos que se puedan causar a la salud 
de las personas justifican la penalización de las conductas relacionadas con drogas”.38  
 
En realidad, al realizar el análisis de este tópico es importante considerar que “en general las 
conductas relacionadas con drogas que han sido tipificadas como delitos, no  tienden a generar 
daños concretos y de manera directa. Respecto de muy pocos tipos penales se podría 
establecer un daño concreto y directo, como en el caso de suministro a menor, pues la 

                                                                                                                                                       
37

 En relación a la posesión para el consumo ha sido observado atinadamente que no existe en nuestra Ley un 
límite adecuado  para diferenciar entre delito por consumo propio y delito por tráfico ilícito, lo que conduce a 
inseguridad jurídica. Adicionalmente, esta situación se ve agravada por la inexistencia a la fecha de jurisprudencia 
en la materia, con lo cual el juez es enteramente libre de decidir y juzgar en cada caso concreto. 
http://www.druglawreform.info/es/informacion-por-pais/central-america/guatemala/item/4285-guatemala  
38

 Cfr. Uprimny, Guzmán y Parra (2012: 13). 

http://www.druglawreform.info/es/informacion-por-pais/central-america/guatemala/item/4285-guatemala
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distribución de drogas a niños, niñas y adolescentes sí podría implicar una afectación de su libre 
desarrollo de la personalidad”.39 
 
Sobre la base de la anterior argumentación, la falta de proporcionalidad de la Ley Contra la 
Narcoactividad resulta aún más evidente al realizar un análisis comparativo entre los delitos de 
drogas (específicamente, el tráfico de drogas) y otros delitos que tienen una importante 
gravedad e impacto social, tales como el homicidio, la violación y el robo. Al respecto, cabe 
señalar que estos tres delitos se encuentran tipificados en nuestro Código Penal y que, a 
diferencia de los delitos de drogas (excepto, como hemos dicho, en el caso de la distribución de 
drogas a menores de edad), los mismos sí producen un daño efectivo y concreto sobre bienes 
jurídicos protegidos como lo son la vida (en el caso del homicidio), la integridad y la libertad 
sexual (en el caso de la violación) y el patrimonio y la integridad personal (en el caso del robo). 
 

Tabla 2: Penas establecidas al homicidio, la violación y el robo 
Código Penal 

 

Delito Pena 

Homicidio (Art. 123). Prisión de 15 a 40 años. 

Violación (Art. 173). Reformado por el Art. 
28 de la Ley contra la violencia sexual, 

explotación y trata de personas. 

Prisión de 8 a 12 años. 

Robo (Art. 251). Prisión de 3 a 12 años. 

 
En este sentido, siguiendo aquí nuestro análisis el rumbo de una metodología determinada,40 
queda claro que la proporcionalidad/desproporcionalidad de la legislación en materia de drogas 
se establecerá a partir de la siguiente premisa: Cuanto más cercana sea la pena del delito de 
tráfico de drogas a la pena del delito de homicidio -y, luego, de los otros dos delitos con los que 
aquí realizaremos el análisis comparativo- mayor es su desproporcionalidad.  
 
Esto resulta lógico porque si el homicidio (y los otros delitos: la violación y el robo) son 
considerados como delitos de mayor gravedad e impacto social, entonces los delitos de drogas 
(el tráfico de drogas, aquí específicamente) deberían tener una pena sustantivamente inferior 
o, al menos simplemente inferior, a aquellos otros delitos. La pregunta-guía aquí es, por tanto, 
la siguiente: ¿si la pena del delito de homicidio (y de los otros delitos: la violación y el robo) es 
el 100%, qué porcentaje le corresponde a la pena del tráfico de drogas? Tomando como 
referencia exclusivamente la pena máxima y la pena mínima establecidas para cada delito, y 
limitando también nuestro análisis a las penas establecidas en la legislación vigente, 
evidenciaremos ahora la desproporcionalidad de la legislación guatemalteca vigente en materia 
de drogas. 
 

                                                
39

 Cfr. ibídem, 14. 
40

 Véase ibídem, 38 y ss. 
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Al comenzar nuestro análisis con el homicidio, sin embargo, queda claro que en este caso la Ley 
Contra la Narcoactividad sí supera el test de la proporcionalidad. En efecto, en el caso de la 
pena máxima el porcentaje que le corresponde al tráfico de drogas es del 50%, pues la pena 
máxima del homicidio es de 40 años mientras que la pena máxima del tráfico de drogas es de 
20 años. Un resultado semejante aplica en el caso de la pena mínima; de hecho, el porcentaje 
es ahora un poco superior (80%) porque la pena mínima para el homicidio es de 15 años 
mientras que la pena mínima del tráfico de drogas es de 12 años. En suma, al efectuar el 
análisis comparativo entre las penas máximas y mínimas del homicidio y del tráfico de drogas, 
el resultado es que la Ley Contra la Narcoactividad supera exitosamente el test de la 
proporcionalidad.  
 
No obstante, en el caso específico de la violación el resultado que deriva del análisis es 
enteramente diferente. Un dato resulta iluminador para establecer esto: la pena máxima de la 
violación es de 12 años, mientras que la pena mínima del tráfico de drogas es también de 12 
años. Ello marca claramente ahora una gran diferencia con relación al caso anterior del 
homicidio: en el caso de la pena máxima el porcentaje que le corresponde al tráfico de drogas 
es de 166%, pues la pena máxima en este delito es de 20 años mientras que la pena máxima de 
la violación -como ya hemos dicho- es de 12 años. Y en el caso de la pena mínima, el porcentaje 
incluso se eleva aún mucho más, a saber, hasta el 150% derivado de que la pena mínima del 
tráfico de drogas es de 12 años mientras que la pena mínima de la violación es de 8 años. Se 
evidencia claramente pues, en este caso concreto, que la Ley Contra la Narcoactividad no 
supera el test de la proporcionalidad. 
 
Por último, en cuanto respecta al robo, la Ley Contra la Narcoactividad se revela también como 
desproporcional. En relación a la pena máxima, el porcentaje del tráfico de drogas es de 166%, 
pues la pena máxima asignada a este delito es de 20 años mientras que la pena máxima del 
robo es de 12 años. Y al analizar las penas mínimas el porcentaje aumenta incluso 
notablemente al 400% ya que la pena mínima del tráfico de drogas es de 12 años mientras que 
la pena mínima del robo es de 3 años. Nuevamente, al igual que en el caso de la violación, la 
Ley Contra la Narcoactividad falla el test de la proporcionalidad. 
 
Así pues, en dos de tres casos específicos aquí analizados se ha mostrado que la Ley Contra la 
Narcoactividad tiene un carácter desproporcional. Por razones de espacio, no hemos efectuado 
un análisis de otros casos concretos, pero en general la tendencia con relación a otros delitos 
graves y que sí generan daños concretos y afectan bienes jurídicos protegidos tiende a mostrar 
claramente la presencia de este cuestionable rasgo de la Ley Contra la Narcoactividad.41  

                                                
41

 Para citar concretamente otros ejemplos de delitos que, en mayor o menor grado, suelen ser considerados 
graves y de alto impacto social, cabe mencionar que la Ley Contra la Narcoactividad no supera el test de la 
proporcionalidad en los casos de comercialización de vehículos y similares robados en el extranjero o en el 
territorio nacional (pena máxima: 20 años; pena mínima: 6 años); obstrucción extorsiva de tránsito (pena máxima: 
8 años; pena mínima: 6 años); robo de teléfonos celulares (pena máxima: 15 años; pena mínima: 6 años); lesiones 
gravísimas (pena máxima: 10 años; pena mínima: 3 años); trata de personas (pena máxima: 18 años; pena mínima: 
8 años); disposición ilegal de órganos o tejidos humanos (pena máxima: 10 años; pena mínima: 5 años) y 
actividades sexuales remuneradas con personas menores de edad (pena máxima: 8 años; pena mínima: 5 años). 
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Tabla 3: Comparación de penas para delitos de drogas en países de Latinoamérica 
 

País 
 

Pena 
Máxima 

 

Pena máxima dentro 
del total de delitos 

de drogas 
 

Pena máxima para 
tráfico de 

estupefacientes 
 

Colombia 60 30 30 

México 60 40 25 

Argentina 35 20 15 

Perú 35 35 15 

Ecuador 35 16 16 

Bolivia 30 30 25 

Guatemala 30 30 20 

Brasil 30 20 15 

Fuente: Woodrow Wilson Center (2014a) 
 
Debe subrayarse que Guatemala no es ciertamente el único país de la región latinoamericana 
en el cual se ha incrustado el paradigma prohibicionista dentro de su sistema jurídico y su 
sistema normativo en general, ni tampoco el único cuya legislación de drogas vulnera el 
principio de proporcionalidad (ver supra, Tabla 3), pues en realidad todos los países 
latinoamericanos, sin excepción, se sumaron abiertamente a la corriente prohibicionista desde 
los inicios mismos de ésta y, particularmente, a partir de la década de los treinta del siglo 
pasado. 
 
Sin embargo, las fallas y defectos del paradigma prohibicionista son hoy bastante evidentes. Por 
ello, en el marco del proceso de reforma de nuestra política nacional de drogas y de los 
compromisos asumidos por nuestro país en materia de derechos humanos, la discusión y 
evaluación crítica de nuestro sistema jurídico y, particularmente, de la Ley Contra la 
Narcoactividad es inaplazable, particularmente a la vista de la desproporcionalidad de las penas 
de los delitos de drogas en nuestra legislación nacional, tal como se ha expuesto 
anteriormente. 
 

3. Otros hallazgos relevantes sobre la legislación de drogas y su aplicación 
 
Por último, sobre la base de algunos hallazgos relevantes del estudio de Woodrow Wilson 
Center (2014a) desarrollado en apoyo a la Comisión, conviene exponer ahora breve y 
puntualmente otros importantes rasgos o características actuales de la legislación de drogas y 
su aplicación en nuestro país. Estos hallazgos son los siguientes: 
 

                                                                                                                                                       
Sin embargo, la Ley sí supera el test de la proporcionalidad en los casos de plagio o secuestro (pena máxima: 50 
años; pena mínima: 25 años), ejecución extrajudicial (pena máxima: 30 años; pena mínima: 25 años). En general, 
salvo en lo que respecta a los delitos contra la vida y con la notable excepción del plagio o secuestro, la Ley Contra 
la Narcoactividad tiene o suele tener un carácter desproporcional frente a los diferentes tipos penales. 



INFORME ANALÍTICO SOBRE EL PROBLEMA DE LAS DROGAS EN GUATEMALA (VERSIÓN PRELIMINAR) 

 31 de 90 

 

a) La tipificación del delito de posesión para el consumo: Guatemala es uno de los países 
del hemisferio en los cuales aún se tipifica y sanciona penalmente la posesión de drogas 
para el consumo personal, a contracorriente de los desarrollos legislativos o 
jurisprudenciales en países como Argentina, México, Chile, Brasil y Uruguay, entre otros 
Estados Miembros de la OEA en los cuales se han venido verificando en los últimos años 
tendencias despenalizadoras u orientadas hacia la reducción de las sanciones penales 
por posesión de drogas para el consumo personal (OEA, 2013a: 94 y ss.).  
 

b) La discrecionalidad judicial en la aplicación de las leyes de drogas: La Ley Contra la 
Narcoactividad le concede a los jueces un alto nivel de discrecionalidad en la decisión 
sobre las penas mínimas y máximas a imponer a los acusados por delitos de drogas, así 
como sobre el monto de la multa a pagar. Este nivel de discrecionalidad representaría 
un riesgo importante para el sistema de justicia, ya que la decisión del juzgador no se 
basa en jurisprudencia en la materia sino que atiende exclusivamente a su propio 
criterio. 
  

c) La discrecionalidad judicial en relación al delito de posesión para el consumo: Lo 
anteriormente expuesto es especialmente importante en relación al delito de posesión 
para el consumo, pues en la tipificación de éste la Ley no fija parámetros objetivos para 
establecer con certeza cuándo se da efectivamente la situación de posesión para el 
consumo, más allá de mencionar simplemente que “la droga incautada no exceda de la 
cantidad razonable para el consumo inmediato, siempre que de las demás 
circunstancias del hecho, surja la convicción de que la droga es para uso personal” (Art. 
39. Cursivas propias). Sin tales parámetros para establecer objetivamente lo que es una 
“cantidad razonable”, la discrecionalidad de los jueces para juzgar y sancionar -pero 
también de los policías y fiscales para capturar, investigar y ejercer la persecución penal- 
es bastante amplia, sin que pueda precisarse en realidad cuánta cantidad de droga se 
refiere al consumo personal y cuánta se refiere al narcomenudeo o al tráfico ilícito (el 
cual, ciertamente, implica penas aún más severas). El riesgo que corre aquí el acusado 
en virtud de la discrecionalidad judicial es incluso mayor que en otros delitos de drogas, 
puesto que en virtud del Art. 61 de la Ley no puede otorgársele ninguna medida 
sustitutiva de la prisión durante la fase de investigación y persecución penal. 

 
d) Durante el último lustro, las personas que detuvo la PNC por delitos de drogas eran 

hombres jóvenes, incrementándose en el último trienio la captura de menores de edad: 
Durante el período 2009-2013, la PNC detuvo a un promedio diario de 3 personas por 
delitos de drogas, representando éstos aproximadamente el 3% de todas las 
detenciones. Entre los detenidos, 9 de cada 10 son hombres con un promedio de edad 
de 25 años. La detención de menores de edad ha aumentado de 7% en 2011 a 13% del 
total de detenidos en 2013. 
 

e) Durante el último lustro, las detenciones de la PNC por delitos de drogas se 
concentraron en la tenencia de drogas: Durante el período 2009-2013, el 76% de las 
capturas fue por “tenencia de drogas” (de 2011 a 2013 este tipo de detenciones se 
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incrementó en 72%), mientras que el tráfico de drogas representó el 23.5% y la 
“siembra y cultivo” únicamente el 0.4%. En el caso de la producción de cultivos ilícitos 
(como la amapola y la marihuana) se ha venido aplicando desde varios años atrás una 
política de despenalización de facto, pues -por ejemplo- existen comunidades enteras 
en el departamento de San Marcos que se dedican al cultivo de la amapola sin que se 
les persiga penalmente, salvo en casos aislados. 
  

f) Durante el último  lustro, el Ministerio Público (MP) recibió un promedio de 6 denuncias 
diarias por delitos de drogas: Durante el período 2009-2013, el 54% de las denuncias 
correspondió a la posesión de droga (este tipo de denuncia creció un 69% de 2009 a 
2013), seguido de lejos por la siembra o cultivo y la promoción o estímulo a la 
drogadicción. Sin embargo, dichas denuncias constituyen menos del 1% del promedio 
diarias recibidas por el MP. 
 

g) Durante el último lustro, 1 de cada 3 acusaciones presentadas por el MP fueron por el 
delito de posesión para el consumo: Durante el período 2009-2013, el 36% de las 
acusaciones se concentró en la posesión para el consumo, mientras que el 27.5% recayó 
en la promoción o estímulo a la drogadicción y el 18.3% se centró en el comercio, tráfico 
y almacenamiento. Los delitos como “transacciones o inversiones ilícitas” y “tránsito 
internacional” se mantienen en niveles comparativamente más bajos. 
Complementariamente,  9 de cada 10 medidas desjudicializadoras (el criterio de 
oportunidad) promovidas por el MP en relación a delitos de drogas estaba referida al 
delito de posesión para el consumo. 
 

h) Durante el último lustro, 2 de cada 3 procesos judiciales por delitos de drogas en el 
Organismo Judicial (OJ) lo fueron por el delito de posesión para el consumo: Durante el 
período 2009-2013, el OJ conoció 5,404 acusaciones por delitos de drogas, de las cuales 
el 66% fueron por posesión para el consumo. En términos comparativos, esto significó 
una cifra cuatro veces mayor que el delito de tráfico, comercio y almacenamiento 
(15.3%) y noventa y nueve veces mayor que el delito de tránsito internacional. 
 

i) Durante el último lustro, el OJ emitió sentencias únicamente en un 38.4% por procesos 
judiciales por delitos de drogas: Durante el período 2009-2013, solamente en un 
promedio de 4 de cada 10 procesos judiciales por delitos de drogas se emitió una 
sentencia definitiva, mayoritariamente en relación a los delitos de promoción o estímulo 
a la drogadicción (41%) y de posesión para el consumo (29.3%). 9 de cada 10 sentencias 
en ambos delitos fueron sentencias condenatorias. 
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VI. La evolución de la narcoactividad en Guatemala 
 
Una importante limitación para una comprensión sólida y profunda del origen y desarrollo de la 
narcoactividad en Guatemala consiste en la carencia hasta ahora de estudios históricos de 
carácter exhaustivo y sistemático, especialmente desde una perspectiva académica y 
criminológica.42 
 
Aun así, intentando reconstruir algunos elementos que puedan arrojar luz al respecto, es 
importante destacar inicialmente que los orígenes del crimen organizado -y, por extensión, de 
la narcoactividad- en Guatemala suelen situarse al menos hacia finales de los años sesenta e 
inicios de la década de los setenta (CDHEC, 2004; López, 2010: 10; Fernández 2011 a); esto es, y 
lo subrayamos enfáticamente, dichos orígenes se ubican en el marco del conflicto armado 
interno que sufrió el país durante el período 1960-1996, pero también en el contexto de 
crecimiento de la producción de estupefacientes en la región andina del hemisferio y del inicio 
de la “Guerra contra las Drogas” durante el Gobierno de Nixon en los Estados Unidos de 
América (Marcy, 2010: 7 y ss.). Así, el problema de las drogas en Guatemala tendría de cuatro a 
cinco décadas de vigencia a la fecha. Intentaremos a continuación identificar y clarificar los 
aspectos, hitos y tendencias más importantes del mismo a lo largo de su evolución histórica. 
 
De acuerdo a Bagley (2011b), existe una diferencia importante entre los países del hemisferio 
en cuanto a su inserción en la economía del tráfico ilícito de drogas, relativa a los actores 
específicos que cumplen el rol de intermediación entre los cultivadores y los consumidores de 
las drogas. En el caso de Bolivia, por ejemplo, este rol lo asumieron desde un inicio las 
asociaciones de campesinos; en Perú, por otro lado, la intermediación ha corrido a cargo de 
estructuras militares y guerrilleras (Sendero Luminoso); y en Colombia, en una primera fase, la 
intermediación estuvo en manos de organizaciones criminales (Cartel de Medellín, Cartel de 
Cali) y, posteriormente, de estructuras paramilitares y guerrilleras (FARC).  
 
Sin embargo, como afirma Bagley (Ibídem), en el caso de países como México y los países 
centroamericanos, el rol de intermediación en la génesis del tráfico ilícito de drogas lo 
desempeñaron miembros de las fuerzas de seguridad; y, concretamente en Guatemala, los 
primeros que cumplirían la función de intermediación serían personas con vínculos militares o 
miembros corruptos de las estructuras militares43 (con el paso del tiempo, y específicamente a 

                                                
42

 Esfuerzos recientes e interesantes que se aprovechan en este Informe son los trabajos de Julie López (2010) y  
Rodrigo Fernández (2011a, 2011b y 2011c). Este último refiere a su vez como fuente relevante el trabajo Cocaine 
Politics: Drugs, Armies and the CIA in Central America, publicado en 1992 por Peter Dale Scott y Jonathan Marshall. 
Por su parte, el trabajo de Espach et al (2011) refiere a su vez a Andean Cocaine. The making of a global drug 
publicado por Paul Gootenberg en 2009; y a The Latin American Drug Trade. Scope, Dimensions, Impact, and 
Response, de Peter Chalk, publicado en 2011 y disponible en 
http://www.rand.org/content/dam/rand/pubs/monographs/2011/RAND_MG1076.pdf.  
43

 Es importante hacer notar que Guatemala no ha sido el único país de la región que ha tenido militares 
involucrados en el tráfico ilícito de drogas y, al mismo tiempo, conviene señalar también tres elementos 
importantes para matizar y sopesar la afirmación de que fueron miembros corruptos de las estructuras militares 
los que actuaron como intermediarios en la génesis del tráfico ilícito de drogas en el país, a saber López (2010: 14): 
1) En el marco del conflicto armado ocurrieron cambios en el personal militar que algunas veces, de manera 

http://www.rand.org/content/dam/rand/pubs/monographs/2011/RAND_MG1076.pdf
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partir de  los ochenta, sería la intermediación criminal la que asumiría un peso predominante 
en nuestro país y en la región mesoamericana).  
 
El manejo de los puestos de control fronterizo y aduanero, clave ya entonces para facilitar el 
contrabando de mercancías, habría propiciado que algunas personas con vínculos militares o 
militares corruptos de la época asumieran un rol importante en el tráfico ilícito de drogas en 
Guatemala (International Crisis Group, 2011: 14). De hecho, esto no puede dejar de remarcarse, 
varios de los más importantes capos guatemaltecos de la droga -ya fallecidos o guardando 
ahora prisión en cárceles de los Estados Unidos de América- desempeñaron en algún momento 
funciones militares durante la época del conflicto armado interno, principalmente bajo la figura 
de “comisionados militares”, tales como Arnoldo Vargas, Waldemar Lorenzana, Byron 
Berganza, Juancho León y Juan Alberto Ortiz López, alias “Chamalé” (Espach et al, 2011: 7; 
Smyth, 2005: 18 y ss.; ONNUD, 2012: 42). 
 
Conviene, sin embargo, aclarar y matizar lo anterior: por un lado, Guatemala no ha sido el único 
país de la región que ha tenido a militares corruptos involucrados en el tráfico ilícito de drogas; 
y , por otro lado, existen al menos tres elementos importantes para matizar y sopesar la 
afirmación de que fueron miembros corruptos de las estructuras militares los que actuaron 
como intermediarios en la génesis del tráfico ilícito de drogas en el país, a saber (López, 2010: 
14): 1) En el marco del conflicto armado ocurrieron cambios en el personal militar que algunas 
veces, de manera indirecta e involuntaria, jugaron a favor de grupos narcotraficantes; 2) Dicha 
participación y vinculación no resultó de ordenes institucionales del alto mando militar, sino de 
la permisividad o corrupción en ciertas estructuras militares; y 3) El crimen organizado no es un 
subproducto del Ejército, ni una consecuencia del conflicto armado o de la finalización de éste. 
 
En conexión con lo anterior, se ha responsabilizado también a altos mandos políticos civiles y 
militares durante la época del conflicto armado interno de haber creado una “organización 
paralela” al Ministerio de Finanzas Públicas que, teniendo como base al entonces Estado Mayor 
Presidencial, penetraría luego en otras instituciones del Estado y, yendo más allá de sus 
propósitos iniciales militares contrainsurgentes, se extendería a la realización de actividades 
ilícitas como “contrabando, robo de furgones de café, narcotráfico, tráfico de ilegales, robo de 
vehículos, secuestros y asaltos a bancos” (CDHEC, 2004: 87; véanse también López, 2010: 10; 
Fernández, 2011a: 27 y ss.; y Smyth, 2005: 7 y ss.), llegando a persistir incluso tras los Acuerdos 
de Paz hasta nuestros días.  
 
Por su importancia, esto último no puede dejar de enfatizarse: el fenómeno del crimen 
organizado o la delincuencia organizada nacional y transnacional no es un fenómeno de 
reciente data en Guatemala, posterior a los Acuerdos de Paz, como puede sugerirlo el análisis 
simple y acrítico de las estadísticas de violencia criminal en el país desde finales de los noventa 

                                                                                                                                                       
indirecta e involuntaria, jugaron a favor de aquellos grupos; 2) Dicha participación y vinculación no resultó de 
ordenes institucionales del alto mando militar, sino de la permisividad o corrupción en ciertas estructuras 
militares; y 3) El crimen organizado no es un subproducto del Ejército, ni una consecuencia del conflicto armado o 
de su fin, aunque este fin pudo ser un acelerador indirecto del auge del crimen organizado tras la firma de los 
Acuerdos de Paz.   
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hasta nuestros días. La violencia empleada por los grupos delictivos organizados no reemplazó a 
la violencia política tras los Acuerdos de Paz; en realidad, ya existía de manera simultánea al 
conflicto armado interno aunque se ha incrementado claramente después de éste. En el 
contexto de la violencia política que marcó y predominó en el país durante la vigencia del 
conflicto armado interno, se manifestaban ya acciones ilícitas y fenómenos importantes de 
violencia criminal -aunque ciertamente en menor escala que ahora y, por tanto, menos visibles 
y relevantes para las fuerzas de seguridad en comparación con lo que representaba entonces la 
amenaza insurgente.  
 
Por ello mismo, los orígenes de la narcoactividad en nuestro país hacia finales de los años 
sesenta, específicamente en lo que corresponde a la actividad del tráfico ilícito de drogas, se 
situaron en un contexto de prácticas y actividades ilícitas de grupos delictivos organizados  
locales vinculados al territorio44 que, por ejemplo, en aquel entonces ya traficaban o 
trasegaban ilícitamente personas y mercancías. La droga solamente llegaría a ser un nuevo 
producto o mercancía a traficar, aunque ciertamente uno muy rentable que les haría disponer 
de recursos inmensos y expandir y fortalecer luego sus organizaciones criminales. Pero como ha 
sido señalado por la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito: “Todos los 
grupos de la delincuencia organizada vinculados al territorio en Centroamérica tenían una 
identidad propia antes de involucrarse en el tráfico de cocaína” (ONUDD, 2012: 30). 
 
Profundizando esta misma línea de análisis de los nexos originarios entre la narcoactividad y la 
delincuencia organizada vinculada o asociada a estructuras militares corruptas en Guatemala, 
un informe de WOLA en la materia se enfocó en la identificación y análisis de los “poderes 
ocultos”45 en la Guatemala post-Acuerdos de Paz. De manera característica, según el informe 
analizado, los poderes ocultos “se especializan en conexiones que les permiten delitos que 
involucran los recursos del estado -omisiones y soborno en las aduanas, corrupción en el 
otorgamiento de contratos lucrativos, cohecho y mordidas. Al mismo tiempo manipulan el 
sistema judicial para protegerse a sí mismos de ser procesados. Los poderes ocultos, a menudo, 
se relacionan o se involucran con el crimen organizado y el narcotráfico, pero se distinguen de 
las mafias tradicionales por el hecho de contar en sus filas con un alto número de ex militares y 

                                                
44

 La ONNUD (2012: 21 y ss.) ha propuesto una interesante categorización analítica de la delincuencia organizada 
transnacional que distingue entre “grupos de delincuencia organizada vinculados al territorio” y “grupos de tráfico 
transnacional”. En esencia, los primeros se caracterizarían por su enfoque “en controlar el territorio y exigir cuotas 
dentro del mismo”, mientras que los segundos “son redes de proveedores, transportistas y receptores, como 
cabría encontrar en cualquier cadena de suministro lícita”. Para el análisis de las organizaciones dedicadas al 
tráfico ilícito de drogas en Centroamérica también se ha propuesto la distinción entre “administradores” y 
“transportistas” (TNI, 2012: 7). 
45

 Los “poderes ocultos” son concebidos como “una red informal y amorfa de individuos poderosos de Guatemala 
que se sirven de sus posiciones y contactos en los sectores público y privado para enriquecerse a través de 
actividades ilegales y protegerse ante la persecución de los delitos que cometen. Esto representa una situación no 
ortodoxa en la que las autoridades legales del estado tienen todavía formalmente el poder pero, de hecho, son los 
miembros de la red informal quienes controlan el poder real en el país. Aunque su poder esté oculto, la influencia 
de la red es suficiente como para maniatar a los que amenazan sus intereses, incluidos los agentes del estado” 
(WOLA, 2002: 5). 
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por el amplio trato que mantienen con las estructuras del estado” (WOLA, 2002: 6. Cursivas del 
original). 
 
Es aquí donde entra ahora en escena la figura de los “grupos ilegales armados”, “grupos 
clandestinos”, mejor conocidos ahora como “cuerpos ilegales y aparatos clandestinos de 
seguridad” (CIACS).46 De acuerdo al informe de WOLA, los poderes ocultos referidos estarían 
detrás o a la base de la existencia y funcionamiento de las CIACS, las cuales se compondrían 
esencialmente, aunque no exclusivamente, de personal militar y policial activo y retirado que se 
encargaría de hacer el “trabajo sucio” de los poderes ocultos a través de actos de violencia e 
intimidación (WOLA; 2002: 7), pero al mismo tiempo buscarían hasta la fecha satisfacer sus 
propios intereses de enriquecimiento ilícito logrando al efecto una simbiosis con grupos de 
delincuencia organizada transnacional (CICIG, 2010: 3).47 
 
De este modo, los elementos hasta aquí señalados resultan relevantes para el análisis de los 
orígenes y la comprensión de la evolución de la narcoactividad en Guatemala durante al menos 
los años setenta y ochenta, aunque debe reconocerse también que no son del todo suficientes 
ni exhaustivos para dar cuenta de los desarrollos complejos y abigarrados de tal fenómeno en 
nuestro país desde un punto de vista criminológico, especialmente durante el último cuarto de 
siglo en el que las actividades y estrategias de los grupos narcotraficantes extranjeros y locales 
fueron más notorias e impactantes en nuestro país por factores diversos que referiremos 
brevemente a continuación. 
  
Aun así, es importante subrayar que en las reuniones que celebró hasta ahora esta Comisión 
con funcionarios de varias instituciones públicas que integran el Sistema Nacional de Seguridad 
(MINGOB, MINDEF y SIE), se verificó una coincidencia de puntos de vista entre éstas y las 
perspectivas académicas y de sociedad civil en cuanto a situar los orígenes de la narcoactividad 
en nuestro país hacia la década de los 60’s, es decir, ya en el marco del conflicto armado 
interno entre el Estado y los movimientos insurgentes revolucionarios. Véase al respecto la 
siguiente gráfica: 
 
 
 
 
 

                                                
46

 Hay que aclarar también que, en ocasiones, el uso de la expresión CIACS alcanza o incluye también a los propios 
poderes ocultos. 
47

 Resulta oportuno subrayar que la existencia de las CIACS y la necesidad de su combate y desmantelamiento 
fueron reconocidas expresamente en el cuarto compromiso del Acuerdo Global sobre Derechos Humanos, suscrito 
entre el Gobierno de Guatemala y la Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca (URNG) en 1994. Más aún, el 
cumplimiento de este compromiso llevaría eventualmente a la creación de la Comisión Internacional Contra la 
Impunidad en Guatemala (CICIG), cuya misión esencial consiste justamente en la investigación de la existencia de 
las CIACS, la investigación de sus estructuras, actividades, modalidades de operación y fuentes de financiamiento, 
así como en apoyar a las instituciones estatales en la desarticulación y persecución penal de las CIACS. La CICIG ha 
venido funcionando desde finales de 2007 y, tras dos extensiones a su mandato original, se prevé el cese de sus 
actividades en septiembre de 2015.  
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Gráfica 1: Evolución de la narcoactividad en Guatemala 
 

 
Fuente: Ministerio de Gobernación 

 
En adelante emplearemos únicamente como referencia la gráfica anterior, esto es, solamente 
con el fin de guiar la discusión de nuestro tema y de ningún modo para refrendarla en este 
Informe, pues -desde el punto de vista de esta Comisión- contiene algunos errores o 
deficiencias que irán siendo evidenciadas en lo que resta de este Informe, particularmente en lo 
relativo al período que va de los sesenta a los noventa. Aun así, empero, según lo observado en 
las citadas reuniones sostenidas a la fecha, esta gráfica refleja en términos generales la visión 
prevaleciente en las instituciones del Sistema Nacional de Seguridad -especialmente en el 
Ministerio de Gobernación y el Ministerio de la Defensa Nacional- en torno a la evolución 
histórica de la narcoactividad en nuestro país. La desafortunada ausencia de estudios o 
informes oficiales sistemáticos sobre este tópico impide que se pueda profundizar más aquí en 
el análisis de la concepción institucional vigente sobre el problema de las drogas en nuestro 
país y su evolución histórica. 
 
Adicionalmente, el problema con un análisis de este tipo es que no hace ningún esfuerzo 
conceptual por comprender de manera exhaustiva el problema de las drogas en el país. Así, no 
se sabe qué significa “acopio” o cómo se puede medir la existencia del fenómeno para que pase 
de no ser un problema en los años ochenta a serlo en la década de los noventa. Ninguna de las 
instituciones que presentaron a la Comisión este análisis fue capaz de establecer criterios claros 
que ayudasen a diagnosticar la diferencia, por ejemplo, entre “socialización” o “no 
socialización” así como la definición de “crimen organizado” para que éste sólo pase a ser un 
fenómeno relevante a partir del siglo XXI y no antes. 
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Tratando de identificar ahora algunas tendencias principales, destaca inicialmente que -en lo 
que atañe al problema de las drogas- Guatemala ha sido primordialmente durante cuatro a 
cinco décadas (pero especialmente a partir de los años ochenta hasta nuestros días) un país de 
tránsito, lo cual no sorprende en función de su posición geográfica clave entre la alta 
producción de drogas -principalmente, la cocaína-  en los países de la región andina y la alta 
demanda de drogas en el norte de América. De hecho, los informes recientes de agencias 
estadounidenses reportan que en la actualidad al menos 80% de la droga que transita por el 
corredor mesoamericano con ruta hacia los Estados Unidos de América atraviesa efectivamente 
por Guatemala.48  
 
Lo anterior, empero, no significa que Guatemala sea hoy en día solamente un país de tránsito, 
esto es, no significa que en nuestro país no se verifiquen actualmente y desde hace algunas 
décadas atrás otro tipo de fenómenos como la producción de cultivos ilícitos, el consumo de 
estupefacientes y el lavado de dinero y activos en conexión con el tráfico ilícito de drogas, entre 
otros fenómenos que se analizarán más adelante en este Informe.  
 
Significa más bien que, si se efectúa un balance global histórico del peso de las diferentes 
actividades del negocio de las drogas, es el tráfico ilícito de estupefacientes el que al menos 
durante más de tres décadas ha predominado por mucho frente a las otras dimensiones de la 
narcoactividad en Guatemala, condicionando así justamente el tipo, orientación y alcance de 
nuestra política interna de drogas en una línea marcadamente prohibicionista estricta y típica 
de los “países de tránsito”, esto es, enfocada en el ámbito de la reducción de la oferta y en la 
implementación de medidas como la interdicción de cargamentos de drogas, la destrucción de 
laboratorios y la persecución penal de los principales capos de la droga (Mejía y Restrepo, 2014: 
28-29). La falta de aplicación sistemática y permanente en el país de medidas como la 
erradicación de cultivos ilícitos, medida que suele ser aplicada con mayor fuerza e intensidad en 
los países productores que en los países de tránsito y que en términos comparativos ha recibido 
menor prioridad y financiamiento a lo largo del tiempo en nuestra política interna de drogas, 
abona también a este argumento. 
 
En términos históricos, más allá de lo relacionado con su posición geográfica, se considera que 
la clave que hizo que Guatemala -y, en general, Centroamérica- entrara en la ruta del 
narcotráfico de Sur a Norte habría sido el combate a las rutas primigenias en el Caribe que 
realizaron las agencias estadounidenses -la DEA, especialmente- a partir de la década de los 
ochenta (Fernández, 2011a: 5).49   
 
Esto último es importante destacarlo porque sería un fenómeno concreto derivado del 
denominado “efecto globo” característico de las victorias parciales de la “Guerra contra las 

                                                
48

 Bureau for International Narcotics and Law Enforcement Affairs (2014a: 176). 
49

 Como señala Fernández (2011a: 17), el ya citado trabajo de Scott y Marshall también pone el acento sobre otra 
variable importante: el papel de la CIA, conjuntamente con la Contra nicaragüense y los Ejércitos 
centroamericanos, en promover o permitir el surgimiento de las rutas de drogas en el istmo para apoyar el logro 
de los fines políticos del Gobierno estadounidense en la región (y concretamente, en Guatemala, para financiar las 
operaciones contrainsurgentes).  
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Drogas” en varios países y momentos de la región latinoamericana en las últimas décadas, 
efecto que consiste esencialmente en el desplazamiento de las zonas de cultivo y en los 
cambios en las rutas de tráfico, sin que frenen permanentemente ni la producción ni el tráfico 
de estupefacientes en el hemisferio.50 El éxito parcial en el Caribe de la política internacional de 
reducción de la  oferta -impulsada especialmente por los Estados Unidos de América- habría 
ocasionado o dado lugar a cambios sustantivos en las dinámicas y rutas del tráfico internacional 
que, eventualmente, harían de Guatemala y del istmo centroamericano la ruta principal de 
tránsito de estupefacientes (principalmente, de cocaína) de Sur a Norte del hemisferio desde 
tres décadas atrás a la fecha.51 
 
Al respecto se ha observado también que en los años ochenta Guatemala -y, en general, 
Centroamérica- habría representado la oportunidad para los grandes cárteles colombianos de 
diversificar sus rutas y medios de transporte de la droga (Fernández, 2011a: 5; International 
Crisis Group, 2011: 14). Entre otras vulnerabilidades que hacían a nuestro país un lugar 
atractivo para funcionar como puente óptimo para el tráfico de Sur a Norte pueden referirse las 
siguientes (Fernández, 2011a: 5 y ss.): instituciones débiles y mal equipadas, la existencia de un 
conflicto armado interno que llevaba a las fuerzas de seguridad a centrarse en combatir la 
amenaza insurgente, la participación de militares corruptos en el tráfico ilícito y la protección 
de funcionarios públicos y políticos, así como el surgimiento de bandas armadas de protección 
a cultivos ilícitos y rutas de transporte. Adicionalmente, cabe señalar la existencia de una 
amplia frontera de 1687 kilómetros con cuatro distintos países y una alto grado de porosidad 
fronteriza,52 así como una red de zonas y rutas de tráfico preexistentes (Espach et al, 2011: 4).  
 
A la postre, y especialmente a partir de la captura del político y alcalde de Zacapa Arnoldo 
Vargas a inicios de los noventa (Fernández, 2011a: 18 y ss.; López, 2010: 10-11), el crecimiento 
notable de la participación de Guatemala en el tráfico internacional de estupefacientes tendría 
también como correlato una participación más activa y un apoyo e incidencia más visibles de las 
agencias estadounidenses CIA y DEA en la política de drogas de nuestro país, particularmente 
en lo relativo al ámbito de reducción de la oferta o, más específicamente, en el combate del 
tráfico ilícito.  
 
No obstante lo ya señalado, es oportuno subrayar también (lo cual no se refleja en absoluto en 
aquella Gráfica 1) que antes de su posicionamiento clave en la región como un país de tránsito 
de la cocaína, ya había iniciado en Guatemala a mediados de la década de los setenta la 
producción de cultivos ilícitos -concretamente: de amapola en San Marcos y Huehuetenango, 
así como de marihuana en El Petén (Fernández, 2011a: 5), situación que se ha complejizado y 

                                                
50

 Bagley (2011a) y (2012: 5-7). 
51

 Cabe anotar que la emergencia de nuevos mercados para las drogas (es decir, el aumento del consumo en 
ciertos países o regiones del mundo) también desempeña un papel clave en la redefinición de las rutas de tráfico 
ilícito, lo que influye a su vez en los niveles de violencia asociada a actividades ilícitas y grupos delictivos. Así por 
ejemplo, el Caribe sería hoy de nuevo una ruta muy importante de tráfico ilícito hacia los mercados asiáticos de la 
droga. Véase Dudley (2014).  
52

 En un estudio reciente Espach & Haering (2012: 3) señalaban que la cifra de “pasos ciegos” o pasos fronterizos 
informales en Guatemala ascendía aproximadamente a 125 hacia el año 2011.  
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agudizado desde inicios del siglo XXI hasta nuestros días y que será discutida más adelante en 
este Informe.  
 
Así entonces, hacia finales de los años ochenta, en la narcoactividad que se desarrollaba en 
Guatemala sobresalían los fenómenos de producción de cultivos ilícitos y de tráfico ilícito de 
estupefacientes, con auge y claro predominio de este último tipo de actividades por parte de 
los grandes carteles colombianos de manera directa o con el apoyo de capos, políticos y 
militares corruptos locales (López, 2010: 10 y ss.; CACIF, FUNDESA, CIEN & Foundation G, 2011: 
59), lo cual vendría a  significar el aumento progresivo de la intermediación criminal en la 
economía del tráfico ilícito de drogas en el país, importante tendencia que llega incluso hasta 
nuestros días. Por otro  lado, aunque seguramente el consumo de drogas ilícitas ha existido en 
el país desde muchas décadas atrás, la Comisión no ha encontrado evidencia empírica que 
justifique o sugiera altos niveles de consumo en la población guatemalteca que hicieran 
necesaria la implementación durante la década de los ochenta de fuertes medidas orientadas a 
la reducción de la demanda y prevención del consumo.  
 
Sin embargo, nuevos acontecimientos impactarían en el negocio ilícito de las drogas en el 
hemisferio y, particularmente, en la región mesoamericana durante la década de los noventa, 
acrecentando notablemente la importancia de nuestro país en los años venideros. En especial, 
hacia finales de los ochenta se registró el derrocamiento del gobernante panameño Manuel 
Antonio Noriega, con lo cual los grandes carteles colombianos perderían un gran bastión y su 
más importante bodega de almacenamiento de drogas, lo cual incidiría más tarde en su 
decisión (especialmente del Cartel de Cali) de hacer de Guatemala su nueva base de avanzada y 
particularmente un importante centro de almacenamiento de drogas, lo cual se concretaría 
durante los años inmediatos y que representaría otra tendencia aún vigente de la 
narcoactividad en nuestro país. 
 
Pero asimismo ocurrirían otros cambios notables en la dinámica de la narcoactividad 
internacional durante los noventa,53 cuyos efectos impactarían de manera relevante en nuestro 
país: por un lado, el desmantelamiento de los grandes carteles colombianos de Cali y de 
Medellín, así como la fragmentación de éstos en múltiples estructuras criminales; por otra 
parte, el firme ascenso de los carteles mexicanos en el negocio ilícito de la droga en el 
hemisferio. Limitados anteriormente a transportar la droga desde México hacia el territorio 
estadounidense, los carteles mexicanos buscarían mejorar su posición y acrecentar su poder a 
través del control de las rutas de tráfico ilícito de drogas en el istmo centroamericano (lo que, a 
la postre, les llevaría a aumentar su presencia en Guatemala) y pactar o forzar condiciones a su 
favor en la compra de la droga a las organizaciones colombianas para introducirla luego en el 
mercado estadounidense, dinámica que incluso se mantiene vigente hasta nuestros días.54 
Asimismo, durante esta década también se abriría paso e intensificaría el uso por las 

                                                
53

 Para una visión panorámica de los principales cambios ocurridos y de las nuevas tendencias que se implantaron 
en la región a partir de la década de los noventa, véase Garzón (2013). 
54

 Como ha sido señalado, el aumento de los beneficios de los carteles mexicanos en la cadena del narcotráfico 
reforzaría la tendencia predominante de mantener las mayores utilidades del negocio en las organizaciones 
especializadas en el tráfico ilícito y la distribución al consumidor final (Garzón, 2013: 3). 
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organizaciones narcotraficantes de las denominadas “mulas” (tanto de cocaína como de 
heroína) para el transporte de pequeñas cantidades de drogas hacia los Estados Unidos de 
América (Fernández, 2011b: 4). 
 
En concreto para Guatemala, durante los noventa sería mucho más manifiesta en el país la 
presencia y actividad de grupos narcotraficantes colombianos y, cada vez más crecientemente, 
de los grupos mexicanos (especialmente de los vinculados al Cartel de Juárez y al Cartel de 
Tijuana, que buscaban asegurar el control del negocio al sur de la frontera mexicana), pero 
también se concretaría el surgimiento de los primeros carteles nacionales, yendo más allá de su 
rol tradicional y predominante de transporte de la droga y dedicándose ya incluso a la 
producción de cultivos ilícitos (Fernández, 2011b: 3), contando con la protección permanente 
de funcionarios y militares (López, 2010: 13).  
 
En esta línea, para inicios del siglo XXI se identificaban claramente 5 organizaciones nacionales 
dedicadas al negocio ilícito de las drogas (Fernández, 2011b: 15 y ss.), a saber: el Cartel de 
Sayaxché (al norte), el Cartel Izabalino y el Cartel de Zacapa (al oriente), el Cartel Luciano (al 
sur) y el Cartel de Ocós (al occidente). Varios de estos carteles locales -al igual que otros que 
emergerían años más tarde, y como resultado de otras dinámicas y tendencias recientes a nivel 
regional que describiremos a continuación- entrarían luego en disputas violentas entre sí y con 
los carteles mexicanos de Sinaloa y del Golfo, los cuales habían desplazado en México a los 
carteles de Tijuana y de Juárez y  buscaban ahora -especialmente el Cartel del Golfo- imponer 
sus condiciones y controlar las rutas del tráfico de la droga por Guatemala.  
 
La primera confrontación armada, por ejemplo, habría ocurrido en septiembre de 2002 entre 
miembros del Cartel de Zacapa y del Cartel del Golfo, y se contabilizarían muchas más hasta 
nuestros días entre diferentes carteles locales y mexicanos, incluyendo a los Zetas. 
Ciertamente, estas dinámicas permanentes de lucha y control de las rutas de tránsito de las 
drogas -y también por los denominados “tumbes” o robos de droga, en las que se han visto 
involucrados no sólo miembros de diferentes carteles sino también policías y militares 
corruptos en situación activa-55 generarían muchas muertes y múltiples acciones espectaculares 
de violencia armada que terminarían a la postre por abonar a la tesis -aún por ser comprobada 
empíricamente- de un peso bastante importante de la violencia asociada al tráfico de drogas en 
el crecimiento de las tasas de violencia homicida en nuestro país desde el año 2000 hasta el año 
2010. 
 
Por último, cabe referir también otras tendencias novedosas y de alto impacto en el fenómeno 
de la narcoactividad en la región y en Guatemala durante los años más recientes: 
 
En principio, destaca el pago en especie o con drogas en lugar de dinero en efectivo, efectuado 
por los cárteles extranjeros a los grupos delictivos o narcotraficantes locales por los servicios 

                                                
55

 Véase al respecto, entre otros, el trabajo de Julie López (2013). 
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prestados.56 De hecho, aunque este fenómeno ya se remontaba a varios lustros atrás en 
nuestro país (López, 2010: 12), ha sido mucho más frecuente durante los últimos años, con la 
finalidad por parte de los grandes grupos del narcotráfico  -como señala Dudley (2014)- no sólo 
de reducir sus pérdidas por la eficacia de las operaciones gubernamentales contra el lavado de 
dinero, sino también de influir en el surgimiento de nuevos mercados locales de drogas o 
expandir el tamaño de éstos a través de la disponibilidad de estupefacientes y, particularmente 
de la cocaína.  
 
Estas nuevas dinámicas habrían repercutido en algunos países de la región en el aumento de 
consumo de drogas (por ejemplo, en la región andina), así como en el mayor acceso de los 
cárteles locales a recursos financieros inmensos y a la decisión de fortalecer sus organizaciones 
por vía del reclutamiento, el entrenamiento y la compra de armamento, así como la búsqueda 
de protección de políticos y funcionarios, que les posibilite competir abiertamente por el 
control de rutas y mercados con otros grupos narcotraficantes locales y extranjeros, lo que a su 
vez ha desembocado en mayores niveles de violencia armada y el aumento de las tasas de 
homicidios en la región mesoamericana y, particularmente, en nuestro país y en el Triángulo 
Norte del istmo centroamericano (Ibídem).   
 
Por otro lado, sobresale también en años recientes el fenómeno de la “fragmentación del 
hampa” o “atomización criminal” como resultado derivado, por una parte, de procesos exitosos 
de aplicación de la ley en algunos Estados contra los jefes de los principales grupos delictivos 
organizados transnacionales y locales (en Colombia y en México, principalmente); pero 
derivado también, por otra parte, de las violentas disputas armadas entre las organizaciones 
narcotraficantes en diferentes planos: a lo interno de los grupos, entre los carteles locales y 
entre éstos frente a carteles extranjeros. Esta atomización y descentralización de los grandes 
carteles habría conducido -por ejemplo- a que en México se pasase de 7 organizaciones a un 
número aproximado entre 60 y 80 y que una situación semejante se verificase también en 
Colombia y Argentina (Ibídem). Para el caso guatemalteco esto también tiene validez, pues de 
los 5 carteles locales identificados a principios de los noventa se habría pasado al menos a 9 
diferentes organizaciones locales hasta hace un año atrás (Dudley, 2013).57 
 
Por otra parte, destaca también el fenómeno de la denominada “diáspora criminal”, “migración 
criminal” o “efecto cucaracha”, que además está íntimamente relacionado con la “atomización 
criminal” y el “efecto globo”, siendo caracterizado como el “desplazamiento de redes 
criminales de una ciudad, estado o región a otra, dentro de un país dado o de un país a otro, en 
búsqueda de paraísos más seguros y autoridades estatales más débiles” (Bagley, 2011b; véase 

                                                
56

 En esta línea, ha sido observado que la presencia de los carteles extranjeros narcotraficantes en Guatemala y 
Centroamérica en la última década habría tenido también un efecto dinamizador en otro tipo de actividades ilícitas 
y de mayor impacto social, como las extorsiones y los secuestros. A este respecto, existe evidencia de que en 
algunos casos miembros de las pandillas juveniles -o “maras”- han efectuado acciones de sicariato y de protección 
de cargamentos de drogas a favor de carteles como los Zetas o el Cartel de Sinaloa (Garzón, 2013: 7; Santamaría, 
2013: 66-67). 
57

 Para un perfil global de los principales grupos delictivos transnacionales en Guatemala, dedicados al tráfico ilícito 
de drogas, véase ONUDD (2012: 23 y ss.). 
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también Bagley, 2012: 7-11), contando con el apoyo de redes de corrupción, protección e 
impunidad que integran generalmente políticos, empresarios y funcionarios públicos corruptos 
(Garzón, 2013: 18). Este fenómeno expansivo de la violencia criminal se ha manifestado sobre 
todo en el Triángulo Norte centroamericano, donde países como Honduras y Guatemala se han 
visto “invadidos” desde hace varios años atrás por carteles mexicanos como el Cartel de 
Sinaloa, el Cartel del Golfo y Los Zetas (TNI, 2012: 8 y ss.; Dudley, 2014; Santamaría, 2013: 70 y 
ss.),58 pero se asegura también que en la diáspora criminal en nuestra región habría 
desempeñado un papel muy importante el factor de las deportaciones masivas y desordenadas 
de miles de personas con antecedentes criminales y miembros de las “maras” a los países del 
Triángulo Norte (Santamaría, 2013: 61 y ss.). 
 
En suma, hemos podido anotar a lo largo de esta sección algunos de los hitos y elementos más 
relevantes para alcanzar una comprensión comprehensiva de los orígenes y la evolución de la 
narcoactividad en nuestro país, desde finales de los sesenta hasta la fecha. Queda claro que, a 
lo largo de cuatro a cinco décadas, el desarrollo particular asumido por este fenómeno criminal 
ha estado sujeto en gran medida a factores nacionales de diversa naturaleza, complejidad y 
temporalidad, pero también sobre todo -dada su naturaleza transnacional- a factores y 
dinámicas externas al país, a las cuales nuestra política interna de drogas -con el claro apoyo e 
incidencia de las agencias de los Estados Unidos de América en su diseño e implementación- ha 
tratado a lo largo del tiempo de adaptarse constantemente, especialmente para el combate de 
la producción de cultivos ilícitos (amapola, marihuana) y, sobre todo, del tráfico ilícito de la 
cocaína desde la región andina del hemisferio. 
 
En cuanto al núcleo del problema de las drogas en nuestro país, como hemos señalado antes, a 
lo largo de cuatro a cinco décadas -y especialmente a partir de los años ochenta- Guatemala ha 
sido predominantemente un “país de tránsito”, un puente óptimo para el tráfico de 
estupefacientes (la cocaína,  principalmente) de Sur a Norte del hemisferio. Las prioridades 
asignadas a nuestra política interna de drogas durante las dos últimas décadas corroboran este 
punto de vista. Pero también es cierto que otras fases o dimensiones de la narcoactividad 
(como la producción de cultivos ilícitos, el lavado de dinero y el consumo de estupefacientes) se 
practican o desarrollan en el país desde muchos años atrás y en nuestros días, lo cual ha llevado 
incluso a algunos a señalar que Guatemala (y, en general, el istmo centroamericano) no es 
tanto un “país de tránsito” cuanto una “estación de servicio donde, además, de ofrecer rutas de 
paso, se pueden encontrar una serie de servicios que facilitan el acceso al mercado interno, la 
utilización de diferentes modalidades de transporte para el trasiego doméstico (marítimo y 
terrestre, principalmente); así como servicios para la distribución, intermediación y, por 
supuesto, el ajuste de cuentas”(laRED, 2011: 34). Aunque deja de lado el tema de la producción 

                                                
58

 Una diferencia importante en la diáspora criminal de los carteles mexicanos hacia Centroamérica está dada por 
el hecho de que, por un lado, los carteles de Sinaloa y del Golfo han formado alianzas con los grupos 
“transportistas” locales y las maras, dedicándose además esencialmente al narcotráfico, mientras que por su parte 
los Zetas han diversificado sus fuentes de ingreso con actividades ilícitas como secuestros, extorsiones y trata de 
personas, entre otras, además de articular redes no solamente con organizaciones criminales locales sino también 
con actores locales que se han integrado a su organización, tales como algunos militares kaibiles en Guatemala 
(Santamaría, 2013: 70). 
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de cultivos ilícitos en el país, este enfoque alternativo sobre la delincuencia organizada 
transnacional en Centroamérica puede ser útil para interpretar las transformaciones recientes 
y, sobre todo, para reflexionar sobre los escenarios futuros del problema de las drogas en 
Guatemala, por lo cual volveremos sobre el mismo en la sección final de este informe.  
 
Señalemos finalmente que, como otros países del istmo centroamericano, Guatemala no ha 
sido ajena a los cambios en la nueva geografía del narcotráfico, ni a la emergencia o ascenso de 
nuevos actores criminales, ni a los altos niveles de violencia asociados a las actividades ilícitas 
de estos. Las descritas tendencias regionales del “efecto globo”, del “efecto cucaracha” y de la 
“fragmentación del hampa” han hecho sentir sus graves impactos en nuestro país. Por ello 
mismo, el abordaje y la búsqueda de políticas públicas eficaces para el problema de las drogas 
en Guatemala requiere también necesariamente actuar de manera articulada y congruente no 
sólo en el ámbito interno sino también en la dimensión internacional, geopolítica, inherente al 
mismo. A tal fin, los nuevos acuerdos regionales y globales en materia de política de drogas que 
el actual Gobierno ha venido impulsando y alcanzando desde 2012 necesitan, por tanto, ser 
tomados con absoluta seriedad por las autoridades nacionales y, más específicamente, 
requieren ser incorporados y concretados en el corto y mediano plazo dentro de la nueva 
política de drogas que el país claramente necesita. 
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VII. Producción, tráfico y consumo de drogas en Guatemala 
 
Tras la exposición y análisis de los principales hitos y tendencias de la narcoactividad en 
Guatemala desde finales de los sesenta hasta los inicios del siglo XXI, en las siguientes páginas 
se analizará con mayor detalle la situación actual en nuestro país de tres dimensiones o áreas 
claves de la narcoactividad, a saber: la producción, el tráfico y el consumo de estupefacientes. 
 
En el caso de la producción de cultivos ilícitos en nuestro país, como fue avanzado en la sección 
anterior, ésta se remonta a mediados de la década de los setenta. Concretamente, la 
producción habría iniciado con cultivos de amapola en San Marcos y Huehuetenango,59 así 
como de marihuana en El Petén (Fernández, 2011a: 5). Y, por lo que atañe al tráfico ilícito de 
drogas, también fue trazada en la sección anterior su ubicación en los mismos orígenes de la 
narcoactividad en Guatemala y su auge y predominio como actividad principal -aunque no 
exclusiva- de los grupos narcotraficantes desde la década de los ochenta hasta nuestros días. 
 
Sin embargo, antes de detenernos en el actual contexto nacional de la producción, el tráfico y 
el consumo de estupefacientes, haremos una breve referencia al actual panorama internacional 
y regional en estas áreas claves del negocio ilícito de las drogas. 
 
En tal sentido, una fuente relevante en esta materia la constituyen los informes del Bureau for 
International Narcotics and Law Enforcement Affairs, cuyo estudio más reciente –teniendo 
como marco de referencia el mercado de consumo de drogas en los Estados Unidos de 
América- señala que Guatemala se encuentra efectivamente en la lista conjunta de los 22 
principales países productores y/o de tránsito ilícito de drogas (Bureau for International 
Narcotics and Law Enforcement Affairs: 2014a: 5. Véase infra, Gráfica 2), pero con un matiz 
importante que conviene aclarar.60 Expliquemos un poco más detenidamente este análisis del 
país en el contexto del mercado estadounidense de drogas. 
 
En principio, de acuerdo a este punto de vista del Gobierno estadounidense, Guatemala se 
encuentra dentro de ese listado conjunto junto a otros países de la región como Belice, 
Colombia, Costa Rica, El Salvador, Honduras, México, Nicaragua y Panamá. Sin embargo, el 
análisis específico de nuestro país revela que en realidad dicha inclusión de Guatemala obedece 
a su condición de país de tránsito ilícito de drogas y no en relación a la producción de drogas 
ilícitas. 

                                                
59

 Al menos para años recientes se reporta también el departamento de Quetzaltenango como otro de las 
circunscripciones del país donde se cultiva la amapola; y para el caso de la marihuana los departamentos donde se 
cultiva principalmente son, además de El Petén, San Marcos, Quiché y Jutiapa (Beckley, Foundation, 2013: 15-16). 
60

 De acuerdo a este informe del Bureau for International Narcotics and Law Enforcement Affairs (2014a: 5), se 
considera como productor principal de drogas ilícitas a un país donde se cultivan o cosechan más de 1 mil 
hectáreas de amapola ilícita en un año, o más 1 mil hectáreas de coca, o más de 5 mil hectáreas de marihuana, a 
menos en este último caso de que el Presidente estadounidense determine que esta producción no afecta 
significativamente a su país.  Por otra parte, los principales países de tránsito ilícito de drogas son aquellos que se 
constituyen en una fuente directa de estupefacientes o sustancias psicotrópicas ilícitas u otras sustancias 
controladas que afecten significativamente a los Estados Unidos de América, o a través del cual se transportan 
tales drogas o sustancias. 



INFORME ANALÍTICO SOBRE EL PROBLEMA DE LAS DROGAS EN GUATEMALA (VERSIÓN PRELIMINAR) 

 46 de 90 

 

Gráfica 2: Países principales de producción y/o tráfico ilícito de drogas durante el año 2013, 
según el Gobierno de los Estados Unidos de América 

 

 
Fuente: Elaboración propia con base en Bureau for International Narcotics  

and Law Enforcement Affairs, 2014a: 5. 
 
En efecto, como había sido avanzado en la sección anterior, al menos el 80% de la droga que 
transita por México y Centroamérica rumbo al mercado estadounidense atraviesa 
efectivamente por Guatemala (Bureau for International Narcotics and Law Enforcement Affairs: 
2014a: 176). Esto constituye una razón clara y suficiente para incluir a Guatemala en el listado 
de los principales países de tránsito ilícito. Sin embargo, no ocurre lo mismo en relación a la 
producción de drogas ilícitas, pues según los datos de las agencias estadounidenses -por 
ejemplo- la producción potencial de opio y las hectáreas cultivadas de amapola en nuestro país 
son ínfimas en comparación con lo que ocurre en Afganistán y México, encontrándose muy por 
debajo de los criterios establecidos al efecto (véase supra, nota al pie 57): mientras la 
producción potencial de Guatemala era de 6 toneladas métricas de opio en 2012, la producción 
potencial durante ese mismo año de Afganistán era de 4,300 toneladas métricas y la de México 
era de 219 toneladas métricas (Ibídem: 24); y lo mismo cabe afirmar en relación a los cultivos 
ilícitos: mientras Guatemala tenía 310 hectáreas cultivadas de amapola en 2012, las hectáreas 
de amapola ese mismo año en Afganistán eran 180,000 y en México 10,500 (Ibídem: 25). 
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A la luz de lo anotado, resulta claro que -desde el punto de vista del Gobierno estadounidense- 
Guatemala es considerado en aquella lista referida como uno de los principales países de 
tránsito ilícito de drogas, mas no como uno de los principales países productores de drogas 
ilícitas. Las bajas cifras de producción potencial de opio y de hectáreas cultivadas de amapola 
resultan muy inferiores frente a lo que ocurre en países como México y Afganistán, lo cual 
explica también que la cooperación internacional estadounidense en esta materia sea 
históricamente mucho menor a la proporcionada en relación al combate del tráfico ilícito de 
drogas.  
 
Por último, ¿cómo se sitúa Guatemala en el contexto internacional del consumo de drogas? Al 
respecto, el más reciente informe de la Oficina de Naciones Unidas contra la Droga y el Delito 
señala que el consumo de drogas a nivel global permaneció estable durante el último año, 
siendo la cannabis o marihuana la sustancia controlada de mayor consumo y prevalencia, 
seguida de lejos por los estimulantes de tipo anfetamínico y los opioides (UNODC, 2014: 1-2). 
Sin embargo, no se muestran datos nacionales específicos en este informe sino tendencias 
regionales y subregionales, ubicándose Guatemala dentro de la subregión de Latinoamérica y el 
Caribe, de la cual se reporta que permanece alto el uso de la cocaína -especialmente en 
Sudamérica, donde su uso se compara al de regiones de alta prevalencia (UNODC, 2014: 15).  
 
Hace unos años atrás, sin embargo, la Organización Panamericana de la Salud reportaba de 
Guatemala -utilizando datos del año 2005- una baja prevalencia del uso de opiáceos frente a 
países como El Salvador y Honduras, una baja prevalencia del uso de cocaína frente al resto de 
países centroamericanos, una alta prevalencia del uso de marihuana frente al resto de los 
países centroamericanos excepto Belice,61 así como una prevalencia casi similar a Honduras y 
Nicaragua en cuanto al uso de anfetaminas y éxtasis (OPS, 2009: 10).   
 
Más recientemente, la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (2011) 
formuló los siguientes hallazgos sobre el uso de drogas en el hemisferio, que por su relevancia 
para este Informe referimos a continuación: 1) La marihuana es la droga ilegal más consumida, 
sobresaliendo los Estados Unidos de América y luego el Cono Sur y el Caribe. Guatemala es uno 
de los países con las tasas más bajas y con mayores diferencias por sexo de uso de la marihuana 
en la población general, con datos del año 2005 (CICAD, 2011: 25-27); 2) El consumo de alcohol 
es frecuente en todos los países, siendo Guatemala uno de los países con la prevalencia más 
baja y con mayores diferencias por sexo, con datos del año 2005 (CICAD, 2011: 14-15); y 3) Ha 
aumentado el uso de la cocaína en América del Sur mientras disminuye en América del Norte. 
Para el caso de Guatemala, se observa una de las más bajas prevalencias del uso de cocaína en 
la población general y una de las de mayores diferencias por sexo, con datos del año 2005 
(CICAD, 2011: 42-45).  
 

                                                
61

 Véase también en esta línea un informe de UNODC (2011: 181), en donde se afirma que Guatemala se encuentra 
entre los países con alta prevalencia del consumo de cannabis entre la población adulta del rango etario 15-64 
años) que en la población joven de 12 a 19 años. 
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A manera de síntesis, lo anteriormente expuesto corrobora también el argumento esgrimido en 
la sección anterior de que, en cuanto al problema de las drogas, Guatemala se caracteriza 
esencialmente por ser un país de tránsito ilícito de drogas, aun y cuando la amapola cultivada 
en el área occidental es hoy en día la única droga producida para exportación en Centroamérica 
(ONNUD, 2012: 39) y no obstante que la producción potencial de opio y el número de hectáreas 
cultivadas de amapola hacen sobresalir a Guatemala en el panorama internacional frente a 
otros países de la región que carecen por completo de estas características o las poseen en 
mucho menor grado (como Honduras, Costa Rica o Nicaragua, por ejemplo). Al mismo tiempo, 
el problema del consumo de drogas en nuestro país no parece ser grave a la vista del análisis 
comparativo dentro del hemisferio americano y en la subregión centroamericana, al menos a la 
vista de los datos de hace unos años atrás. ¿Nos dicen algo distinto los propios datos y 
estadísticas nacionales, recolectadas o elaboradas más recientemente por nuestras 
instituciones públicas, que nos permita modificar o matizar estos importantes hallazgos? 
 

1. La producción de amapola, marihuana y drogas sintéticas en Guatemala 
 
La amapola  y la marihuana son los cultivos ilícitos principales hoy en día en nuestro país y, 
como se ha mencionado ya, incluso desde décadas atrás. La producción de drogas sintéticas en 
Guatemala y el istmo centroamericano es un fenómeno mucho más reciente, al menos visible 
desde un lustro atrás, como resultado también de los cambios ocurridos en el mercado 
internacional de drogas y el “efecto globo” del combate del Gobierno de México a las 
organizaciones narcotraficantes (ONNUD, 2012: 44; Beckley Foundation, 2013: 18; Bureau for 
International Narcotics and Law Enforcement Affairs: 2014a: 57). 
 
Sin embargo, en términos generales, es poco lo que las instituciones públicas guatemaltecas e 
incluso las agencias internacionales en materia de drogas conocen acerca de la producción de 
cultivos ilícitos y drogas sintéticas en el territorio nacional. De hecho, los problemas relativos a 
los sistemas deficitarios de información en las instituciones públicas guatemaltecas en relación 
al problema de las drogas, y que ya fueron señalados en la Introducción de este Informe, se 
manifiestan especialmente en lo que atañe a esta dimensión de la narcoactividad en nuestro 
país. 
 
En tal sentido, de acuerdo a lo establecido por esta Comisión en sus diferentes reuniones con 
funcionarios de instituciones públicas del Sistema Nacional de Seguridad y de la SECCATID, se 
manifiestan hoy en día dos problemas notables que dificultan un análisis serio y exhaustivo en 
esta materia, a saber: 1) La inexistencia de datos o registros estadísticos en relación a la 
producción de marihuana, a diferencia de lo que ocurre en el caso de la producción de 
amapola; y 2) En cuanto respecta a la producción de amapola, existe una notable diferencia de 
opinión entre las autoridades del Ministerio de Gobernación (MINGOB) y los funcionarios de la 
Sección de Antinarcóticos y Aplicación de la Ley (SAAL) de la Embajada de los Estados Unidos de 
América en Guatemala.  
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En efecto, mientras que las autoridades del Viceministerio Antinarcóticos del MINGOB 
informaron en reunión celebrada con esta Comisión que existen actualmente varios miles de 
hectáreas de cultivo de amapola en el país (aunque sin presentar datos oficiales por escrito, los 
cuales por cierto existen únicamente en el caso del número de hectáreas erradicadas),62 los 
estudios recientes de la SAAL refieren únicamente a algunos cientos de hectáreas cultivadas 
(aunque no se aclara en este caso el método de cálculo utilizado).  
 
La siguiente tabla contiene algunos datos concretos que permiten apreciar esta importante 
diferencia de opinión, la cual tiene un impacto directo sobre el análisis específico de esta 
dimensión de la narcoactividad en nuestro país y la definición del tipo y magnitud de las 
políticas públicas particulares que deben ser implementadas, resultando por ende necesario 
que sea abordada y resuelta de manera directa e inmediata por las instituciones públicas 
guatemaltecas:63 
 

Tabla 4: Producción y erradicación de cultivos de amapola en Guatemala 
 

 Número de hectáreas de cultivo 
de amapola en Guatemala 

Número de hectáreas erradicadas de 
cultivo de amapola en Guatemala en 
años recientes 

Fuentes 
nacionales 

Datos oficiales inexistentes 64 2,569 hectáreas en el año 2013 65 

Varias fuentes 
internacionales 

220 hectáreas en el año 2011; 310 
hectáreas en el año 2012 66 

1,490 hectáreas en el año 2011; 590 
hectáreas en el año 2012 67  

Fuente: Elaboración propia 
 
No obstante lo anterior, a la luz de los datos sobre erradicación de amapola reportados por el 
Gobierno de Guatemala en los últimos años,68 de las estimaciones propias de la SAAL69 y de 

                                                
62

 Como lo ha señalado críticamente la ONNUD en relación a este tema y al caso específico de las cifras de 
hectáreas erradicadas de cultivo de amapola en Guatemala para el año 2011 (1490 hectáreas): “De acuerdo con el 
Ministerio de Gobernación, la erradicación sólo representa el 10% del cultivo, lo que podría sugerir un área total 
de cultivo de aproximadamente 15.000 hectáreas, cercana al área de crecimiento en México. La falta de claridad 
alrededor del área de cultivo, rendimiento, y calidad hace que cualquier estimación sea considerablemente 
dudosa.” (ONNUD, 2012: 39). 
63

 Por lo demás, es importante señalar que el problema de la ausencia o déficit de información fiable también es 
común a otros países que se ven afectados por el fenómeno de la producción de cultivos ilícitos de amapola, como 
Colombia (véase Observatorio de Drogas de Colombia, 2014: 98). Sin embargo, cabe añadir, Colombia sí dispone 
de mejores sistemas de información en cuanto respecta a los cultivos de coca, el principal cultivo ilícito en este 
país.  
64

 Al menos hasta el año 2013, el Gobierno de Guatemala -al igual que otros países como Perú y Ecuador- parece 
nunca haber reportado datos oficiales a la ONNUD sobre el número de hectáreas de cultivo de amapola en el país 
(Beckley Foundation, 2013: 14).   
65

Información compartida por el Viceministerio Antinarcóticos a esta Comisión y que también se registrará en el 
cuestionario de este año para la preparación de los informes anuales de UNODC.    
66

 Véase Bureau for International Narcotics and Law Enforcement Affairs (2014a: 25). 
67

 Véase UNODC (2014 Annex I: viii).  
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acuerdo también a las opiniones de funcionarios del MINGOB y del MINDEF que han 
monitoreado este tema en el terreno durante los últimos años en los departamentos de San 
Marcos y Huehuetenango, parece haber habido un crecimiento de la producción de cultivos de 
amapola en el país durante la última década, lo cual ha llevado incluso a algunos a sostener que 
Guatemala podría haber sobrepasado a Colombia como el segundo productor de amapola en la 
región detrás de México (Dudley, 2010: 7). Por otro lado, en el caso de la  marihuana también 
podría estarse verificando un incremento importante de su producción en el país durante el 
último lustro,70 aunque también se ha señalado que esta producción es de baja calidad y usada 
solamente para el consumo a nivel interno (Beckley Foundation, 2013: 16). 
 
Por otra parte, en cuanto a la producción de otro tipo de estupefacientes, de acuerdo a órganos 
internacionales como la ONNUD (2012: 39 y 44) y la Junta Internacional de Fiscalización de 
Estupefacientes (2014: 54), al menos desde los años 2008-2009 se ha venido reportando en 
Guatemala y en la región centroamericana la producción de estimulantes tipo-anfetamina, la 
incautación de importantes cantidades de precursores químicos y el desmantelamiento de 
laboratorios clandestinos para su procesamiento, lo que se ha atribuido principalmente a la 
presencia del Cartel de Sinaloa que controla el mercado ilícito de metanfetaminas en la región. 
Para la ONNUD todo esto “sugiere que la fabricación de  metanfetamina ha sido trasladada a 
Guatemala” desde México (ONNUD, 2012: 44). En esta línea, nuestro país es visto actualmente 
por la JIFE como “un importante punto de tránsito de las remesas de seudoefedrina 
provenientes de Bangladesh en forma de preparados farmacéuticos y de la India a granel” 
(2014: 54).  
 
En tal sentido, por ejemplo, el Ministerio de Gobernación reportó oficialmente a esta Comisión 
cifras de 10,294 y 23,849 precursores incautados71 en el territorio nacional en 2011 y 2012 
respectivamente (aunque sólo 1600 en 2013), así como 15 laboratorios clandestinos 
desmantelados en 2012, 8 en 2013 y 3 durante 2014, principalmente en los departamentos de 

                                                                                                                                                       
68

 En 2005 el Gobierno de Guatemala reportó 489 hectáreas erradicadas de amapola, mientras que en 2011 fueron 
1,490 hectáreas y en 2013 fueron 2,569 hectáreas (UNODC, 2014 Annex I: viii). Esto indica que el número de 
hectáreas erradicadas se quintuplicó aproximadamente en una década, constituyendo un indicio del crecimiento 
de la producción de amapola.   
69

 En cuanto al número de hectáreas de cultivo de amapola en Guatemala, la SAAL estimó 100 hectáreas en el año 
2005, 220 hectáreas en el año 2011 y 310 hectáreas en el año 2013, lo cual implica que el número de hectáreas 
cultivadas se triplicó aproximadamente en una década.  
70

 Según información compartida por el Viceministerio Antinarcóticos a esta Comisión y que también se registrará 
en el cuestionario de este año para la preparación de los informes anuales de UNODC, el número de hectáreas de 
marihuana erradicadas durante el año 2013 es de 136 hectáreas. Para años anteriores, el Gobierno de Guatemala 
había reportado 6 hectáreas erradicadas en 2007, 33 en 2008 y 26 en 2009 (CICAD, 2010: 11), lo cual constituye un 
indicio del crecimiento de la producción de marihuana en el último lustro. Véase también al respecto Bureau for 
International Narcotics and Law Enforcement Affairs (2014a: 176) y Beckley Foundation (2013: 16). 
71

 Por lo demás, el alto número de precursores incautados por el MINGOB ha puesto en evidencia otro problema 
importante del país en materia de política de drogas (JIFE, 2014: 54): la carencia de infraestructura institucional 
adecuada y suficiente para almacenar y destruir estas sustancias, lo cual además de implicar riesgos ambientales 
ha generado también algunos conflictos específicos en comunidades donde se han trasladado los precursores 
incautados.  
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San Marcos y Huehuetenango (ver infra, Gráfica 3).72 Estos dos departamentos son justamente 
en los que se ha concentrado históricamente la producción de la amapola y ello ha dado pie 
también a que la ONUDD (2012: 39) considere que en años recientes se está procesando ya 
directamente alguna cantidad de heroína en nuestro país para fines de exportación (aunque 
serían inciertos los destinos específicos), así como que la metanfetamina pueda ser considerada 
-tras la amapola- como una posible segunda droga de exportación producida en Guatemala -y, 
en general, en Centroamérica. Sin embargo para valorar este fenómeno reciente en Guatemala 
y Centroamérica no hay que dejar al margen, como se ha precisado (Beckley Foundation, 2013: 
18), que es Norteamérica la que sigue siendo por mucho la principal productora de drogas 
sintéticas en el hemisferio, habiéndose encontrado allí el 99% de los laboratorios de 
metanfetaminas que fueron desmantelados en 2009 a nivel mundial.  
 

Gráfica 3: Laboratorios clandestinos desmantelados en Guatemala durante 2012-2014 
 

 
Fuente: Ministerio de Gobernación 

                                                
72

 Según información compartida por el Viceministerio Antinarcóticos a esta Comisión. 
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2. El tráfico ilícito de drogas en Guatemala 
 
En lo que respecta al tráfico ilícito de drogas, los datos y conocimientos disponibles a nivel 
nacional e internacional son mucho mayores que respecto a las otras dimensiones de la 
narcoactividad en el país, lo cual no resulta extraño a la luz de la priorización y énfasis de las 
políticas de drogas nacionales y subregionales orientadas a la interdicción de cargamentos, la 
persecución penal de los capos de la droga y el desmantelamiento de las organizaciones 
narcotraficantes en el hemisferio, lideradas y apoyadas por el Gobierno de los Estados Unidos 
de América.  
 
En principio, en cuanto a las sustancias propiamente dichas se refiere, es la cocaína la que ha 
constituido históricamente la droga de mayor trasiego por Guatemala y el istmo 
centroamericano desde la región andina hacia el mercado norteamericano, al menos  ya desde 
la década de los ochenta y con mayor énfasis a partir de los años noventa con el ascenso de los 
carteles mexicanos sobre los carteles colombianos, pero especialmente a partir del año 2006 
como consecuencia del “efecto globo” que supuso el combate de las fuerzas de seguridad de 
México a los carteles narcotraficantes de este país (ONNUD, 2012: 31). 
 
De hecho, como había sido avanzado en la sección anterior, al menos 80% de la droga que 
transita por el corredor mesoamericano rumbo a los Estados Unidos de América atraviesa 
efectivamente por Guatemala.73 Y es que el tráfico ilícito de la cocaína, a pesar de su declive a 
nivel global desde los noventa, sigue resultando en nuestra época un negocio altamente 
rentable para los actores criminales involucrados: Para el año 2009, el tráfico ilícito de la 
cocaína a nivel global era estimado por la ONNUD (2011: 5 y 14) en 85 billones de dólares 
estadounidenses anuales, de los cuales 84 billones constituyeron ganancias específicas para los 
narcotraficantes. De esta última cantidad se calculaba que los traficantes en Sudamérica, 
Centroamérica y el Caribe obtenían 18 billones y, más específicamente, 3 billones del consumo 
en mercados locales, 6 billones de la cocaína exportada a Norteamérica y 9 billones de la 
cocaína exportada a Europa. 
 
Más específicamente, aunque las agencias estadounidenses han venido calculando un descenso 
de la producción de cocaína desde la región andina hacia los mercados externos en los últimos 
años: 847 toneladas en 2011, del cual el 64% estaría destinado al mercado estadounidense 
(ONDCP, 2012: 3 y 5), la ONNUD calculaba que en 2010 aproximadamente 330 toneladas de 
cocaína llegaron al mercado norteamericano atravesando territorio guatemalteco (véase infra, 
gráfica 4), lo que le haría el mayor país de tráfico ilícito del istmo por su proximidad con México 
y generaría un valor al por mayor a precios locales de la cocaína traficada a través de 
Guatemala en poco más de 4 billones (véase infra, gráfica 5),74 representando en aquel 
momento el 10% del Producto Interno Bruto nacional. 

                                                
73

 Bureau for International Narcotics and Law Enforcement Affairs (2014a: 176). 
74

 Como un dato de referencia, el Banco Mundial (2011: 12) estimaba que en el año 2011 el precio del kilo de 
cocaína en Guatemala ascendía a USD 13,000.00, teniendo como precio de inicio USD 1,000.00 en Colombia y USD 
30,000.00 en el mercado estadounidense. 
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Precisamente las cifras recientes de las incautaciones de la cocaína que va de Sur a Norte del 
hemisferio señalan muy bien la importancia creciente de países centroamericanos como 
Guatemala en el tráfico ilícito de esta droga: a mediados de los ochenta, alrededor del 75% de 
las incautaciones de cocaína entre Sudamérica y los Estados Unidos de América se registraban 
en el Caribe mientras que muy poca cocaína se incautaba en Centroamérica; hoy en día la 
situación ocurre a la inversa: en 2010, por ejemplo, la cocaína incautada en Centroamérica 
ascendió a alrededor del 80%, mientras que menos del 10% fue incautada en el Caribe (Ibídem).  
 

Gráfica 4: Toneladas de cocaína transitando por territorio centroamericano en el año 2010 
 

 
Fuente: ONUDD (2012: 43) 

 
Gráfica 5: Valor de la cocaína transitando por territorio centroamericano en el año 2010 

 

 
 

Fuente: ONUDD (2012: 43) 
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En esta línea, las cifras reportadas por el Ministerio de Gobernación en cuanto a la incautación 
de la cocaína durante este siglo, revelan que ésta constituye por mucho la droga de mayor 
tráfico ilícito en el país (véase infra, gráfica 6). Más concretamente, durante los años 2001 a 
2013 el MINGOB incautó poco menos de 50,000 kilos de cocaína que representarían 50 
toneladas, lo cual ciertamente resulta una cantidad ínfima a la luz de las miles de toneladas de 
esta droga que, de acuerdo a las agencias estadounidenses (como INL) y globales (como 
ONNUD) han transitado por nuestro país durante ese mismo lapso. 
 
Justamente este punto debe motivar una reflexión crítica sobre la efectividad y eficiencia de las 
políticas de combate del tráfico ilícito de drogas que, con el apoyo de los Estados Unidos de 
América, implementa prioritariamente nuestro país desde hace varios lustros en el ámbito de la 
reducción de la oferta. Las cifras oficiales de las incautaciones de cocaína hablan por sí mismas 
del claro y sistemático fracaso de las políticas del Estado guatemalteco contra el tráfico ilícito 
de drogas (juicio que, ciertamente, puede aplicarse a todos los Estados de la región 
mesoamericana). Pero aún así, sin embargo, no debe ponerse al margen que las incautaciones 
de cocaína efectuadas por el MINGOB durante este siglo sobrepasan por mucho las 
incautaciones de otro tipo de sustancias controladas como la marihuana, la heroína y la 
efedrina (véanse infra, gráficas 7, 8 y 9). 
 
Gráfica 6: Cocaína incautada en territorio guatemalteco durante los años 2001-2013 (en kilos) 

 

 

Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Ministerio de Gobernación. 
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Gráfica 7: Marihuana incautada en territorio guatemalteco durante los años 2001-2013  
(en cientos de miles de matas) 

 
Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Ministerio de Gobernación. 

 
Gráfica 8: Heroína incautada en territorio guatemalteco durante los años 2001-2013 (en kilos) 

 
Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Ministerio de Gobernación. 

 
Gráfica 9: Efedrina incautada en territorio guatemalteco durante los años 2001-2013 

 
Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Ministerio de Gobernación. 

4.18 3.71 7.10 10.74 6.95 1.56 
10.07 

108.17 

0.04 

87.08 

140.04 

12.49 
25.23 

2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013

21.17 

14.84 

0.00 
2.00 

17.28 

0.00 0.00 

9.00 

0.00 

20.86 

0.00 

13.00 

17.00 

2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013

0.00 

50.46 

103.50 

0.00 

17.00 

0.69 0.00 0.00 
6.81 

15.00 

100.45 

0.00 

2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013



INFORME ANALÍTICO SOBRE EL PROBLEMA DE LAS DROGAS EN GUATEMALA (VERSIÓN PRELIMINAR) 

 56 de 90 

 

Por otra parte, en lo que respecta a las vías o estrategias seguidas por los grupos 
narcotraficantes en Guatemala y generalmente en el istmo centroamericano, cabe destacar 
especialmente en los últimos años la vía del tráfico terrestre frente a las vías del tráfico aéreo y 
marítimo, particularmente desde Honduras75 y a través de los siguientes métodos (Meiners, 
Stephen, 2009: 3 y ss.; CACIF, FUNDESA, CIEN & Foundation G, 2011: 52 y ss.; ONNUD, 2012: 32 
y ss.; Beckley Foundation, 2013: 23): 1) El tráfico por tierra firme; 2) El tráfico marítimo en 
litoral a corta distancia; y 3) El tráfico aéreo de vuelos cortos. Estos métodos, cabe destacar, 
tienen en común que implican el transporte de pequeños cargamentos de droga mediante los 
que se reduce el riesgo de que mayores cantidades de droga sean incautadas por las fuerzas de 
seguridad, pero -lo que es muy importante subrayar aquí- también suponen presencia física 
activa de los cárteles mexicanos en los países centroamericanos (Meiners, 2009: 4; CACIF, 
FUNDESA; CIEN & Foundation G, 2011: 53); 2). 
 

Gráfica 10: Rutas del tráfico de cocaína en Guatemala 

 
Fuente: ONUDD (2012: 38) 

                                                
75

 Tal como lo subrayaba la ONNUD (2012: 37) hace dos años, es Honduras quien constituye “el punto de entrada 
más popular para la cocaína con dirección norte hacia Guatemala”. 
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Por último, la ONNUD explicitó recientemente las principales rutas del tráfico ilícito de drogas 
(y, específicamente, de la cocaína) en nuestro país, mismas que se plasman en la gráfica 
anterior. 
 

3. El consumo de drogas en Guatemala 
 
Ya hemos avanzado al inicio de este capítulo algunos datos relevantes sobre la situación del 
consumo de drogas en nuestro país desde un punto de vista comparativo con los países del 
istmo centroamericano y del hemisferio americano en general. Es el momento ahora de 
referirnos a lo que la información, datos y estadísticas nacionales puedan permitirnos ampliar, 
enriquecer, profundizar o actualizar al respecto. 
 
No obstante, el consumo de estupefacientes es otra de las áreas de la política de drogas del 
Estado de Guatemala en la que desafortunadamente brilla por su ausencia o falta de 
actualización la información y los datos estadísticos disponibles sobre los indicadores básicos, 
particularmente en lo que respecta a datos de nivel nacional  sobre el consumo de drogas lícitas 
e ilícitas. En el cumplimiento de su mandato, sin embargo, la Comisión fue informada en el mes 
de marzo de 2014 por las autoridades de SECCATID en cuanto a la realización de una encuesta 
de escolares a nivel nacional, la que se realiza actualmente en estos momentos y cuyos 
importantes resultados enriquecerán eventualmente el análisis presentado a continuación en 
este Informe. Con todo, pasaremos a exponer ahora algunos datos, estadísticas y puntos de 
vista que permitan abrir y explorar algunas líneas de análisis sobre los antecedentes recientes y  
la situación actual del consumo de drogas en Guatemala.76 
 
En principio, los únicos datos estadísticos de que disponen nuestras instituciones públicas sobre 
el consumo de drogas a nivel nacional son del año 1998, año en el cual se realizó el primer 
diagnóstico sobre escolares a nivel nacional en relación a este tópico en nuestro país. La 
iniciativa corrió por cuenta de la SECCATID con el apoyo de la Universidad John Hopkins y el 
estudio fue titulado “Encuesta Nacional DUSI, en población adolescente del nivel básico y 
diversificado de educación, sector público” (SECCATTID, 1998) 
 
El Estudio DUSI, llamado así por la utilización del instrumento denominado Inventario de 
Tamizaje Sobre Uso de Drogas (DUSI, por sus siglas en inglés), se aplicó durante septiembre de 
1998 a una muestra total de 7,307 jóvenes entre los 12 y 18 años de edad, de los ciclos básico y 
diversificado del nivel medio en el sector público de educación. De este modo, el Estudio logró 
obtener importantes datos de consumo de las distintas sustancias adictivas en Guatemala, así 
como acerca de su frecuencia e intensidad de uso, especialmente en relación con ocho áreas 
particulares que han sido identificadas como factores de riesgo y factores de protección 
asociados al consumo de aquellas sustancias (SECCATID, 1998: 3).  
 

                                                
76

 También puede consultarse al respecto la sistematización y análisis presentado por el estudio de la Oficina en 
Guatemala de la Organización Panamericana de la Salud/Organización Mundial de la Salud (2014, especialmente 
21 y ss.), el cual fue preparado específicamente en apoyo a esta Comisión y sobre el que volveremos más adelante.  
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A continuación, a fin de tener presente la situación del consumo de drogas en Guatemala hace 
poco más de 15 años, es conveniente transcribir aquí las principales conclusiones del Estudio 
DUSI de 1998 (SECCATID, 1998: 21): 
 
“1. Alcohol y tabaco son las drogas que con mayor frecuencia, consume la población 
comprendida entre los 12 y 18 años de edad, cursante del nivel medio de educación pública, a 
escala nacional.  
2. Los inhalables son los que presentan menor grado de consumo dentro de la población 
encuestada.  
3. Los individuos de sexo masculino son los que presentan el mayor porcentaje de consumo 
para todas las drogas estudiadas, en el sexo femenino, la droga con mayor índice de consumo 
son los tranquilizantes, seguido de los estimulantes y el alcohol. Para los hombres lo es la 
marihuana seguido del tabaco y cocaína.  
4. Las edades predominantes de inicio de consumo para todas las drogas se encuentran entre 
los 15 y 18 años.  
5. Para los grupos de 11 a 14 años, las drogas de primer consumo con mayores porcentajes, son 
los estimulantes, el tabaco y el alcohol, seguido por los inhalables, tranquilizantes, marihuana y 
cocaína.  
6. Para los grupos de 15 a los 18 años las drogas de primer consumo con mayores porcentajes, 
son la marihuana, la cocaína y el alcohol, seguidos por los tranquilizantes, estimulantes, tabaco 
e inhalables.  
7. En la población estudiada se observa que la agresividad, los trastornos psicológicos, 
problemas familiares, salud deficiente, problemas escolares, la presión de grupo, amigos con 
problemas personales y consumo de drogas en la familia, son factores de riesgo cuya incidencia 
experimenta un incremento progresivo, conforme aumenta el índice de severidad adictiva en 
las diferentes escalas.  
8. De acuerdo a lo encontrado en relación a los factores de riesgo y el consumo de diferentes 
drogas, fue posible identificar las siguientes asociaciones más frecuentes:  

 Agresividad y problemas familiares con el consumo de cocaína y marihuana. 

 Presión de grupo y amigos con problemas personales, con el consumo de cocaína y 
marihuana.  

 Jóvenes que tienen pares con problemas escolares o personales, con el consumo de 
marihuana y cocaína.  

 Jóvenes con trastornos psicológicos, con el consumo de tranquilizantes, marihuana y 
estimulantes.  

 El reconocimiento de problemas de salud, con el consumo de cocaína y tranquilizantes.  
9. La tenencia de amigos con problemas personales está más relacionado con el consumo de 
marihuana, cocaína é inhalables.  
10. El consumo de drogas en la familia es significativo como predisponente al consumo de 
drogas por parte de los jóvenes.  
11. De los 20 departamentos estudiados, en un total de 12 (60%), se reconoce el uso de todas 
las substancias adictivas estudiadas”.  
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Cabe destacar que, tras el Estudio DUSI de 1998, otro estudio que arrojó resultados valiosos 
para el análisis de la situación del consumo de drogas en nuestro país fue la “Primera Encuesta 
Nacional en Hogares sobre Salud, Consumo de Alcohol, Tabaco y Otras Sustancias Adictivas”, la 
cual se realizó en el año 2005 utilizando la metodología SIDUC (Sistema Interamericano de 
Datos Uniformes sobre el Consumo de Drogas) y tuvo una muestra de 4,899 casos en 29 
municipios del área urbana con una población superior a los 30,000 habitantes, 
correspondientes a 17 departamentos del país. El 41% de los encuestados fueron hombres y el 
59% fueron mujeres. 
 
Entre los resultados más importantes de esta Encuesta destaca la confirmación de que “el 
alcohol es la droga lícita de mayor consumo seguida del tabaco. El consumo de drogas en 
general, es más elevado en el grupo de los hombres comprendidos en las edades de 19 a 25 
años (17.90%); en el caso de las mujeres el grupo de mayor prevalencia es el comprendido 
entre 45 a 65 años (6.55%); aumentando las prevalencias en la medida que los entrevistados 
manifestaron tener más años de escolaridad” (SECCATID, 2009: 13). Asimismo, la Encuesta 
estableció que el consumo de las drogas ilícitas era “bastante bajo” para la población general 
(SECCATID, 2009: 14). Al respecto, en el estudio preparado por la Oficina de la Organización 
Panamericana de la Salud/Organización Mundial de la Salud en Guatemala en apoyo específico 
a esta Comisión, se comenta esta Encuesta señalando: “Los resultados  muestran un consumo 
de alguna droga ilícita en el último año igual a 0,33%. A la marihuana corresponde una 
prevalencia de 0,12% en tanto que a la cocaína una igualmente baja de 0,13%. No se registró 
consumo anual de crack u otras drogas por lo cual, a juzgar por estos datos, la utilización 
reciente de drogas ilegales constituye eventos más bien raros en el nivel de la población 
general. Las diferencias entre hombres y mujeres son muy grandes, pero el número de casos 
positivos es tan bajo que la tarea de efectuar alguna comparación resulta estéril desde el punto 
de vista estadístico” (OPS/OMS Guatemala, 2014: 24). 
 
Como referencia reciente para el análisis del consumo de drogas en nuestro país pueden 
considerarse también -con las limitaciones metodológicas que ello conlleva- algunos hallazgos 
relativos a la Línea de Crisis 1545 que opera desde hace varios años atrás el Patronato Pro 
Rehabilitación del Drogadicto. En tal sentido, el informe más reciente (2012) indica que durante 
el año 2011 el mayor número de llamadas correspondieron en 37% al departamento de 
Guatemala, seguido muy lejanamente por El Peten (7%), Alta Verapaz (6.4%), San Marcos 
(5.5%) y Jutiapa (5%). El mayor número de casos atendidos obedeció al alcohol (56.5%), seguido 
de lejos por tabaco (23%), marihuana (20%) y cocaína (17%). El mayor número de llamadas fue 
realizado por personas ubicadas en el rango etario de 20 a 29 años de edad (47%) y, más 
lejanamente, por personas de 30 a 39 años (21%) y de 10 a 19 años (18%), registrándose un 
mayor porcentaje de llamadas de hombres que de mujeres.  
 
Por último, respecto del consumo de drogas lícitas, para cuyo análisis nos apoyamos en el 
referido estudio de la Oficina de OPS/OMS en Guatemala (2014: 26 y ss.), conviene destacar 
que el consumo de alcohol en nuestro país “es característico de países que aunque cuentan con 
un consumo por habitante bajo, exhiben problemas de morbilidad y mortalidad significativos, 
los cuales muchas veces se asocian con la presencia de episodios de ingesta excesiva más que 
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en una ingesta consuetudinaria baja o moderada de bebidas alcohólicas (como sucede en 
culturas de tradición vitivinícola) (OPS/OMS Guatemala, 2014: 26).  
 
Más específicamente, según un estudio reciente de la Organización Mundial de la Salud (WHO, 
2014: 154 y 291), el consumo per cápita de alcohol asciende a 3,8 litros de alcohol absoluto, 
encontrándose nuestro país por debajo del promedio mundial y muy por debajo del nivel 
regional. No obstante, se ha llamado la atención sobre que “la situación local muestra 
elementos que hacen suponer niveles de ingestión sumamente elevados en sectores de 
población característicamente masculinos, al punto que se refiere para el país una calificación 
de cuatro puntos en una escala de uno a  cuatro, donde dicho valor es indicativo de un mayor 
consumo de riesgo” (OPS/OMS Guatemala, 2014: 26), lo cual guarda relación con los 
argumentos de quienes sostienen que el país tiene una de las tasas más elevadas de muertes 
directa o necesariamente asociadas con alcohol, a saber: 22,3 muertes por 100,000 habitantes, 
a diferencia de países como Colombia con 1,8; Argentina con 4,0; Venezuela, 5,5; y Costa Rica 
5,8.  
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VIII. Daños e impactos del problema de las drogas en Guatemala 
 
No existen políticas públicas cuyo diseño e implementación sea perfecta, esto es, cuya 
formulación y ejecución conduzca plenamente al logro de los objetivos y resultados trazados, 
sin que al mismo tiempo se produzcan efectos y costos secundarios o colaterales no 
intencionados que, a su vez, generan nuevos problemas que aquellas políticas -con sus 
estrategias, intervenciones y acciones concretas- alimentan y reproducen inevitablemente.  
 
En esta línea, el problema de las drogas, como cualquier otro problema público, conlleva costos 
de diferente índole, tipo y magnitud que son asumidos e impactan directa o indirectamente en 
las sociedades y las personas. Pero también existen los costos que derivan de determinadas 
políticas que abordan el problema de las drogas, como las inspiradas en el modelo 
prohibicionista. En las siguientes páginas mostraremos algunos de los principales daños e 
impactos del problema de las drogas en Guatemala, especialmente los relacionados de manera 
directa y colateral con la hegemonía que las políticas de reducción de la oferta de drogas han 
tenido históricamente en nuestro país.  
 
Antes de ello, sin embargo, es conveniente señalar algunos otros puntos relevantes sobre este 
mismo tema en el contexto internacional, mismos que ayudarán a comprender las razones de 
peso que explican el auge y fortalecimiento progresivo del movimiento global de la reforma de 
la política de drogas frente al prohibicionismo imperante. 
 
En tal sentido, debe subrayarse inicialmente que -desde una perspectiva global- los costos que 
asumen y sufren los diferentes países en el marco del sistema internacional de fiscalización de 
drogas no son necesariamente los mismos en todos los casos. La distinción entre “países 
primordialmente productores”, “países primordialmente de tránsito” y “países 
primordialmente consumidores” resulta muy provechosa para arrojar luces sobre las asimetrías 
que existen entre los distintos países  frente al problema de las drogas. 
 
El siguiente argumento es clave al respecto:77 En un mundo donde las sustancias psicoactivas 
no estuviesen prohibidas y fuese legal su producción, tráfico, comercialización y consumo, los 
costos económicos, sociales y de salud tendrían que ser asumidos por los países 
primordialmente consumidores. Sin embargo, en nuestro mundo actual ese tipo de sustancias 
se encuentran prohibidas en función de convenios internacionales que fueron promovidos por 
los países primordialmente consumidores y a los cuales se encuentran sujetos u obligados los 
países primordialmente productores y los  países primordialmente de tránsito.  
 
En efecto, han sido los países primordialmente consumidores quienes han definido la política 
global de drogas con el fin principal de disminuir los costos asociados al consumo de drogas en 
sus propias sociedades. Esta política global, que se basa en la prohibición de la producción, 
tráfico, comercialización y consumo de drogas, obliga a los países primordialmente productores 

                                                
77

 Este argumento, que aquí sintetizamos y reformulamos por nuestra cuenta, ha sido desarrollado por el experto 
colombiano Daniel Mejía en su prólogo a Inkster y Comotti (2013). Véase también Mejía y Restrepo (2014). 
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y a los países primordialmente de tránsito -por ejemplo, Guatemala- a implementar 
esencialmente políticas de reducción de la oferta (erradicación de cultivos ilícitos, interdicción 
de cargamentos, persecución penal de organizaciones narcotraficantes, etc.), con el fin de que 
se reduzcan los flujos de drogas hacia los países consumidores -por ejemplo, los Estados Unidos 
de América- y que, en todo caso, las drogas que logren llegar a sus destinos tengan unos precios 
más elevados. Expresada de manera simple, la fórmula del modelo prohibicionista es 
justamente esta: con menos oferta de drogas y con precios más elevados, se reduciría el 
consumo de drogas y también disminuirían los costos que tienen que pagar los países 
consumidores 
 
Una de las cuestiones de fondo que pesan sobre el modelo prohibicionista es, por tanto, que a 
través del mismo los países primordialmente consumidores transfieren una parte importante 
de los costos de los problemas asociados al consumo de drogas a los primordialmente 
productores y de tránsito. El modelo prohibicionista está orientado pues a favorecer los 
intereses específicos de los países donde prevalecen altos niveles de consumo de drogas. Y ello 
explica a la vez el fuerte interés de estos países en proporcionarles subsidios, ayudas 
financieras y en especie a los países primordialmente productores y de tránsito para que 
implementen políticas de reducción de la oferta de drogas (por ejemplo, hoy en día para 
Guatemala y la región mesoamericana: la Iniciativa Mérida, ahora Iniciativa Regional de 
Seguridad para América Central –CARSI, por sus siglas en inglés).  
 
Ahora bien, otra de las objeciones de fondo sobre el modelo prohibicionista es la relacionada 
con los graves efectos y costos colaterales no intencionados que han supuesto o implicado las 
victorias parciales que se han obtenido en Colombia y México durante los últimos años frente a 
las organizaciones narcotraficantes, viéndose afectada sobre todo la región centroamericana. 
Ya nos hemos referido anteriormente en este Informe al “efecto globo”, al “efecto cucaracha” y 
a la “diáspora criminal” como importantes fenómenos que explican -al menos en parte- la 
situación grave de violencia y criminalidad en países como Guatemala durante los últimos años. 
 
Pero estos costos tampoco se limitan al ámbito de la seguridad en sentido estricto; el 
narcotráfico -que no es sino un fenómeno que resulta o deriva de la naturaleza y fines del 
modelo prohibicionista- también ha generado corrupción a nivel público y privado y ha 
financiado campañas políticas, además de implicar que los países productores y de tránsito 
deban invertir importantes sumas de fondos públicos para implementar distintas políticas de 
reducción de la oferta de drogas, sacrificándose o reduciéndose así las inversiones en otras 
áreas importantes del gasto público como la salud y la educación. Estos importantes efectos y 
costos colaterales no intencionados, como tendremos oportunidad de mostrar a continuación, 
no son sólo globales o regionales sino que también han impactado gravemente en perjuicio de 
nuestro país y constituyen otro motivo para que la reforma de nuestra política nacional de 
drogas sea inspirada por una visión alternativa a la del prohibicionismo, esto es, por una visión 
en la que se conjuguen el enfoque de salud pública, la integralidad y el equilibrio de las políticas 
de reducción de la oferta y la demanda, así como el respeto de los derechos humanos. 
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En realidad, el modelo prohibicionista ha fallado y tenido altísimos daños y costos para todos 
los países involucrados, pero especialmente para países como Guatemala y los países 
primordialmente productores y de tránsito. Un autor poco sospechoso de ser 
antiestadounidense, como el laureado Premio Nobel de Economía Gary Becker (2012), ha 
expresado con claridad y contundencia que la “Guerra contra las Drogas” iniciada por el 
Presidente Nixon no ha sido sólo un desastre económico para los Estados Unidos de América 
sino también un desastre para los países latinoamericanos por los altos costos sociales que ha 
implicado, razón por la cual tiene mucho sentido y urgencia para nuestros países la búsqueda 
de nuevos modelos y políticas alternativas frente al problema de las drogas. 
 
Por último, cabe referir que una de las críticas más relevantes en los últimos años hacia el 
prohibicionismo como modelo predominante de política de drogas a nivel global ha provenido 
de la Comisión Global de Políticas de Drogas, la cual en fecha reciente ha sintetizado clara y 
contundentemente los principales costos generados por el modelo prohibicionista, a saber 
(Comisión Global de Políticas de Drogas, 2014: 14-15):  
 
“La comunidad internacional está más lejos que nunca de un ‘mundo libre de drogas’. La 
producción, la oferta y el consumo mundial de drogas continúa en aumento pese a los 
crecientes recursos destinados a la represión”. 
 
“El régimen represivo de la droga fomenta el delito y aumenta los riesgos sanitarios derivados 
del consumo, en particular entre los más vulnerables. Esto se debe a que la producción, el 
transporte y la venta minorista de las drogas está en manos de organizaciones criminales y se 
penaliza a los usuarios de drogas, en lugar de brindarles asistencia”.  
 
“Los abordajes punitivos de las políticas de drogas socavan gravemente los derechos humanos 
en cada región del planeta. Ellos provocan la erosión de las libertades civiles y de las garantías 
de un juicio justo, la estigmatización de individuos y grupos —particularmente de las mujeres, 
los jóvenes y las minorías étnicas— e imponen penas abusivas e inhumanas”. 
 
“En lugar de reducir el delito, las políticas de drogas represivas lo fomentan activamente. El alza 
de los precios de las drogas ilícitas ofrece incentivos para que los grupos criminales se 
incorporen al tráfico para que los grupos criminales se incorporen al tráfico, y lleva a algunas 
personas drogodependientes a delinquir para financiar su consumo”. 
 
“Las organizaciones criminales involucradas en la producción y el tráfico de drogas prosperan 
en regiones vulnerables, afectadas por el conflicto y el subdesarrollo, y donde se explota con 
facilidad a la población. Hay consenso de que la corrupción, la violencia y la inestabilidad que 
generan los mercados de drogas sin regulación son una amenaza para la seguridad y el 
desarrollo”. 
 
“Cada año se utilizan miles de millones de dólares en la represión de las drogas. Si bien esto 
beneficia a la industria de la defensa, conlleva costos secundarios desastrosos, tanto financiera 
como socialmente”. 
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Tras lo anterior, se presentarán a continuación algunos datos y análisis respecto a algunos de 
los más sobresalientes daños e impactos directos y colaterales que el problema de las drogas y 
la implementación hegemónica de políticas de reducción de la oferta ha ocasionado en nuestro  
país durante los últimos años. 
 

1. Asociación de la violencia homicida con la narcoactividad 
 
En cuanto a la interrelación entre la violencia homicida y la narcoactividad, iniciamos nuestro 
análisis en el plano internacional. 
 
Así, la siguiente gráfica muestra a 131 países del mundo ubicados según su tasa de homicidios y 
su nivel de desigualdad en el ingreso, y se distinguen los países productores y de tránsito ilícito 
de drogas (en rojo) según agencias del Gobierno de los Estados Unidos de América, de los que 
no son considerados como tales (en verde). 
 

Gráfica 11: Violencia homicida versus desigualdad en el ingreso a nivel mundial, año 2012. 

 
Fuente: Elaboración propia a partir del Bureau for International Narcotics and Law Enforcement 

Affairs (faltan Belice, Bahamas y Myanmar) y del Global Study on Homicide (UNODC, 2013). 
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Lo que se observa en la gráfica anterior es que no todos los países productores o de tránsito 
ilícito de drogas sufren de altas tasas de violencia homicida (8 de 19 incluidos no lo son), 
mientras que 25 países violentos (es decir, que tienen una tasa de dos dígitos en violencia 
homicida) no son considerados como amenaza por EE.UU. en el tema de drogas. Lo que tienen 
en común los 36 países violentos aquí analizados es un alto nivel de desigualdad en el ingreso 
medido por el Índice de Gini (por arriba del promedio de la OCDE, excepto Etiopía); y, además, 
casi todos los países no productores violentos son africanos, excepto Brasil y Paraguay.  
 
Por otro lado, de los 8 países productores o de tránsito ilícito de drogas que no son violentos 
(es decir, que tienen una tasa de violencia homicida de un solo digito), los 4 de Asia tienen un 
bajo nivel de desigualdad en el ingreso, mientras que los 4 de América tienen un alto nivel 
(Bolivia, Costa Rica, Haití y Perú).  De este modo, para establecer si hay alguna asociación entre 
ser un país violento y ser un país productor o de tránsito ilícito de drogas se puede aplicar un 
simple test estadístico de tabla de contingencia, el cual nos muestra que sí hay asociación 
estadísticamente significativa, aunque no necesariamente causal: es más probable que un país 
que no sea productor o de tránsito ilícito de drogas tenga tasas de violencia homicida de un 
solo dígito. A la inversa, es más probable que un país productor o de tránsito ilícito de drogas 
tenga tasas de violencia homicida de dos dígitos. Véase al respecto la siguiente tabla: 
 

Tabla 5 
 

 
Fuente: Elaboración propia 

 
De este modo, de los 22 países etiquetados por las agencias del Gobierno de los Estados Unidos 
de América como una amenaza, ya sea por la producción o por el tránsito ilícito de drogas, 17 
son de América Latina y el Caribe mientras que los 5 restantes son de Asia. Por otro lado, el 
efecto regional sobre la violencia es bastante fuerte (Bahamas y Belice son violentos, y también 
lo son Brasil y Paraguay, aunque estos dos últimos no están en el listado de los Estados Unidos 
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de América.78  En definitiva, en América Latina y el Caribe podría haber una interacción entre 
desigualdad en el ingreso y la narcoactividad -como una forma “fácil” (en realidad muy 
arriesgada, pero demasiado rentable)- u otras modalidades de la delincuencia organizada para 
ascender en la jerarquía social, lo cual explicaría en buena medida los altos niveles de violencia 
homicida en la región latinoamericana y, especialmente, en el istmo centroamericano.79  
 
Tras lo anterior, prosigamos ahora nuestro análisis de la interrelación entre la violencia 
homicida y la narcoactividad en el plano nacional. 
 
En principio, debe aclararse que los registros administrativos que generan las entidades del 
Estado a cargo de la seguridad y justicia no son suficientes hoy en día para evaluar la 
interrelación entre la narcoactividad y la violencia homicida. Así, no existe información precisa a 
nivel de los municipios del país respecto a sus actuales niveles de tránsito, producción y 
consumo de drogas, ni mucho menos respecto a la evolución de dichos fenómenos a lo largo 
del tiempo, todo lo cual dificulta el análisis estadístico a nivel geográfico de la interrelación 
entre la narcoactividad y la violencia homicida.  
 
Del mismo modo, tampoco existe actualmente en el Ministerio de Gobernación una 
metodología apropiada para distinguir entre homicidios derivados o asociados a la delincuencia 
organizada en general y, por otro lado, al narcotráfico o la narcoactividad en particular.80 Las 
estimaciones de que dispone actualmente el Ministerio pueden ser cuestionadas por caer en la 
falacia ecológica, pues se asume que en municipios etiquetados como “narco-municipios” la 
violencia registrada en los mismos es ocasionada únicamente por la narcoactividad. Este 
argumento circular no contribuye a la comprensión de este fenómeno y, por lo tanto, esta 
Comisión pone en duda la afirmación de la Unidad de Análisis de Información Estratégica 
respecto a que “el 45% de los homicidios tienen algún tipo de relación con el narcotráfico.” 
 
No obstante lo anterior, para aproximarnos al fenómeno de alguna manera, utilizamos aquí los 
datos a nivel municipal de la Policía Nacional Civil sobre las detenciones relacionadas 
directamente con el narcotráfico que fueron realizadas durante el período 2009-2013. 
Asumimos al efecto que la tasa de detenciones ajustada por población de cada lugar es 
proporcional al nivel de la narcoactividad, pues a mayor actividad relacionada con drogas hay 
más probabilidades de que alguien sea capturado. A partir de ello, graficamos el 
correspondiente nivel de violencia en cada municipio y obtenemos la siguiente gráfica con la 
distinción de aquellos lugares con mayoría de población indígena (en rojo) y aquellos con 
                                                
78

 Un análisis previo, realizado como insumo para esta mismo informe y utilizando data de ONUDC, muestra que 36 
de 44 países de América Latina y el Caribe pueden ser considerados como violentos según el criterio de la OPS-
OMS (una tasa de dos dígitos, es decir, superior a 9.99 homicidios por cada 100 mil habitantes).  
79

 El análisis precedente deberá ser afinado con cantidades estimadas de drogas ilícitas producidas o traficadas 
para cada uno de los 22 países así etiquetados por los EE.UU. Además deberá ser contrastado con las 
clasificaciones de ONUDC a nivel mundial, pues sabemos para el mercado  europeo de consumo de drogas hay 
otros países de tránsito que no son violentos. 
80

 La Policía Nacional Civil (PNC) únicamente califica 17 homicidios como relacionados con el narcotráfico, de un 
total de 9 mil 429 ocurridos entre enero 2011 y septiembre 2012 (21 meses) y no es posible determinar el móvil 
del crimen de 2 mil 886 homicidios para los que no existe alguna hipótesis policial. 
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población mayoritariamente no indígena (en verde), pues sabemos que la variable étnica 
resulta muy importante a la hora de explicar la geografía de la violencia homicida en nuestro 
país: 
 

Gráfica 12: Violencia Homicida 2013 versus personas detenidas por narcoactividad,  
años 2009-2013. 

Fuente: Elaboración propia a partir de datos de la Policía Nacional Civil sobre detenidos (2009-
13) y homicidios (2013). Nota: El trazo negro es la curva que mejor se ajusta a toda la data 
nacional, sin distinguir entre municipios por etnicidad.  
 
En tal sentido, la correlación entre la tasa de homicidios y la tasa de detenidos de los municipios 
analizados es estadísticamente significativa aunque no muy fuerte (coeficiente de correlación 
de 30). Pero como sabemos: la correlación no implica causalidad. Podría haber una tercera 
variable que explique el movimiento de ambas variables. Por su parte, la variable étnica 
(porcentaje de población indígena) tiene un coeficiente de correlación mucho más alto (72).81  
 
 

                                                
81

 Cuando se incluyen ambas variables independientes en modelos econométricos la significancia estadística de la 
tasa de detenidos desaparece, es decir, cuando el efecto de la misma se controla por la variable étnica. Se ensayó 
aquí con un modelo de regresión lineal y con otro de regresión binomial negativa.  
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En el caso de los municipios violentos, que en su gran mayoría son del oriente del país y con 
población predominantemente no indígena, la correlación entre violencia homicida y tasa de 
detenidos pierde significancia estadística: para cualquier nivel de tasa de detención se 
encuentran altos niveles de violencia homicida. Para los municipios indígenas, en contraste, sí 
existe correlación estadísticamente significativa (coeficiente de correlación 38). Aunque para 
cada nivel de detención, la tasa de violencia homicida es menor a la observada en el caso de los 
municipios no indígenas.  
 
Como puede observarse en la siguiente gráfica, en los municipios con mayoría de población 
indígena generalmente se observan tasas de violencia homicida y de detención por 
narcoactividad más bajas que las que se presentan en los municipios con mayoría de población 
no indígena.  
 
Gráfica 13: Violencia Homicida versus personas detenidas por narcoactividad, según etnicidad 

predominante en el municipio. Años 2009-2013. 
 

 
Fuente: Elaboración propia a partir de datos de la Policía Nacional Civil. 
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2. Infiltración del narcotráfico en el sistema político e institucional 
 
Como se mencionó anteriormente en este Informe, los nexos entre narcotráfico y el sistema 
político e institucional de los países latinoamericanos han quedado expuestos en más de una 
ocasión, tanto a nivel del poder central o del Ejecutivo como del Legislativo y del Judicial, 
además del poder local, teniendo nuestro país sus propias muestras o ejemplos que aportar al 
respecto desde la década de los noventa hasta los años más recientes.  
 
Y sin embargo, cabe anotar también que la relación entre sistema político y narcotráfico en 
nuestro país, al igual que algunos otros puntos abordados en este Informe, se encuentra en el 
ámbito de lo desconocido. Los pocos casos demostrados de vínculos entre narcotraficantes, 
políticos y funcionarios no son suficientes hasta ahora para hacer una descripción 
medianamente precisa de la influencia que los narcotraficantes de alto nivel tienen en la toma 
de decisiones del Estado, o sobre cómo los funcionarios públicos influyen en el 
comportamiento de estos criminales. Hay que señalar, además, que en este Informe se intenta 
analizar específicamente a los grupos relacionados con la narcoactividad, aún y cuando se 
utilicen modelos conceptuales que valen para todo tipo de delincuencia organizada (de hecho, 
salvo por el tipo de actividad específica que desarrollan, es muy difícil diferenciar entre tipos o 
clases de delincuencia organizada).  
 
Debe señalarse también que hasta ahora la CICIG no ha aportado un análisis sistemático de esta 
relación (es sabido que desarrolla actualmente un informe en esta materia) y los casos de alto 
impacto que ha manejado el Ministerio Público en la mayoría de las ocasiones dependen de 
procesos abiertos en Estados Unidos y que son poco conocidos en Guatemala, y que no han 
implicado directamente a cargos públicos de nuestro país en los años recientes. 
  
De hecho, desde los años noventa hasta nuestros días destacan el caso de Arnoldo Vargas, 
Alcalde Municipal de de  Zacapa, a finales de los años ochenta; el de algunos militares en activo 
como el Teniente Coronel Carlos Ochoa Ruiz a inicios de los años noventa; y el de varios ex-jefes 
del Servicio de Análisis e Información Antinarcótica como el Comisario Adán Castillo, así como 
el caso del ex-diputado Manuel Castillo en este siglo, sin dejar de lado también a funcionarios 
del Ministerio Público y del Organismo Judicial (López, 2010: 10-20, 24 y ss.). Pero fuera de lo 
significativo de estos procesos no se tienen evidencias suficientes para establecer un modus 
operandi general acerca de la relación narcotraficantes, políticos y funcionarios. En esta línea, 
ideas como la “captura del Estado” o conceptos como “cooptación” o “reconfiguración 
cooptada del Estado” se utilizan y repiten profusamente pero no han llegado hasta ahora a 
sobrepasar la evidencia anecdótica en la mayoría de los casos cuando se habla de Guatemala.82  
 
Como se ha argumentado en este Informe, existe desde el origen del tráfico ilícito de drogas en 
nuestro país una relación inevitable entre los grupos narcotraficantes y las estructuras 
                                                
82

 Los aportes existentes en esta materia son interesantes y útiles para la comprensión del fenómeno aquí 
analizado, pero no manejan evidencia basada en procesos judiciales o investigaciones de prensa que demuestren 
influencia de los grupos narcotraficantes en la toma de decisiones políticas, como sí ocurre ya en Colombia o 
México (véase al respecto Garay, Luis Jorge, Isaac de León-Beltrán y Eduardo Salcedo-Albarán, 2010). 
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estatales. Pero a la hora de analizar las relaciones entre la esfera delictiva organizada y la 
pública hay que entender que los vínculos que se establecen entre criminales y políticos son 
dinámicos y que unos u otros pueden indistintamente predominar entre ellos (Flores Pérez, 
2009: 108). Dependerá por tanto del análisis de cada situación concreta el comprender la 
naturaleza de esa relación. Pero también carecemos hoy en día en nuestro país de este tipo de 
conocimientos que nos permitan mayor perspicacia y profundidad al analizar este tema. 
 
Flores nos arroja luz sobre la forma en la que nos debemos aproximar al estudio de la relación. 
Refiriéndose a un autor seminal en la materia llamado Godson dice: “…el tipo y los alcances del 
nexo político-criminal depende en buena medida de la dimensión de las operaciones delictivas 
que se realicen: un grupo local de contrabandistas, por ejemplo,  puede requerir apoyo de la 
estructura local de seguridad y justicia, pero tener escaso contacto con sus contrapartes 
institucionales a nivel nacional” (Flores Pérez, 2009: 108). 
 
¿Qué clase de acciones buscan los narcotraficantes guatemaltecos y extranjeros de parte del 
Estado? Al contrario que otros grupos de presión legales que también intentan influir en las 
decisiones públicas, o de actores ilegales que requieren de grandes apoyos dentro de las 
estructuras de toma de decisión (como las estructuras que han venido actuando por años 
dentro del sistema penitenciario, por ejemplo), los narcotraficantes requieren 
fundamentalmente que los agentes estatales miren hacia otro lado, es decir, que dejen 
tranquilamente que la droga siga su ruta hacia el Norte.  
 
Así, sea cual sea hoy en día el grado de infiltración del narcotráfico en la política guatemalteca, 
no parecen ser estructuras con una agenda política definida respecto a la mayor parte de 
cuestiones que afectan al gobierno de la cosa pública (ni en políticas fiscales, administrativas, 
educativas, de salud e incluso de seguridad). Los operadores políticos de estos grupos deberán, 
por tanto, competir en un ambiente poliárquico donde muchos otros grupos intentar influir. 
 
El modelo de comprensión del fenómeno que se utiliza aquí es el mismo que se aplica a todo 
tipo de grupos de presión. A través del financiamiento de partidos políticos, los grupos de 
narcotráfico intentarían tener influencia sobre personas y partidos en diversos niveles de 
gobierno. En casos muy puntuales, como los mencionados anteriormente (Vargas, Castillo), 
actores del narcotráfico entrarían en cargos de elección de manera directa y personal, mas no 
se tienen evidencias de que esto sea hoy en Guatemala una práctica generalizada. Debemos, 
por tanto, asumir que la influencia de los grupos narcotraficantes la ejercen a través de ciertos 
operadores políticos de los que demanda especialmente ciertas acciones de protección y 
traslado de información concerniente a sus actividades.  
 
Naturalmente, esto tiene implicaciones en la relación que los criminales van a establecer con 
sus contrapartes en el gobierno. La primera es que no va a existir una relación de perfecta 
subordinación. La negociación será continua y la coordinación se dará en la medida en que los 
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intereses de unos y otros se vean alineados.83 La segunda es que la financiación, la amenaza o la 
extorsión no siempre son efectivas. Como en toda competencia política: se puede ganar o 
perder, volviendo a la naturaleza dinámica de las relaciones.  
 
Por regla general la infiltración del narcotráfico en el sistema político e institucional se da con 
mayor intensidad y primordialmente a nivel local. No significa esto que su influencia en el 
sistema de justicia o en los cuerpos y fuerzas de seguridad del Estado sea desdeñable, pero 
ciertamente el nivel más cercano con el que se encuentran los grupos criminales dedicados al 
narcotráfico es el municipal. Ciertamente, la enorme cantidad de dinero y recursos que 
manejan estos grupos hace especialmente vulnerables a las alcaldías y municipios que se 
encuentran dentro de su zona. Las escasas aproximaciones académicas que existen 
actualmente en esta materia se destacan por medir las percepciones de la población más que 
por investigar evidencias sobre cómo operan estos grupos. 
 
En esta línea, en el interesante estudio de Espach et al (2011) se arribó a dos importantes 
conclusiones sobre la relación que el sistema político local mantiene con grupos 
narcotraficantes en tres comunidades fronterizas del país. La primera conclusión es que las 
estructuras del narcotráfico son actores siempre importantes, pero varían en relevancia 
dependiendo de la fuerza que otros actores tengan en la región. Si existe capital social en forma 
de tejido empresarial y sociedad civil el comportamiento y la influencia de los narcotraficantes 
se verán mermados y el sistema político actuará como un intermediador más que como un 
súbdito. Pero si no existen esos actores o pesan en menor medida, la influencia será mayor y la 
infiltración más profunda.  
 
Y la segunda conclusión es que, lejos de enfrentar a la población a nivel local, los 
narcotraficantes intentan ganar legitimidad entre los pobladores. Así, cumplen funciones de 
seguridad y asistencialismo que les dan un reconocimiento paralelo, evidente en las 
manifestaciones públicas a favor de algunos narcotraficantes cuando han sido detenidos.  
 
Señalemos por último que la ausencia de información fidedigna a este respecto, como se ha 
argumentado repetidamente en este Informe, no implica que la relación entre narcotráfico y 
sistema político e institucional no exista, ni que ésta no sea grave. Al contrario, el profundo 
desconocimiento de esta relación también podría deberse a lo efectivas que han sido las 
organizaciones del narcotráfico en introducirse subrepticiamente y con impunidad dentro de 
nuestras instituciones públicas. Es por eso que tanto el periodismo nacional, como las 
instituciones encargadas de la persecución penal (incluyendo a la CICIG), así como la academia 
y centros de investigación, tienen un gran reto por delante para desentrañar si todo lo que se 
afirma acerca del poder político del narcotráfico en nuestro país es mito o realidad.  
 
 

                                                
83

 Es así como, por ejemplo, los operadores del narcotráfico dentro del Estado dejan tener un incentivo de 
proteger o ayudar a sus contrapartes criminales cuando el gobierno de los Estados Unidos de América aumenta la 
presión contra éstos; y, por eso, son factibles las extradiciones como política contra los grandes narcotraficantes.  
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3. Lavado de activos en la economía nacional 
 
Mucho se ha hablado en los últimos años acerca del impacto de la economía ilícita del 
narcotráfico en la región latinoamericana, particularmente en función de que es en la subregión 
andina donde se produce y luego se distribuye la cocaína hacia los mercados internacionales. Y 
es sabido, en esta línea, que el lavado de activos tiene dos funciones estratégicas principales 
para las organizaciones criminales y los grupos narcotraficantes en particular, a saber: proteger 
las actividades ilícitas de estos grupos mediante el ocultamiento de sus finanzas en la economía 
legal; y la reproducción económica de las ganancias ilícitas, aumentando su poder e influencia 
en la sociedad y la economía (Pontón, 2013: 148).  
 
Es sabido también que el lavado de activos, junto con la corrupción, la evasión, la extorsión, el 
secuestro y el fraude fiscal, entre otras actividades ilícitas de la delincuencia organizada, 
conforman la denominada “economía sumergida” o “economía no observada”, que 
metodológicamente resulta muy complicada de cuantificar y sobre la cual las cifras existentes 
pueden variar notablemente (Pontón, 2013: 148-149; PNUD, 2009: 7 y ss.). Y para el caso 
guatemalteco, cabe añadir, también son muy escasos los estudios sistemáticos que se han 
realizado al respecto. Sin embargo, la discusión pública de este impacto específico del 
narcotráfico en nuestro país exige tener al menos algunos puntos de partida en este Informe 
que permitan luego ampliar y profundizar los hallazgos que a continuación se exponen. 
 
En tal sentido, se destaca aquí inicialmente que Guatemala es un país con características 
económicas que facilitan el lavado de dinero por una parte y que lo limitan por otra: lo facilitan 
en la medida en que su economía informal es muy amplia y el sistema de control bancario es 
débil; lo limitan por su pequeño tamaño, sus lentas tasas de crecimiento y por el bajo desarrollo 
de su sistema financiero al lado de otros más cercanos,  como Panamá o Belice. De hecho, y 
aunque Guatemala fue considerada recientemente por los Estados Unidos de América dentro 
del listado de los principales países de lavado de dinero en el mundo (junto con países como 
Belice, México, Costa Rica, Panamá y los propios Estados Unidos de América), particularmente 
por ser una ruta de tránsito del dinero que retorna a Sudamérica como resultado de las 
operaciones de flujo de cocaína, no es considerado empero como un centro financiero regional 
(Bureau for International Narcotics and Law Enforcement Affairs, 2014b: 2, 111). 
 
La Ley contra el Lavado de Dinero u otros Activos opta por penar de manera amplia cualquier 
acto que no se atenga con la formalización de capitales, al establecer en su Artículo 1 que 
“cualquier delito” puede general el delito de lavado de dinero u otros activos. Así, el delito de 
lavado es un cajón de sastre donde caben desde la evasión de impuestos hasta la simulación de 
compras. Esto, ciertamente, hace muy difícil diferenciar el lavado que se deriva de la acción del 
narcotráfico de cualquier otro tipo de lavado proveniente de las actividades ilícitas de la 
delincuencia organizada. Aún así, recientemente se ha señalado que “de acuerdo a las agencias 
de aplicación de la ley, el tráfico de drogas, la corrupción y la extorsión son las fuentes 
primarias del lavado de dinero en Guatemala; sin embargo, el lavado de ingresos de otras 
actividades ilícitas, tales como el tráfico humano, de armas, el contrabando, el secuestro, la 
evasión fiscal y el robo de vehículos, es considerable” (Bureau for International Narcotics and 
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Law Enforcement Affairs, 2014b: 111). En esta línea, debe remarcarse, el incremento 
observable del lavado de dinero debido a las actividades del narcotráfico se habría gestado a 
partir de los años 2000-2003 en nuestro país (PNUD, 2009: 19).  
 
La supervisión y regulación de la Intendencia de Verificación Especial, así como la persecución 
penal del lavado de dinero, depende además del sistema de intermediación de personas 
obligadas,84 que son entidades en las que recae la responsabilidad de ejercer de fiscalizadores. 
Estas características, con todas las ventajas que pueda traer, hacen empero más difícil conocer 
de raíz la manera en la que se insertan en la economía nacional los beneficios concretos 
generados por el transporte de drogas hacia el Norte del hemisferio.   
 
Como fue señalado anteriormente, el valor de la cocaína al pasar por Guatemala ha sido tasado 
por organismos internacionales en unos cuatro mil millones de dólares anuales (ONNUD, 2012: 
43). Sin embargo, esta cifra puede llevar a engaño. En realidad, tenemos hoy en día poca 
información sobre cuánto del dinero derivado del narcotráfico se queda en Guatemala, mas con 
seguridad se trata de una cifra menor. El Reporte Mundial de Drogas 2010 (UNODC, 2010a: 79) 
estimaba entonces que aproximadamente esa misma cantidad referida (4,600 millones de 
dólares) le corresponde en beneficios a toda la cadena de transporte desde Colombia hasta la 
frontera con Estados Unidos. Sin que tengamos noción actual de las estimaciones concretas 
para Guatemala, incluso asumiendo el 10 por ciento de esas cifras, nuestro país parece estar en 
el rango de los cientos de millones de dólares al año derivados del negocio de la cocaína.  
 
Por otro lado, en los años recientes se ha incautado bienes provenientes del narcotráfico a 
través de la Ley de Extinción de Dominio por un valor poco menor a 20 millones de dólares en 
dos años (EFE, 2014). Sin duda alguna, esto supone un importante avance; pero si el negocio 
del transporte de las drogas genera hoy en día en Guatemala cifras multimillonarias anuales es 
un logro aún muy limitado, teniendo en cuenta que los bienes de los que hablamos fueron 
extinguidos a actores de primer orden en el narcotráfico nacional como Juan Alberto Ortiz 
“Chamalé” y “Guayo” Cano que transportaron droga en el país durante varios años.  
 
La realidad es que desde Guatemala, a través de la Intendencia de Verificación Especial y del 
Ministerio Público, apenas se han perseguido casos de lavado de alto impacto que hayan sido 
probados judicialmente como lavado de dinero del narcotráfico. La capacidad de generar 
inteligencia en las instituciones del país está seriamente mermada y también en este aspecto 
existe una gran dependencia de la información proporcionada por los Estados Unidos de 
América. El caso de Marllory Chacón Rossell es paradigmático en este sentido.  
 

                                                
84

 Bancos, cooperativas de ahorro y crédito, empresas de transferencias de fondos, aseguradoras, off-shore, 
empresas dedicadas a tarjetas de crédito, empresas de compraventa de vehículos automotores, financieras, 
promotoras inmobiliarias o de compraventa de inmuebles, casas de cambio, afianzadoras, comercio de Joyas, 
piedras y metales preciosos y casas de empeño. Las personas obligadas más importantes del sistema de denuncia, 
sin ninguna duda, son los bancos con más del 90% de los reportes de transacción sospechosa emitidos. 
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“Chacon Rossell encabeza una organización de narcotráfico y lavado de dinero con sede 
en Guatemala y con operaciones en Honduras y Panamá, que provee a los cárteles 
mexicanos de la droga”.  
 

Así declaraba un comunicado de la Oficina de Asuntos Públicos del Departamento del Tesoro de 
los Estados Unidos en enero de 2012. Las autoridades guatemaltecas no tenían ninguna noción 
de que esta persona estuviera involucrada en un esquema de lavado (Baires, 2012); y al día de 
hoy no se ha abierto en juzgado guatemalteco ningún proceso en su contra. Es el comunicado 
del Gobierno estadounidense el que hizo que las instituciones bancarias retirasen sus servicios 
a la persona mencionada sin que las autoridades guatemaltecas hayan podido demostrar falta 
alguna. 
 
Otro caso de impacto de lavado a gran escala es el de José Armando Llort y su relación con el 
narcotraficante Byron Berganza (Garay & Salcedo-Albarán, 2011). En este proceso, las 
instituciones guatemaltecas también obtuvieron información por una investigación llevada a 
cabo por el Gobierno de Estados Unidos, evidenciándose así la debilidad institucional y la 
dependencia que tiene nuestro país en esta materia. Llort, que fue Presidente del Crédito 
Hipotecario Nacional y actor político cercano al ex-Presidente Alfonso Portillo, habría lavado 
una gran cantidad de dinero proveniente de una red internacional de narcotráfico. Sin 
embargo, no se encontró en este proceso una evidencia clara de la relación entre política y 
narcotráfico. Tal y como dice el reporte citado, “al respecto, vale la pena señalar que el ex- 
presidente Portillo no aparece como partícipe directo en actividades de narcotráfico” (Garay & 
Salcedo-Albarán, 2011: 10). 
 

4. Capacidades institucionales en materia de la prevención, atención, tratamiento y 
rehabilitación de las personas usuarias y adictas a las drogas 

 
La política nacional de drogas de nuestro país, como ha sido argumentado a lo largo de este 
Informe, se ha enfocado de manera claramente prioritaria -si no exclusiva- en las políticas de 
reducción de la oferta, relegándose a un plano secundario las políticas relacionadas con la 
prevención, la atención, el tratamiento y la rehabilitación asociadas al uso de sustancias 
psicoactivas, las personas usuarias y las personas dependientes a las drogas, de modo que las 
capacidades institucionales de nuestro país en esta materia son hoy en día bastante débiles.  
 
Sobre la base de los principales análisis y resultados del estudio de la Organización 
Panamericana de la Salud/Organización Mundial de la Salud (2014), preparado en apoyo 
específico a esta Comisión, destacaremos a continuación algunos de los más importantes 
hallazgos y conclusiones al respecto:  
 
Dicho de manera enfática, la situación de las capacidades institucionales del sector salud en 
relación al problema de las drogas en nuestro país se encuentran hoy en día en una situación 
altamente deficitaria. Esto no debe resultar extraño en el sentido en que de hecho, de acuerdo 
a la CEPAL (2006), nuestro sistema nacional de salud padece -al igual que ocurre ciertamente en 
otros países de la región, en diversos grados- de varios problemas graves como la accesibilidad 
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a los servicios, la baja calidad de los servicios, la endeble sostenibilidad financiera, la carencia 
de recursos humanos suficientes y capacitados, así como de recursos tecnológicos y de 
infraestructura.  
 
Más concretamente, nuestro sistema nacional de salud acusa tres rasgos críticos (OPS/OMS, 
2014: 9): el retardo experimentado por la situación de salud al ser ésta comparada con la de 
otros países; la escasa dotación presupuestaria comúnmente asignada a salud, colocándose 
nuestro país entre los que menos recursos destinan; y el problema de la inequidad en el acceso 
a los servicios. En esta línea, una reciente evaluación del Ministerio de Salud Pública y 
Asistencia Social (2012) indicó que nuestro sistema de salud “se caracteriza por falta de  
integración, un cierto anquilosamiento y diversas limitaciones  de orden técnico administrativo 
que tienen como telón de fondo una atención de tipo biologista/curativa, reactiva y poco 
actualizada en relación con el crecimiento poblacional y la complejidad de la demanda. Su 
cobertura ha demostrado ser limitada, especialmente en las zonas rurales, junto con un 
debilitamiento del sistema de atención como un todo en virtud de existir limitaciones en la 
dotación del recurso humano, tecnológico y de infraestructura en los tres niveles de atención” 
(OPS/OMS, 2014: 11).  
 
Hoy en día, cabe agregar, el Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social cuenta con 4506 
establecimientos y 379 clínicas móviles. La mayor parte de estos establecimientos (72%) 
corresponde al primer nivel de atención, en tanto algo más de una cuarta parte al segundo 
nivel, por lo que al tercer nivel atañe, solamente un 1%. De hecho, debido a su lento desarrollo 
organizacional y su exigua dotación presupuestaria, el Ministerio no ha logrado asumir de 
manera plena a la fecha el papel de rector del sector salud que legalmente le corresponde 
(OPS/OMS, 2014: 13). 
 
¿Qué ocurre de manera específica con la salud mental? Guatemala no cuenta actualmente con 
legislación específica en esta materia, de modo que pese a las acciones gubernamentales al 
respecto “no hay un marco legal que establezca regulaciones y en consecuencia, tampoco, se 
pueden garantizar plenamente los derechos humanos de las personas afectadas ni establecerse 
planes de prevención o de formación y capacitación de recursos en el campo” (OPS/OMS, 2014: 
15).  
 
Adicionalmente, los recursos orientados a la salud mental son inferiores al 1% de los gastos del 
Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social asignados a la salud y “prácticamente la mayor 
parte de ellos se destinan al Hospital Nacional de Salud Mental (casi todas las camas se 
encuentran en el área metropolitana central), lo cual afecta las posibilidades de que otros 
centros desarrollen planes de atención primaria en  zonas alejadas del país”, persistiendo 
además “un modelo de atención de corte asilar y una débil participación de la atención primaria 
en actividades de salud mental” (OPS/OMS, 2014: 15). 
 
Por otra parte, en cuanto al recurso humano que labora en el área de salud mental en nuestro 
país, véase la siguiente tabla: 
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Tabla 6. Personal profesional que labora en establecimientos de salud mental,  
en los sectores público y privado. Año 2010 

 

 
Profesional 

 
Cantidad 

Valor por 100 
mil habitantes 

 

Psiquiatra 86 0,6 

Médicos no psiquiatras 14 0,1 

Enfermeros 200 1,4 

Psicólogos 1001 7,0 

Trabajadoras sociales 14 0,1 

Terapeutas ocupacionales 143 1,0 

Otro profesional de la salud 
o la salud mental 

57 0,4 

Total 1515 10,6 

Fuente: OPS/OMS (2014: 18), con base en información de IESM-OMS (2011). 
 
Por otro lado, mediante el Proyecto ATLAS-Abuso de Sustancias de la OMS se establecieron 
recientemente los siguientes hallazgos pertinentes que hacen ver las características y magnitud 
del déficit actualmente existente en las capacidades del sector salud en este ámbito (OPS/OMS, 
2014: 43 y ss.):  
 

1) La participación de las poblaciones interesadas en la formulación de los planes de 
tratamiento es prácticamente inexistente;  
 

2) No se ha percibido variación en la dotación de recursos asignados al tratamiento del 
abuso del alcohol, desde el anterior ejercicio gubernamental;  
 

3) Con respecto a otras drogas, se ha percibido que los recursos han aumentado 
discretamente para la prevención, no así para el tratamiento;  
 

4) El gasto público para la prevención o tratamiento de problemas de drogas o alcohol es 
prácticamente inexistente en el país y se desconoce qué proporción del gasto real 
corresponde a reducción de la demanda;  
 

5) Las instituciones de Gobierno, con excepción de la SECCATID, carecen de una partida 
presupuestaria específica para la prevención del uso de sustancias o para el tratamiento 
de trastornos debidos a su utilización, lo que hace difícil no solo cuantificar el recurso 
que se destina para abordar el tema, sino también garantizar el desarrollo de procesos 
sostenibles que permitan dar la atención y cobertura necesaria. Son las familias las que 
financian el gasto en todos los momentos de intervención (desintoxicación y/o 
tratamiento  ambulatorio o bajo internamiento y/o rehabilitación). Esto ocurre tanto 
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para trastornos por el consumo de alcohol como aquellos que resultan del abuso de 
drogas ilícitas;  
 

6) Las políticas y programas públicos de tratamiento deben ser diseñados por el Ministerio 
de Salud Pública y Asistencia Social y la SECCATID, los cuales, a su vez, tienen el encargo 
de establecer los programas de control y regulación de la oferta de tratamiento, así 
como de la supervisión de programas y de la capacitación de recursos humanos; 
 

7) Existe un número limitado de programas certificados de formación de posgrado en 
prevención y tratamiento, dirigidos a médicos, psiquiatras, trabajadoras sociales, 
psicólogos y enfermeras, así como también formación técnica para personas con 
educación básica, pero no existen programas de capacitación continua en prevención y 
tratamiento para estos y otros profesionales como los consejeros en adicciones y los  
agentes en salud comunitaria (aunque la SECCATID trabaja actualmente en el desarrollo 
de un programa de educación continua, que consiste en un modelo de certificación por 
competencias en diferentes niveles, con el fin de empoderar al recurso humano, al 
formar agentes en salud para la prevención del consumo de drogas);  
 

8) No existe ninguna disposición que proteja la confidencialidad de los pacientes que 
reciben tratamiento, sea por abuso/dependencia de alcohol como  de drogas ilícitas. 
Tampoco existen lineamientos para garantizar el cumplimiento de criterios éticos en la 
atención así como la protección de los derechos humanos (Declaración de Helsinki 
AMM).  
 

9) No existen medidas legislativas o administrativas para ofrecer tratamiento  voluntario a 
las personas consumidoras como opción alterna o adicional a las sanciones penales. Más 
claramente: Sí existen mecanismos de tratamiento obligatorio como opción alterna o 
adicional a sanciones penales para personas afectadas por problemas derivados del uso 
de drogas que entran en contacto con el sistema de justicia penal, pero no una política 
para promover el tratamiento voluntario. La idea que ha venido promoviendo la CICAD 
en varios países del hemisferio de los tribunales o cortes de drogas aún no ha sido 
discutida ni acogida en nuestro país. 
 

10) No existe tampoco una normativa que establezca impuestos a determinados productos 
y que los mismos se destinen a actividades de prevención o tratamiento para cualquier 
tipo de sustancias psicoactivas. 
 

11) No existe un marco normativo reglamentario que regule la atención de las personas con 
problemas por el uso de sustancias psicoactivas. 
 

12) Existen unas Normas Mínimas de Atención para regular la actividad de los centros que 
dan servicios a personas con problemas derivados del consumo de sustancias 
psicoactivas (los Centros de Atención Integral a Personas con Adicciones, también 
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denominados como CAIPA), con su respectivo reglamento. Sin embargo, a pesar de que 
existe un registro oficial de los CAIPA, uno de los problemas existentes es que no se 
cuenta con información completa y confiable sobre el número de pacientes que 
recibieron atención en los centros de tratamiento, pues son muy pocos los centros que 
reportan información al Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social (lo cual se explica 
en buena medida por la debilidad institucional específica del Departamento de 
Regulación, Acreditación y Control de los Establecimientos de Salud -DRACES- del 
Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social). Se ha avanzado ciertamente en algunos 
aspectos del registro, como el ingreso digital de la información en una plataforma 
virtual, pero no obstante el cumplimiento de los centros en reportar la información es 
mínimo.    

 
Por su notable importancia y estrecha relación con las capacidades deficitarias del sector salud, 
nos referimos con un poco más detalle a la situación actual de los CAIPA, apoyándonos en un 
estudio reciente del Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social (2013), sobre una muestra 
aleatoria del 76% de los 85 CAIPA registrados por DRACES al inicio del estudio, donde se 
refieren los siguientes hallazgos relevantes:  
 

1) Más de la mitad de los CAIPA (57%) opera sin licencia vigente del Ministerio. Esto 
significa que existe hoy en día una amplia oferta no regulada por el Estado de servicios a 
personas con problemas derivados del consumo de sustancias psicoactivas. Aunque no 
existen cifras oficiales, el número de personas usuarias de los CAIPA se ha estimado por 
el investigador Kevin O’Neill de la Universidad de Toronto en hasta 6,000 personas 
(Pressly, 2014). 
 

2) Acerca de la clasificación de los CAIPA, se encontró que el 86% eran Casas Hogar, 6% 
Comunidades Terapéuticas, 5% brindaban atención hospitalaria y 2% correspondían al  
Programa Ambulatorio y Hospital Psiquiátrico. Algo más de una tercera parte de los 
CAIPAS brindaban desintoxicación de manera exclusiva y sólo un 15% ofrecían hasta 
cinco modalidades de servicios (reinserción social, rehabilitación,  terapia ocupacional, 
deshabituación). 
 

3) Sólo en el 45% de los CAIPA se cuenta con profesionales universitarios de distinta índole 
y en el 42% se cuenta con personal de carrera técnica sin especificar su especialidad.    
 

4) El modelo de tratamiento de la “teoterapia” aplicado de manera exclusiva (40%) y el 
modelo que combina ésta con la modalidad de los 12 Pasos (31%) predominan 
claramente como modelos de tratamiento en los CAIPA.  El estudio del Ministerio 
estima que 2,200 usuarios de un total de 2,600 usuarios en 65 CAIPA listados no reciben 
un tratado adecuado basado en un modelo terapéutico biopsicosocial. 
 

5) El 97% de los CAIPA utilizan medicamentos indicados clínicamente de acuerdo al estado 
de salud del usuario, pero sólo en un 38% de estos se recetan los medicamentos por un 
profesional de la salud. 
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6) El 88% de los CAIPA cuenta con un reglamento interno, pero sólo el 25% de los 

reglamentos existentes cumple con lo exigido por DRACES. Sólo el 61% de los CAIPA que 
disponen de un reglamento interno incluyen los derechos del usuario. Se identifica esta 
situación como una de las razones de abusos cometidos contra los pacientes por los 
encargados de los CAIPA. En tal sentido, aunque el estudio aquí referido no hace 
señalamientos en esta dirección, debe anotarse que se han denunciado ya públicamente 
violaciones a los derechos humanos de los usuarios en relación a varios CAIPA, 
subrayando aspectos como abuso psicológico, golpizas, privaciones, encierro 
involuntario e incluso violencia sexual (O’Neill, 2013; Pressly, 2014), aunque la 
detención forzosa parece no haber sido probada hasta ahora en ningún caso (Pressly, 
2014). 
 

7) Existía al momento del estudio una saturación en el 11% de los CAIPA, con una media de 
80 pacientes  diarios, lo que indica que la mayoría de CAIPA sí cuentan con el espacio 
necesario para admitir a más pacientes. 
 

8) Solamente el 5% de los CAIPA cumple con enviar a DRACES el informe mensual al que 
están sujetos.   
 

9) La mayor parte de los CAIPA que formaron parte del estudio se encuentran en el 
departamento de Guatemala (58%), seguido de lejos por Sacatepéquez (17%), con lo 
que se impone una posible limitación de acceso a personas que los necesiten en otras 
regiones del país. 
 

10) Otros elementos dan cuenta de problemas de operatividad diaria en los centros, falta de 
reglamentación y calendarización de actividades y entrada involuntaria en buena parte 
de los ingresos (en el 46% de los CAIPA), así como  escasa gratuidad de los servicios.   

 
Al igual que ocurre en el campo de la seguridad (donde el negocio de  la seguridad privada 
triplica en recurso humano a los efectivos de la Policía Nacional Civil), nuestro país tiene hoy en 
día 85 CAIPA inscritos en DRACES frente a un solo centro público de atención a personas 
usuarias de drogas: el Centro Ambulatorio, a cargo de la SECCATID, que brinda atención gratuita 
a personas con problemas de abuso/dependencia de drogas y a sus familiares (cabe destacar 
que uno de los requisitos clave para ser admitido como paciente es el no estar consumiendo 
drogas).  
 
En realidad, también existe otro servicio de carácter público que brinda atención a personas 
con trastornos mentales derivados del uso de sustancias psicoactivas: el Hospital Nacional de 
Salud Mental. Sin embargo, aquí no se practican hoy en día procesos de desintoxicación, ni 
terapia o rehabilitación para personas con problemas de dependencia, aunque se prevé hacerlo 
en el futuro como parte de su eventual reestructuración.  
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Cabe subrayar que Guatemala no es ciertamente el único país de América Latina en el cual los 
principales proveedores de servicios no son las instituciones de salud pública sino centros de 
tratamiento para el abuso/dependencia de drogas y los grupos de auto-ayuda. Pero el notable 
desequilibrio entre la oferta pública y la oferta privada a personas con problemas derivados del 
consumo de sustancias psicoactivas, así como la falta efectiva de regulación y supervisión por el 
Estado de este tipo de servicios, revela clara y contundentemente el lugar secundario que las 
políticas de reducción de la demanda han tenido históricamente en Guatemala frente a las  
políticas de reducción de la oferta, constituyendo también un signo claro de que nuestra 
política nacional de drogas necesita ser reformada urgentemente y diseñada de manera 
integral, sin desequilibrios entre las políticas de reducción de la oferta y de la demanda. 
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IX. Hacia la definición de una nueva política de drogas en Guatemala: algunas 
recomendaciones iniciales 

 
A la espera del inicio oficial del proceso de diálogo nacional sobre el problema de las drogas en 
nuestro país y la correspondiente discusión, revisión, retroalimentación y enriquecimiento de 
este Informe, la Comisión ha considerado valioso y oportuno formular al Señor Presidente de la 
República algunas recomendaciones iniciales de corto plazo en la materia.  
 
Estas recomendaciones se justifican en razón de la fiabilidad y validez de los datos y del análisis 
realizado hasta ahora por la Comisión, así como por la necesidad y urgencia de que desde el 
Organismo Ejecutivo puedan ponerse en marcha en el corto plazo algunas acciones que 
tendrán un impacto correctivo sobre algunas situaciones críticas vigentes, o que tendrán un 
carácter preparatorio respecto de medidas aún más importantes en el mediano y largo plazo 
para la reforma de la política nacional de drogas.   
 
Las recomendaciones de corto plazo que formula la Comisión son las siguientes: 
 

 Trabajar de manera inmediata en el mejoramiento de los datos y los sistemas de 
información relacionados con el problema de las drogas. Uno de los principales 
hallazgos de este Informe ha sido el del carácter precario y deficitario de los sistemas de 
información para apoyar la adecuada formulación e implementación de políticas 
eficaces y eficientes. Más concretamente, la Comisión considera que se podría optimizar 
la información en esta materia a través de las siguientes acciones: 
 

 Analizar y sistematizar los datos de pureza de las drogas incautadas en el país.  
Esta función la realiza actualmente el INACIF a través de su Laboratorio de 
Sustancias Controladas pero sorprende que los resultados de las pruebas de 
laboratorio no se encuentran disponibles en una base de datos que facilite su 
análisis, pese a estar registradas en papel. Un pequeño esfuerzo presupuestario 
permitiría la obtención de una información que es crucial para entender de 
mejor manera el papel que desempeña Guatemala dentro del mercado 
internacional de drogas. 
 

 Crear un sistema institucional permanente para recabar y  monitorear los precios 
de las drogas. El Ministerio de Gobernación (a través del Viceministerio 
Antinarcóticos o el Viceministerio de Prevención de la Violencia) podrían 
recopilar y monitorear los precios de las distintas drogas vendidas al consumidor 
-por ejemplo, a través de información conseguida mediante informantes o 
entrevistas a detenidos. Los precios son importantes instrumentos para saber 
cómo se está comportando el mercado y son utilizados en otros países para 
predecir el comportamiento de los diferentes actores involucrados. 
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 Realizar directamente o facilitar la realización de investigaciones de entrevistas 
en profundidad en cárceles con actores del narcotráfico. Se carece hoy en día de 
una comprensión profunda de los modos de operar de los grupos 
narcotraficantes guatemaltecos. En todo caso, si esa información existe, la 
misma no es pública y se encuentra casi exclusivamente en informes de 
inteligencia, a los cuales la Comisión no ha tenido acceso hasta ahora. La 
Comisión solicita expresamente el apoyo institucional del Ministerio de 
Gobernación para generar este conocimiento. 
 

 Desarrollar una metodología institucional adecuada y crear un sistema 
institucional permanente para medir y monitorear la asociación e impacto del 
narcotráfico en la violencia homicida. Los datos acerca de la relación entre 
narcotráfico y homicidios han venido siendo divulgados desde hace varios años 
atrás por las autoridades gubernamentales, sin una explicación clara de las 
metodologías empleadas. Esta Comisión no ha encontrado sólidas y plausibles 
las explicaciones ofrecidas y el tema es lo suficientemente importante como para 
ameritar un esfuerzo institucional del Ministerio de Gobernación, a través de la 
Unidad de Estadísticas Criminales y Análisis Estratégico, para su monitoreo y 
análisis riguroso y específico.  

 
 Desarrollar una investigación rigurosa y exhaustiva sobre el cultivo de la 

amapola. Otro importante hallazgo de este Informe ha sido la notable 
divergencia de datos entre las autoridades guatemaltecas y estadounidenses 
respecto a los niveles actuales de producción de esta planta en el país, sin que 
exista actualmente certeza al respecto. Al mismo tiempo, el análisis serio de la 
idea de la regulación de la amapola en nuestro país con fines farmacéuticos 
exige la obtención de conocimientos que trascienden las informaciones 
disponibles actualmente en las instituciones públicas de seguridad e inteligencia.  

 

 Facilitar la realización de un estudio que estime de manera adecuada el costo de 
la política de drogas vigente en Guatemala. El Ministerio de Finanzas podría 
ayudar de manera directa al esfuerzo que realiza actualmente la Comisión -y 
cuyos hallazgos preliminares han sido expuestos en este Informe- por clarificar la 
magnitud de los esfuerzos y recursos públicos que se invierten en esta materia.  

 

 Construir e implementar nuevos indicadores de desempeño e impacto de la 
política de drogas. El sistema actual de indicadores se enfoca exclusivamente en 
las políticas de reducción de la oferta, mientras que no existen indicadores o no 
se monitorean en el caso de las políticas de reducción de la demanda. Esta 
Comisión considera que, en el marco del espíritu de la reforma de la política de 
drogas desde un enfoque de salud pública, las incautaciones de drogas y las 
detenciones de personas consumidoras o traficantes no deben seguir siendo el 
criterio fundamental para evaluar el desempeño e impacto de la política nacional 
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de drogas. Esta tarea pueden desarrollarla eficazmente el Ministerio de 
Gobernación, a través de la Unidad de Estadísticas Criminales y Análisis 
Estratégico, para las políticas de reducción de la oferta; y el Ministerio de Salud 
Pública y Asistencia Social para las políticas de reducción de la demanda.  

 

 Poner en marcha varias medidas de corto plazo que apuntalen o fortalezcan el enfoque 
de salud pública en la política nacional de drogas y, a la vez, fortalezcan capacidades 
específicas del sector salud en cuanto a la información relacionada con el problema de 
las drogas. Otro hallazgo relevante de este Informe ha sido el de la relegación a un plano 
secundario de las políticas de reducción de la demanda frente a las políticas de 
reducción de la oferta, siendo necesario que se comience pronto a dar pasos que 
establezcan un adecuado equilibrio de ambos tipos de políticas en el país. Más 
específicamente, la Comisión recomienda la implementación de las siguientes acciones: 
 

 Desarrollar una estrategia para el fortalecimiento de las competencias 
necesarias en el personal de salud, para el abordaje del uso de sustancias 
psicoactivas y problemas asociados, en los distintos niveles de complejidad, 
desde las intervenciones de base comunitaria hasta las de carácter especializado, 
aplicando principios éticos y de respeto de los derechos humanos. Para este 
proceso pueden ser aprovechados tanto los recursos académicos acreditados 
existentes, como programas específicos diseñados por organizaciones 
internacionales. 
 

 Desarrollar las capacidades y promover a nivel de la red de servicios de salud, 
especialmente en la atención primaria y otros servicios donde se concentre la 
atención a población especialmente vulnerable, la realización sistemática de  
tamizajes e intervenciones que permitan una detección temprana del uso, uso 
nocivo y dependencia de alcohol, tabaco y otras sustancias psicoactivas. Existen 
herramientas eficaces, que están disponibles y pueden apoyar en la 
identificación de problemas actuales o potenciales. Idealmente utilizando una 
ficha de reporte de fácil y rápida aplicación en todos los niveles de atención. 

 

 Fortalecer el control, regulación y supervisión del funcionamiento de los 
servicios de tratamiento y apoyo psicosocial (especialmente de los 
proporcionados por los CAIPA) que se ofrecen a la población afectada por el uso 
de sustancias psicoactivas. Este proceso incluye el desarrollo del marco 
normativo para la habilitación, registro y supervisión de los dispositivos de 
atención, con base en la garantía de calidad y la protección de los derechos 
humanos de las personas usuarias y del personal de estos servicios. Asimismo es 
necesario revisar y actualizar  las normas mínimas definidas por el Ministerio de 
Salud Pública y Asistencia Social e implementar un mecanismo que garantice su 
aplicación sistemática, iniciando por un proceso de caracterización y 
regularización de la oferta de servicios actualmente disponible. 
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 Revisar el sistema nacional de información de salud para incorporar la 
recopilación y análisis regular de datos básicos pertinentes para la toma de 
decisiones y la vigilancia epidemiológica del uso de sustancias y principales 
problemas asociados. Es importante en este caso incluir indicadores que 
orienten acerca de la estimación de necesidades (demanda de tratamiento), las 
características de la respuesta asistencial (oferta de tratamiento) pública y 
privada, así como la evaluación de proceso e impacto de las intervenciones 
terapéuticas.    

 
 Definir una serie de preguntas básicas sobre sustancias psicoactivas, que puedan 

ser incorporadas en las encuestas nacionales u otros estudios que se realicen en 
el país, de tal forma que se aprovechen y optimicen los recursos disponibles para 
la generación de información. 
 

 Elaborar un proyecto de ley que proponga reformar el Artículo 47 de la Ley de Extinción 
de Dominio, incluyendo a las instituciones que implementan políticas de reducción de la 
demanda como beneficiarias de los dineros extinguidos mediante dicha Ley. Hoy en día, 
esta Ley establece como únicos beneficiarios de los dineros extinguidos a instituciones 
del sistema de seguridad y justicia, con la finalidad de dar sostenibilidad a políticas 
contra la delincuencia organizada y, en materia de drogas, de políticas de reducción de 
la oferta, reproduciéndose así el modelo prohibicionista tan criticado hoy en día a nivel 
global. Al mismo tiempo, la Ley no asigna actualmente ningún porcentaje de los dineros 
extinguidos a las instituciones públicas que desarrollan acciones en el ámbito de la 
reducción de la demanda, lo cual a todas luces frena o inhibe el fortalecimiento del 
enfoque de salud pública en materia de política de drogas. En tal sentido, la reforma 
propuesta por esta Comisión se orienta hacia la inclusión de las instituciones que 
ejecutan políticas de reducción de la demanda dentro del conjunto de las instituciones 
beneficiarias de los dineros extinguidos mediante la Ley de Extinción de Dominio, 
asignándoseles un porcentaje importante que fortalezca la implementación de este tipo 
de políticas.  
 

 Revisar la asignación presupuestaria que deriva de los impuestos vigentes al alcohol y el 
tabaco,  evaluándose la conveniencia de asignar directamente un porcentaje de estos 
impuestos a las instituciones que desarrollan políticas de reducción de la demanda de 
drogas.  
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